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Presentación

La presente publicación constituye el segundo volumen de la publicación “El ejerci-
cio de la abogacía en América Latina:en la búsqueda de una agenda de trabajo” pre-
sentada por el Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) y dirigida por 
Alberto Binder y Marco Fandiño. En el primer volumen se presentó una investiga-
ción empírica realizada por María José del Solar y Gonzalo Fibla, investigadores del 
CEJA, la cual se centró en el diagnóstico de dos de los aspectos más cruciales en el 
ejercicio de la abogacía en las sociedades latinoamericanas: la formación académica 
universitaria que reciben los y las estudiantes de Derecho y las modalidades de con-
trol existentes sobre el ejercicio privado de la abogacía. Ello teniendo como punto 
de partida la hipótesis de que los servicios legales prestados por los y las abogadas 
pueden llegar a constituir barreras de acceso a la justicia de distinta índole, siempre 
que no sea posible asegurar la calidad técnica y profesional de quienes ejercen la 
abogacía y brindan sus servicios. 

A partir de esta primera aproximación, desde CEJA se identificaron una serie de 
temáticas vinculadas al ejercicio de la abogacía respecto de las cuales se estimó impres-
cindible profundizar en investigaciones para aportar a las discusiones sobre su ejercicio, 
así como su importancia e impacto en el acceso a la justicia y los sistemas judiciales de 
la región.

Por lo anterior, CEJA, en el marco del programa “Mejorando el Acceso a la Justicia 
Civil en América Latina” que desarrolla con el apoyo de Global Affairs Canada, abrió una 
convocatoria a investigadores e investigadoras para el desarrollo de investigaciones en 
estas líneas temáticas, con la finalidad de poner a disposición del público estudios y 
experiencias dentro del ámbito legal que puedan permitir ampliar la mirada sobre el rol 
que compete a estos profesionales en el acceso a la justicia de las personas en América 
Latina y contribuir a la determinación de políticas públicas orientadas a eliminar las ba-
rreras de acceso que aún persisten.

El resultado de dicha convocatoria fue la realización de cuatro nuevas investi-
gaciones que retoman algunas líneas de trabajo presentadas en el volumen anterior 
e introducen algunas otras de especial importancia para el ejercicio de la abogacía en 
América Latina. 

El primer artículo de esta publicación está a cargo de la autora Carolina Granja 
y el investigador Damián Pertile, y se titula “Las competencias profesionales necesarias 
ante la oralidad civil: Formación universitaria para el ejercicio de la Abogacía. Caso Cór-
doba”. Tal como su nombre indica, esta investigación explora las competencias profesio-
nales requeridas para el ejercicio en un sistema judicial civil que ha transitado hacia lo 
oralidad, y si es estas competencias son parte de la formación profesional universitaria. 
Todo esto en el contexto de la reciente implementación en el año 2019 de la oralización 
en la Provincia de Córdoba, Argentina. 

El segundo artículo se denomina “Los honorarios profesionales de los aboga-
dos y abogadas: lecciones, desafíos y problemas por atender”, del docente uruguayo 
Ignacio Soba Bracesco. En esta investigación, el autor realiza una acabada revisión de las 
regulaciones de los honorarios de los y las profesionales de la abogacía, analizando los 
aspectos relevantes que se introdujeron al proceso civil uruguayo a partir de su reforma. 
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Junto a esto, la obra incorpora una necesaria mirada comparada respecto de la norma-
tiva existente en otros países de la región, tales como Chile y Brasil.

En tercer lugar, Carolina Salas Salazar y su equipo compuesto por Katherine Be-
cerra, Jorge Bruce y Yelissa Rojo desarrollan la investigación “Abogacía, tecnologías de la 
información y comunicación (TICs) y acceso a la justicia: un estudio inicial del contexto 
en Chile”, sobre cómo los estudios jurídicos de este país se han adaptado a la transforma-
ción del entorno digital en la impartición de justicia en Chile, principalmente, luego de 
la dictación de la Ley Nº 20.886 de 2015, sobre Tramitación Digital de los Procedimientos 
Judiciales. 

Finalmente, María Fernanda Arreguín Gámez nos presenta la investigación “El 
ejercicio profesional de la abogacía en el ámbito de la defensa pública civil: México 
como caso de estudio”. Este trabajo explora el ejercicio profesional de la abogacía públi-
ca en dicho país y cómo éste posibilita el acceso a la justicia de personas en situación 
de vulnerabilidad. 

Estas cuatro investigaciones se ponen a disposición de los actores del sector 
justicia y del público en general como aportes para el debate sobre el ejercicio de la 
profesión legal en la región.
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RESUMEN: Esta investigación pretende analizar el perfil de los letrados y letradas parti-
culares en su interacción con los demás actores que intervienen como engranajes den-
tro del nuevo sistema, dado tras la implementación de la oralidad en el fuero civil de la 
provincia de Córdoba, Argentina, en el año 2019. 

Se focaliza el análisis en las competencias de las y los abogados ante la orali-
zación como estrategia estatal para brindar agilidad al sistema judicial civil, por lo que 
este estudio enlaza aquellos objetivos que la reforma normativa pretende, con la imple-
mentación de nuevos comportamientos en los y las auxiliares de la justicia. Situación 
que lleva a indagar en la adecuación entre las competencias profesionales adquiridas 
en las facultades de Abogacía de Córdoba frente a aquellas necesarias para plasmar en 
resultados efectivos lo que las reformas legislativas buscan alcanzar.

PALABRAS CLAVE: Competencias - Abogacía - Oralidad - Civil - Formación

ABSTRACT: This research aims to analyze the profile of private lawyers in their interac-
tion with the other participants that intervene as gears within the new system given 
after the implementation of civil oral trials at Córdoba province, Argentina, in 2019.

The analysis is focused on the legal skills for oralization as a state strategy to 
provide agility to the judicial civil system, so this study links those objectives that the 
normative reform seeks, with the implementation of new behaviors in all the Justice 
system. Situation that leads to investigate the adequacy between the professional skills 
acquired at Córdoba´s Law Universities and those that are necessary to transform cases 
into effective results, and they are the reason why the law was reformed.

KEY WORDS: Skills - Law - Orality - Civil - Training
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1. Introducción

La realidad y cada entretejido social cambian con el tiempo, al igual que los conflictos en 
su seno. Las esferas del Estado democrático en sus funciones legislativa, judicial como 
administrativa, deben hallar el modo de mitigarlos o bien de generarles un efectivo cau-
ce institucional para garantizar la convivencia pacífica. Ante la creciente conflictividad 
reflejada en los índices de litigiosidad de Argentina (Junta Federal de Cortes, 2019), apa-
rece la abogacía como herramienta clave de un colectivo profesional primordial para el 
acceso a la justicia efectiva. 

Este estudio pretende tomar el caso de la reforma legal del proceso civil que 
introduce la oralización en la provincia de Córdoba, Argentina, implementada de modo 
reciente en el año 2019. Desde la perspectiva que aquí se propone, al tratarse de una 
modificación normativa que impacta en paradigmas arraigados del trabajo profesional 
de las y los abogados, prima indagar en las competencias que poseen o necesitan de-
sarrollar los abogados y abogadas que intervienen en este novedoso tipo de audiencias 
en el fuero civil.

Es por ello que en el primer apartado se consideran los conocimientos, destre-
zas y actitudes que conforman aquellas competencias cuya base de formación se halla 
en las carreras de Abogacía e impactan en los diversos roles y funciones que adoptan los 
y las profesionales del Derecho en el ejercicio de su trabajo. Análisis general que permi-
tirá, luego, focalizar en las competencias necesarias para el eficiente desenvolvimiento 
de quienes litigan ante las audiencias orales en el proceso judicial civil, desde su rol de 
enlace entre el Estado y sus clientes para el efectivo acceso a justicia.

Al verse reflejado desde los primeros resultados de esta investigación que es-
tábamos ante modificaciones profundas en las prácticas dentro del Fuero Civil en Cór-
doba, en el segundo apartado introdujimos la noción de “cultura organizacional” a fin 
de considerar el marco particular de esta provincia donde el Estado propone nuevos 
mecanismos en la búsqueda de tutela judicial efectiva y quienes litigan constituyen un 
engranaje central del sistema judicial, cuya voz resuena y hace eco en otras voces. 

Desde ese enfoque sistémico resulta necesario analizar el perfil de los letrados 
y letradas particulares en su interacción con los demás actores que intervienen como 
engranajes ineludibles en el sistema, cuyos comportamientos (reflejo de sus propias 
competencias) inciden recíprocamente en el objetivo y resultado pretendido tras la im-
plementación de las audiencias orales en el proceso civil: jueces o juezas, sus equipos de 
trabajo, la defensa pública y las fiscalías civiles.

Se focaliza el análisis en el desafío impreso en las competencias profesionales 
ante la oralización como estrategia estatal para brindar agilidad al sistema judicial civil, 
buscando reducir los plazos totales del proceso de conocimiento a través del control 
efectivo de la duración del período de prueba e implementando la videograbación de 
audiencias; aumentar la calidad de las decisiones por la inmediación de la labor judicial y 
concentración de la prueba; así como aumentar la satisfacción ciudadana con el servicio 
y, consecuentemente, fortalecer la legitimidad del Poder Judicial en el Estado.

Es por ello que este estudio enlaza aquellos objetivos que la reforma normativa 
pretende, con la implementación de nuevos comportamientos en los y las auxiliares 
de la justicia en el proceso civil. Esta situación lleva a indagar la adecuación entre las 
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competencias profesionales adquiridas en las facultades de Abogacía frente a aquellas 
necesarias para plasmar en resultados efectivos lo que las reformas legislativas buscan 
alcanzar, ahora además con las dificultades que suma la pandemia.

En materia civil, América Latina viene ofreciendo modificaciones normativas 
que involucran cambios en la práctica tribunalicia bajo horizontes y desafíos similares, lo 
cual requiere del enlace con la formación desde las universidades. Ellas deberán adecuar 
sus planes de estudio y prácticas en la didáctica de la enseñanza de la Abogacía ante 
las modificaciones legislativas referenciadas, con el correlativo fortalecimiento de cono-
cimientos, destrezas y actitudes que optimicen los nuevos paradigmas laborales de los 
profesionales frente a la oralización.

La enseñanza del Derecho y la consideración específica de las habilidades ju-
rídicas, si bien son aristas básicas para alinear el perfil profesional a las necesidades de 
labor en cada realidad, resultan materias de apremiante atención para quienes investi-
gamos y formamos a personas. Las propuestas de reforma del sistema de justicia han 
sabido enfocar en la redacción de constituciones, leyes, acordadas y reglamentos como 
respuesta ante un escenario crítico, aunque relegando la perspectiva vinculada con los 
perfiles y roles de quienes dan vida a los derechos y el efectivo acceso a justicia desde 
su formación profesional.

Es por ello que, en el último apartado, volvemos sobre nuestros pasos alertando 
que en el camino trazado por la multiplicidad de respuestas dadas por parte del sistema 
estatal –como desde el abanico de intereses generales, sectoriales y particulares inclui-
dos– no olvidemos la pregunta matriz que las generó: ¿cómo lograr una tutela judicial 
efectiva en el fuero civil?

En aras a la protección de los Derechos Humanos y garantía al acceso a justicia 
que asiste a toda persona frente al poder de decisión estatal, las audiencias orales re-
quieren de particular experticia por parte de las y los abogados. A tal fin, deconstruir el 
perfil de quienes llenan de contenido los sistemas jurídicos y judiciales dentro del con-
texto actual, y vivifican la ley en comportamientos que brinden seguridad y suficientes 
garantías, es una materia pendiente y se torna en un compromiso democrático, tema 
cuya reflexión justifica y constituye el eje central de esta investigación.

1.1	 CIMIENTOS QUE DAN BASE A ESTE ESTUDIO EMPÍRICO

Las competencias profesionales generadas desde el proceso de enseñanza-aprendizaje 
de la Abogacía en sintonía con las renovadas prácticas laborales vienen siendo mate-
ria de nuestro interés como docentes universitarios e integrantes del Poder Judicial de 
Córdoba.

En el año 2016 participamos con un proyecto seleccionado a nivel nacional por 
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y por el Ministerio de Educación de la Na-
ción en el marco del Programa de Formación en Áreas de Vacancia de la Abogacía (PFA-
VA) donde repensamos el horizonte de esta carrera en las universidades argentinas desde 
aristas relegadas en la enseñanza. Asimismo, aquel análisis sentó las bases para que en 
el año 2017, la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria (CONEAU, 
organismo descentralizado que funciona bajo jurisdicción del Ministerio de Educación) 
comience con la actualización de los procesos de evaluación y acreditación universitaria 
de la carrera de Abogacía –así como de la de Contador Público y del Sistema Institucional 
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de Educación a Distancia, SIED– que, por diferentes circunstancias, estuvieron sin ser eva-
luadas desde larga data; abriendo –en relación con el campo de conocimiento que aquí 
nos ocupa– un espacio para problematizar los planes de estudio, la formación docente, 
la generación de conocimiento en red, entre otros aspectos relevantes en el contexto de 
aprendizaje y práctica profesional de las y los futuros abogados.

1.2	 CÓRDOBA COMO CASO TESTIGO

Se toma a esta provincia de Argentina como base de análisis por diversos motivos: 

•	 Historia en la formación de Abogados: en Córdoba capital, conocida como “La 
Docta”, fue fundada la primera universidad de Argentina en 1613: la Universidad 
Nacional de Córdoba (UNC), durante más de dos siglos única del país y de las 
primeras de América. Imparte Derecho con acceso gratuito, egresando de sus 
aulas estudiantes de diversas provincias y países de América Latina (particular-
mente de Chile, Bolivia y Perú); ello también favorecido por su ubicación geo-
gráfica estratégica, en el centro del país.

•	 Variadas instituciones públicas y privadas de enseñanza del Derecho: la ciu-
dad de Córdoba cuenta con otras tres universidades privadas que ofrecen esta 
carrera de grado: Universidad Católica de Córdoba (UCC), Universidad Siglo 21 
(US21) y Universidad Blas Pascal (UBP). En la ciudad de Río Cuarto existe otra 
universidad pública que enseña Derecho, la Universidad Nacional de Río Cuarto 
(UNRC).

•	 Cantidad de estudiantes egresados de diversas provincias de Argentina y 
países de América Latina: sólo en la UNC en el año 2019 los estudiantes que 
se encontraban cursando Abogacía eran 14.800, según indica su Anuario Esta-
dístico (2019). Asimismo, dos de las universidades privadas brindan la carrera a 
distancia, ampliando el estudiantado. 

•	 Cantidad de abogadas y abogados matriculados: según datos de 2018 releva-
dos por la Junta Federal de Cortes (2020) la provincia se halla en cuarta posición 
en relación a cantidad de matriculaciones cada 100.000 habitantes (447), suma-
do a profesionales que no litigan por trabajar en otros ámbitos. 

•	 Reciente implementación de la oralización civil: la ley provincial fue sancio-
nada en junio de 2018 y comenzó su aplicación de manera progresiva, en un 
grupo inicial de juzgados, en febrero de 2019. 

•	 Nivel de acuerdos en las audiencias civiles orales: acorde al portal de Datos 
Abiertos del Ministerio de Justicia de la Nación (2019), Córdoba revela cifras que 
la ubican en los primeros puestos en cuanto a porcentajes de acuerdos, con una 
tasa de conciliación del 62% sobre el total de casos resueltos.

1.3	 ESTRATEGIA METODOLÓGICA ESCOGIDA

Esta arista que resulta básica en cualquier investigación que pretenda sostener sus afir-
maciones sobre bases sólidas, ha constituido un desafío particular en el marco de la 
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pandemia. A fin de alcanzar nuestros objetivos de análisis hubo que diagramar y encau-
zar la metodología con la que ya habíamos trabajado infinidad de veces, problematizán-
dola y adecuándola en función de los resultados que buscábamos. 

Fue un aprendizaje en sí mismo, donde la dificultad dada por la imposibilidad 
de presencialidad física ante el resguardo de la salud nos sacó de la inercia del proceso 
secuencial de una investigación en condiciones “de antigua normalidad”. Ajustamos he-
rramientas para darle viabilidad al objeto de estudio a través de estrategias que parten 
de comprender mejor el ecosistema en que transitan las personas encuestadas, entre-
vistadas e integrantes de los grupos focales para generar cercanía a la distancia, e incor-
porar sus perspectivas como un aporte de valor, incluso para ellas mismas.

En la búsqueda de triangular técnicas, fuentes y análisis, que contemple tanto el 
enfoque cualitativo como cuantitativo, realizamos grupos focales a través de videocon-
ferencias, lo que nos permitió compartir en simultáneo con personas ubicadas en diver-
sos lugares del vasto territorio provincial. Las conversaciones generadas en los grupos 
focales y entrevistas posibilitaron profundizar en el objeto de análisis e incluso hicieron 
emerger tanto hallazgos que no estaban presentes en el cúmulo de hipótesis iniciales, 
como también otros ejes de relevancia que –si bien no constituyen el núcleo central de 
este trabajo– se relacionan directamente y se mencionarán como puntapié para estimu-
lar posteriores investigaciones.

Específicamente, realizamos entrevistas semi-estructuradas y grupos focales 
con abogados y abogadas litigantes que participaron de audiencias orales en el fuero ci-
vil y/o en otras materias previamente; juezas y jueces civiles que incorporaron la oralidad 
desde sus comienzos e incluso fueron parte del seguimiento de su implementación, 
titulares de la Defensa Pública, fiscales civiles e integrantes de los equipos de trabajo de 
los juzgados, en todos los casos con participación directa –desde diversos roles– en la 
reciente incorporación de la oralización en distintas sedes de la justicia provincial. 

Se pretendió siempre contar con enfoques heterogéneos, que contemplaran la 
diversidad tanto en razón de género como de edad, además de un aspecto central en la 
provincia de Córdoba configurado por la distribución territorial. Por ello se aseguró con-
tar con la perspectiva de quienes ejercen su labor en ciudad de Córdoba como capital 
provincial y epicentro en la toma de decisiones de política institucional por parte del Tri-
bunal Superior de Justicia, espacio territorial donde además se concentra la mayor canti-
dad de litigios como de estructuras judiciales3; frente a las demás 23 sedes judiciales del 
interior provincial cuyos contextos necesitan de un abordaje diferenciado y particular.

También retomamos una encuesta (desde un formulario digital) sobre compe-
tencias abogadiles, que inicio a mediados del año 2020, aunque colocando ahora el eje 
en las competencias de quienes litigan en el marco de la oralidad civil. Se nos ocurrió 
difundirla en los últimos días del año, como contexto propicio para el balance y la re-
flexión por parte de las personas encuestadas; considerando si lo aprendido desde el 
conocimiento formal universitario podría directamente trasvasarse al cauce trazado por 
el mundo del trabajo, más en estos tiempos. 

Asimismo, agregamos al análisis otra encuesta realizada a estudiantes de Abo-
gacía en Córdoba, que permite tomar la perspectiva de quienes actualmente transitan 
las aulas.

3	 Si se deseara profundizar en la información judicial y organigrama institucional puede consultarse en el sitio web oficial 
del Poder Judicial de Córdoba: www.justiciacordoba.gob.ar 
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Finalmente, realizamos una revisión documental desde una doble perspectiva: 
académico universitario, por una parte, considerando los planes de estudio vigentes 
en las carreras de Abogacía en Córdoba y sus modificaciones en los últimos tres años 
como acción anticipatoria o bien de respuesta frente a las reformas procesales civiles 
que introdujeron la oralización. Y una perspectiva normativa, por otro lado, analizando 
la reforma legislativa provincial como la reglamentación institucional dada a través de 
las acordadas del Tribunal Superior de Justicia, así como las versiones taquigráficas del 
Poder Legislativo de Córdoba en el marco de la aprobación de la ley de oralidad civil.
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2. Competencia de las y los abogados

Si nos permitiéramos representar de modo simplificado a las personas para adentrarnos 
en el análisis de competencias diríamos que son seres que razonan, con manos que 
obran y corazones que sienten; lo que permitirá problematizar el esquema tripartito: 
saber, hacer y ser. En este apartado se indagará en las competencias que buscan fortale-
cerse desde la enseñanza de la Abogacía. Contrastaremos la perspectiva de los perfiles 
académicos trazados por las universidades bajo parámetros impuestos desde políticas 
públicas educativas delineadas a nivel nacional, frente a la perspectiva de quienes hoy 
estudian Derecho en Córdoba así como la de quienes ejercen la profesión.

2.1	 CONOCIMIENTOS, DESTREZAS Y ACTITUDES

La garantía procesal efectiva de los derechos y libertades requiere la existencia de la 
justicia como institución, y de los abogados y abogadas como custodios de la ley. Frente 
al Derecho debe resguardarse que, en la búsqueda por profundizar tecnicismos, lagunas 
e interpretaciones, no se soslaye el para qué de su existencia: ser redactado, entendido 
y aplicado para enaltecer lo justo. 

La norma como instrumento ciudadano fortalecido por la labor de los y las 
abogadas para iluminar respuestas frente a las disyuntivas que nos plantea la vida en 
común, cobra vida en la práctica a través de las competencias (o bien carencias) de 
abogadas y abogados. 

Para Perrenoud (2004) la noción de competencias se genera desde capacidades 
cognitivas, afectivas, socioemocionales y físicas; por lo que resulta del conjunto de co-
nocimientos, destrezas y actitudes que ha de ser capaz de movilizar de forma integrada 
a una persona para actuar ante las demandas de su contexto; permitiéndole identificar, 
interpretar, argumentar y resolver problemas con ética e idoneidad. 

Ello en consonancia con la perspectiva de la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económico (en adelante, OCDE) (2003) en el Proyecto “Definición y Se-
lección de Competencias” , donde éstas se presentan en la capacidad para responder a 
exigencias individuales o sociales interrelacionando habilidades prácticas y cognitivas, 
motivación, valores, actitudes, emociones y otros elementos sociales y de comporta-
miento. Incluso al manifestarse en acciones, conductas o elecciones que pueden ser 
observadas o medidas, permite delinear indicadores y establecer un marco de referen-
cia para su evaluación.

Desde ese marco para el desenvolvimiento del rol profesional, en sus diversas 
funciones, se cuenta con un cúmulo de derechos y sus correlativos deberes; también 
se establecen prohibiciones e incompatibilidades funcionales. Existe un conjunto de 
reglas escritas que indican qué deben “conocer” y “saber hacer” los y las profesionales del 
Derecho, al tiempo que hay otras que subyacen y guían su espíritu, normas silentes que 
también son capaces de marcar el sendero de cada comportamiento en el ámbito de 
labor, pero también fuera de ella y delinean el “saber ser”. 

Podríamos considerar las competencias individuales en tres planos:
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•	 Cognoscitivo (conocer): Se vincula con el saber formal incorporado en el pro-
ceso de enseñanza-aprendizaje, donde los incesantes cambios sociales que 
inciden en la normativa conllevan a la necesidad de favorecer la actualización 
permanente.

•	 Procedimental o técnico (saber hacer): Mediante el ejercicio, el desarrollo y prác-
tica de habilidades y destrezas que escapan a la teoría. 

•	 Actitudinal (saber ser): Moldea cada perfil colocando el énfasis en la responsa-
bilidad e incidencia de su labor en relación con sus destinatarios, así como los 
valores que se jerarquizan en esa interacción frente al servicio público. 

Si nos detenemos en los componentes que desde el “capital humano” (Bourdieu, 
1983) moldean las organizaciones, encontramos planes de estudio y planteles docentes 
de las carreras de Abogacía que van delineando saberes y comportamientos que se 
incorporan al “capital cultural”. Cada lente o perspectiva dada por la formación univer-
sitaria inicial (además de cada lente incorporada desde la experiencia familiar y social), 
son aquellas que se utilizarán para ampliar el campo visual de la realidad laboral que a 
cada quien le toque abordar.

2.2	 LA PERSPECTIVA DE QUIENES ESTUDIAN ABOGACÍA Y DE QUIENES LA 
EJERCEN 

Un primer dato a mencionar fue la novedad o el desconcierto evidenciado tanto en las 
entrevistas como en los grupos focales frente al análisis del tema de las competencias 
profesionales, advirtiéndolo fuera de la agenda de discusión, que suele hacer foco sólo 
en los aspectos legales involucrados en las audiencias civiles orales.

En los datos globales se evidencia raquítica la representación gráfica en la que 
indican “lo que la carrera les ofrece” frente al resultado de lo que “toda carrera de Aboga-
cía debería ofrecer”. Los resultados de los relevamientos realizados indican que, además 
de competencias cognoscitivas (saber), se requiere de destrezas y herramientas certeras 
al objetivo (saber hacer), como también fortalecer la regulación emocional y los vínculos 
con los demás (saber ser) (gráfico 1).

Tras las encuestas que indagan desde el recuerdo del paso por la carrera de 
Abogacía, y dando 13 opciones de conocimientos, destrezas y actitudes posibles; de-
jando abierto a señalar todas las categorías que se desearan, aparece subrayada por 
las personas encuestadas la percepción de que las Facultades brindan la posibilidad de 
“saber leyes y normas” (97%) así como de “conocer las resoluciones de los jueces desde 
el manejo de jurisprudencia” (59%) (gráfico 2). 

Al indagar sobre lo que “debería ofrecer cualquier facultad de Derecho” sorpren-
de que se coloque igual o mayor énfasis a otras categorías diferentes a las anteriores. 
Complementan “saber leyes y normas” (71%) y “conocer las resoluciones de los jueces 
desde el manejo de jurisprudencia” (73%), aquellas referidas a contar con técnicas de 
comunicación oral y escrita (82%), “habilidad para asesorar” (81%), “capacidad de nego-
ciación” (75%), “practicar el futuro rol del abogado” (74%) y “manejar herramientas digi-
tales útiles” (73%) 

Asimismo, se colocan en la segunda opción con más énfasis que en la primera: 
“Saber planificar, liderar y trabajar en equipo” (66%), destreza para investigar” (66%), “ser 
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GRÁFICO 1: ¿Qué ofrecen las carreras de Abogacía? (puede seleccionar varios)

  Si            No
Fuente: Elaboración propia.

GRÁFICO 2: ¿Qué debería ofrecer cualquier carrera de Abogacía? (puede seleccionar varios)

  Si            No
Fuente: Elaboración propia.
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capaz de manejar las emociones” (48%), “poder ser un buen ciudadano” (46%), “Distinguir 
datos, cuantificarlos y analizarlos para generar información” (46%), “Técnicas de relación 
con la Prensa y redes sociales” (42%).

GRÁFICO 3: Relación entre los conocimientos y herramientas dados por la carrera de Abogacía y lo 
GRÁFICO 3: aprendido en la práctica laboral

  Todo            Bastante            Poco            Nada
Fuente: Elaboración propia.

En uno y otro caso aparece resaltada la percepción de que “bastantes” conoci-
mientos dados por la carrera han podido utilizar en el trabajo (62%) como que “bastan-
tes” conocimientos han desarrollado trabajando (80%); aunque en el primer caso existe 
un 1% que indica que “nada” le ha aportado la carrera, como también un 29% que indica 
que “poco” le ha sumado. Esto último frente a ninguna persona que indicara que “nada” 
y un 2% que colocara que “poco” le aportó la experiencia profesional; correlativamente 
con un 18% señalando que “todo” le aportó la experiencia frente a un 8% que dijo que 
“todo” se lo había dado la carrera.

En las respuestas de los estudiantes de Abogacía también se vislumbra esa grie-
ta entre los conocimientos y destrezas dados por la carrera frente a aquellos necesarios 
para el ejercicio profesional; asimismo en la muestra dada por alumnos pertenecientes a 
diversos años de la carrera (1er año: 28%; 2do año: 18%; 3er año: 15%; 4to año 10% y 5to 
año 17%), así como recientemente recibidos (12%) emerge otro dato relevante: el 27% 
de ellos ha gozado de la posibilidad de trabajar en un espacio vinculado con el estudio 
de la Abogacía; mientras que el 15% ha tenido otros tipos de trabajos y la mayoría, el 
57%, no ha trabajado aún.

Tanto desde los resultados de las encuestas a abogados y abogadas como a 
estudiantes, así como en las entrevistas y grupos focales, aparecen necesidades labo-
rales no cubiertas suficientemente por la oferta académica de las carreras de Abogacía. 
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Se pudo evidenciar un vacío en habilidades para planificar, gestionar estratégicamente 
procesos y personas en un estudio jurídico u oficina tribunalicia, para expresarse de 
modo oral y no verbal; contar con destreza para negociar y buscar consensos; para lide-
rar, motivar y empatizar; así como reconocer el uso de indicadores y datos para la toma 
de decisiones; o bien contar con dominio de técnicas de investigación y diagnóstico, 
sólo por mencionar algunas herramientas que podrían resultar elementales para la labor 
de cualquier profesional, más aún cuando su trabajo se inserta en un sistema donde su 
accionar puede facilitar o bien obstaculizar el engranaje general.

2.3	 LAS FACULTADES Y SUS PLANES DE ESTUDIO

Es inquietante pensar que en prácticamente todas las carreras universitarias de Córdoba 
existe alguna materia o al menos una unidad relativa a leyes o normas que regulan la 
actividad profesional de la ciencia en estudio (tal como en Ingeniería, Ciencias Econó-
micas, Comunicación Social, Licenciatura en Administración, Medicina, Psicología, en-
tre tantas otras, que han considerado relevante sumar a su experticia la herramienta 
normativa). En Abogacía, no obstante, desde el análisis documental realizado, hemos 
constatado que abundan espacios vacantes de ser enseñados con herramientas propias 
y complementarias de otras áreas del conocimiento; aristas que a partir de los diagnós-
ticos efectuados y desde la perspectiva de los actores involucrados resultarían básicas 
para la profesión jurídica en sus diversas esferas de ejercicio. 

En septiembre del año 2017 el Ministerio de Educación de Argentina, mediante 
Resolución Nº 3401 E/20174 aprobó los contenidos curriculares básicos, la carga horaria 
mínima, los criterios de intensidad de la formación práctica, los estándares de aproba-
ción y las actividades reservadas para el profesional en el marco de las carreras univer-
sitarias de Abogacía. 

Ese mismo año la Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria 
(CONEAU) convocó al proceso de acreditación5 de todas las carreras que otorgan el títu-
lo de Abogacía en el país, bajo el marco del contenido curricular mínimo aprobado por 
el Ministerio de Educación.

De esta manera dicho anexo de contenido curricular se ha transformado en el 
obligado camino a seguir para que las universidades puedan acreditar sus carreras. Allí 
se establece que las áreas temáticas que constituyen y atraviesan los contenidos curri-
culares básicos deben contemplar la formación en los siguientes ejes: 

•	 Jurídico político - histórico y sociológico 
•	 Jurídico político económico 
•	 Jurídico - filosófico 
•	 Jurídico - argumentativo 
•	 Formación complementaria en otras disciplinas

4	 Disponible en https://www.coneau.gob.ar/archivos/resoluciones/anexo-res3401.pdf 
5	 Poder Ejecutivo Nacional. República de Argentina. (2017). RESFC-2017-568-APN-ONEAU#ME. Disponible en https://

www.coneau.gob.ar/archivos/resoluciones/RS-2017-33603709-APN-CONEAU-ME.pdf 
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Como puede verse presenta una formación básica eminentemente jurídica, 
pero dejando un eje para el saber complementario con otras disciplinas. Sin embargo, 
dichas nociones que surgen del documento (y siempre como marco mínimo) versan 
sobre: 

•	 Nociones de Ciencia Política 
•	 Nociones de Sociología 
•	 Nociones de Ciencias Económicas

El documento también detalla las actividades reservadas para las y los profesio-
nales del Derecho. Estas son:

1.	 Prestar asistencia jurídica a toda persona física o jurídica que lo requiera, cuando 
estén involucradas decisiones de riesgo directo sobre personas o bienes, tanto 
en sede judicial como extrajudicial. 

2.	 Patrocinar y representar a las partes (incluido el Estado en sus diversos niveles y 
formas de organización) en procedimientos administrativos, contravencionales, 
judiciales o arbitrales, sean voluntarios o contenciosos. 

3.	 Ejercer la función jurisdiccional en sede judicial y administrativa. 
4.	 Emitir dictámenes e informes jurídicos. 
5.	 Realizar los procesos de sindicatura en sociedades. 

De esta manera se va presentando el cuadro mínimo en que las universidades 
deben adaptarse para que sus carreras de Abogacía puedan ser acreditadas. Como anti-
cipáramos en la Introducción, Córdoba cuenta con cinco instituciones universitarias que 
la dictan: dos públicas (UNC y UNRC) y tres privadas (UBP, UCC y US21). Desde un primer 
análisis de la oferta académica difundida a través de sus portales web se puede extraer 
lo siguiente en relación a cada una de ellas.

TABLA 1: Perfil de egresado comunicado por cada Universidad

Universidad Nacional 
de Córdoba6 

Formados en el pensamiento jurídico, su método y su aplicación.

Con conocimiento de las normas jurídicas y con habilidad para enfrentar los 
problemas de forma integral.

Capaz de interpretar las normas escritas y la doctrina jurídica con aptitud para la 
creación de nuevas normas.

Entrenados para resolver problemas concretos de orden jurídico.

Con aptitud reflexiva y de adaptación para adecuarse a las nuevas demandas que 
los cambios económicos, políticos, sociales y culturales imponen a la profesión.

Con actitud crítica e innovadora.

Con capacidad para desempeñarse de manera humanista y ética.

Con habilidades para actuar en diferentes campos del ámbito social.

Capacitados para emprender proyectos y trabajos de investigación jurídica con 
metodología apropiada.

6	 UNC. Abogacía: https://drive.google.com/file/d/12ydRXNgA2vZvWSHp5pZgrkxcKd6yTDxy/view
7	 UNRC. Abogacía: https://www.unrc.edu.ar/unrc/carreras/ProgAsig5.php?n=0%2F8PqiiZjD4buuB8qqMb18u9Hf2W-

j2ytHrQvud%2FiRGI%3D 
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Universidad Nacional 
de Río Cuarto7 

En su sitio web oficial no se indica perfil alguno ni explicación de las características 
del egresado. Simplemente se encuentra publicado el plan de estudios.

Universidad Blas Pascal8 Con un alto compromiso social, ágiles y eficientes, que obran a favor del interés 
de la comunidad.

Que actúan como asesores de personas y empresas acerca de sus derechos y 
obligaciones, y asume su defensa judicial y administrativa.

Con un perfil con notable capacidad mediadora frente a divergencias de 
posiciones por las partes.

Universidad Católica 
de Córdoba9 

En las mejores condiciones para dar seguridad a los actos jurídicos o incidir en 
la solución de los conflictos, individuales o sociales, dentro de la dinámica y 
complejidad propia de la convivencia social y las interrelaciones humanas, tanto a 
nivel local como regional, nacional e internacional.

Que no se capacitan solamente en Derecho, sino que, además, reciben una 
formación ética y de responsabilidad social.

Que inciden en la solución de conflictos desde una formación que no se da 
sólo en leyes; en consonancia con el ideario jesuita que la UCC enarbola como 
paradigma educativo.

Universidad Siglo 2110 Con una formación generalista, jurídica integral.

Capacitados con herramientas para desarrollarse en las distintas ramas, formas y 
ámbitos del ejercicio de la profesión

Formados desde un rol de responsabilidad social comprometido con las 
situaciones de desigualdad e injusticia y en la búsqueda de soluciones a los 
conflictos propios de la convivencia social, no sólo desde el aspecto adversarial 
sino también y con gran énfasis en la resolución alternativa de conflictos.

Con destrezas en herramientas tecnológicas necesarias para el ejercicio laboral.

Fuente: Elaboración propia a partir del análisis de las publicaciones disponibles online en los portales web de las universidades.

2.3.1	 Entre el perfil y el plan de carrera

De ese modo puede observarse cómo cada institución universitaria exterioriza 
ante su público potencial o eventual el perfil que pretenden moldear desde quienes allí 
estudian. A fines de ampliar el análisis los consideraremos a continuación en correlación 
con sus planes de estudios vigentes. 

En el siguiente cuadro comparativo hemos plasmado aquellas asignaturas iden-
tificadas que no son prevalentemente normativas o codificadas. También cuantificamos 
aquellas materias entre las que las y los estudiantes deben escoger, optando de entre 
varias acorde a su interés; así como la cantidad de módulos dedicados a la práctica de 
la profesión.

Se evidencia desde un análisis comparativo de los planes de estudios que las 
materias obligatorias en las carreras de Abogacía de las diversas universidades de Cór-
doba, en términos generales, no presentan diferencias. Ahora especificaremos los con-
trastes distintivos a nivel obligatorio.

8	 UBP. Abogacía: https://www.ubp.edu.ar/carreras/juridicas/abogacia/ 
9	 UCC. Abogacía: https://www.uccor.edu.ar/carreras/abogacia 
10	 US21. Abogacía. https://21.edu.ar/content/abogacia 
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TABLA 2: Planes de estudios y perfil de la carrera de Abogacía

Universidad UNC UNRC UBP UCC US21

Duración 6 años 6 años 5 años 5 años 5 años

Materias 
obligatorias 
no normativas 
propiamente 
dichas

Problemas del 
Conocimiento 
y Formas de 
Razonamiento 
Jurídicos. 
Taller de 
Jurisprudencia. 
Sociología 
Jurídica. Filosofía. 
Economía.
Ética.
Métodos de 
Resolución de 
Conflictos.

Formas de 
razonamiento 
jurídico. 
Sociología. 
Economía 
Política. Filosofía. 
Mediación, 
Arbitraje y 
Negociación. 
Prueba de 
suficiencia 
informática. 
Prueba de 
suficiencia 
de idioma 
extranjero.

Informática. 
Inglés. 
Informática 
Jurídica. 
Responsabilidad 
Social. 
Ciencia Política. 
Economía. 
Ética profesional. 
Contabilidad. 
Filosofía.

Pensamiento 
filosófico. 
Antropología. 
Pensamiento 
Teológico. 
Pensamiento 
Social Cristiano. 
Solución 
Alternativa 
de Conflictos. 
Sociología. 
Filosofía del 
Derecho. 
Formación 
Humanística. 
Ética y 
Deontología. 
Argumentación. 
Técnicas de 
litigación 
oral. Idioma 
extranjero.

Filosofía. 
Sociología. 
Principios de 
Economía. 
Recursos 
Informáticos. 
Oratoria. 
Mediación, 
Arbitraje y 
Negociación. 
Ética y 
Deontología. 
Teoría de la 
Argumentación 
jurídica. 
Práctica solidaria.

Cantidad de 
asignaturas 
que deben 
elegir entre las 
optativas

4 0 1 4 2 o 3 (por 
créditos)

Cantidad 
de módulos 
de práctica 
profesional

3 2 7 4 1

Fuente: elaboración propia a partir del análisis documental de los planes de estudio vigentes.

Dentro de las particularidades se observa que la UNC suma dos “Talleres de juris-
prudencia” obligatorios; la UBP, US21 y la UNRC proponen “Informática” en su esquema; 
la US21 y la UBP ofrecen como asignaturas “Responsabilidad social” o “Práctica Solidaria”. 
La UBP agrega “Contabilidad”, mientras que la UCC incorpora las asignaturas “Técnicas de 
litigación oral”, “Antropología”, “Pensamiento teológico” y “Pensamiento social cristiano” 
en el marco de la obligatoriedad. La US21 presenta “Oratoria”, mientras que ella y la UCC 
también cuentan con “Argumentación Jurídica”. Finalmente, la UBP, la UNRC y la UCC 
plantean como obligatorio el cursado de “Idioma extranjero”.

En otras palabras, aquella generalidad de la obligatoriedad dada en los diversos 
planes de carrera coincide apenas con el marco mínimo de contenido establecido por el 
Ministerio de Educación de la Nación; al tiempo que existen entre tres y cuatro materias 
disímiles agregadas en cada institución. 

Ahora bien, si profundizamos un poco más en el análisis, retrocediendo al mo-
mento en que surge el debate que hizo rever las acreditaciones universitarias en Argen-
tina, llegamos al año 2016, donde la Dirección Nacional de Relaciones con la Comu-
nidad Académica y la Sociedad Civil (Ministerio de Justicia) y la Secretaria de Políticas 
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Universitarias (Ministerio de Educación), en consulta con el Consejo Permanente de 
Decanos de las Facultades de Derecho de las Universidades Argentinas redactaron un 
documento donde plasmaron ciertas destrezas y habilidades que deben tener quienes 
se desempeñan como profesionales del Derecho, pero que las carreras de Abogacía 
no contemplan dentro de sus contenidos. Se identificaron nueve “áreas de vacancia” 
(Chayer y Garsco, 2019):

1.	 Investigación Jurídica
2.	 Gestión de conflictos, negociación y mediación
3.	 Prueba
4.	 Destrezas para el litigio
5.	 Ética Profesional
6.	 Práctica Profesional
7.	 Contenidos Transversales
8.	 Razonamiento y decisión judicial
9.	 Gestión Judicial

Incluso aquí también puede verse que, si bien en algunas Universidades de Cór-
doba abordan algunos de estos temas en sus currículas obligatorias, aún subsiste la 
ausencia de otros en la formación de grado. Cabe notar que estas áreas de vacancia no 
fueron suficientemente tenidas en cuenta tampoco en el marco mínimo de contenido 
establecido por el Ministerio de Educación y por CONEAU a los fines de la acreditación 
de carreras por parte de las Facultades de Derecho. Es decir, más allá de las perspectivas 
de cada institución educativa, desde el mismo Estado (quien diseña el marco mínimo 
de contenido) no se ha exigido la inclusión de la totalidad de las temáticas en cuestión 
en los planes de estudio.

 Esta situación confirma y ratifica una de las conclusiones a las que arriba otro re-
ciente trabajo de investigación del Centro de Estudios de Justicia de las Américas - CEJA 
(2020) al analizar la formación jurídica en América Latina frente a los nuevos desafíos de 
la justicia; tomando en este caso como unidades análisis a Bolivia, Chile, Costa Rica, Mé-
xico y Guatemala. Allí se plasma que las facultades de Derecho se encuentran en ciertos 
temas, distantes de brindar asignaturas relevantes (y no necesariamente clásicas) que 
ayudan a un correcto desempeño profesional.

Para dicha investigación las temáticas indispensables que deben tener asignatu-
ras obligatorias correspondían a las siguientes materias: 

•	 Derechos Humanos.
•	 Medios alternativos de resolución de conflictos.
•	 Ética.
•	 Género.
•	 Desarrollo de destrezas prácticas.

Al respecto, ponen de relieve que

“la revisión de las universidades de muestra da cuenta de la poca incorpo-
ración de contenidos que hemos estimado esenciales en el contexto de for-
mación profesional para la inserción en un sistema de justicia reformado y 
orientado al mejoramiento del acceso a la justicia”. (CEJA, 2020, p.101)
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Las diversas investigaciones coinciden en la necesidad de nutrir los planes de 
carrera, de contenido más adecuado a los fines de la mejora del sistema judicial en su 
conjunto. Sin duda que un análisis de competencias más exhaustivo deberá sumar al es-
tudio de las asignaturas incluidas y ausentes, aristas de relevancia tales como la didáctica 
docente, la metodología pedagógica, el uso de tecnología y demás ejes vinculados con 
el contexto actual de aprendizaje universitario.
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3. La oralización civil en Córdoba

Todo ordenamiento jurídico mira el contexto de las personas y sus vínculos, a cuyo 
contenido se dirigen como destinatarios finales, buscando alcanzar el bien común en 
un momento histórico y espacio territorial determinado. Así, identificar la presencia o 
ausencia de justicia no depende tanto de la existencia de una pauta formalizada legal-
mente, sino antes bien de la familiaridad con que cierto comportamiento se representa 
en la cosmovisión y cultura de las personas, con la percepción de su propia realidad 
atravesada por parámetros culturales. 

Es por ello que resultaría una entelequia teórica describir la reforma legislativa 
que incorpora la oralización al proceso civil y su implementación en la justicia de la 
provincia de Córdoba omitiendo considerar específicamente la cultura organizacional 
en la que se inserta y los paradigmas arraigados en las prácticas judiciales de las y los 
abogados; por lo que este apartado buscará adentrarse también en estos aspectos.

3.1	 EJES DE LA REFORMA LEGISLATIVA Y DE LA REGLAMENTACIÓN JUDI-
CIAL

El 27 de junio de 2018 el Poder Legislativo de Córdoba sancionó la Ley N°10.555 por la 
cual se estableció que a partir de febrero de 2019 se lleve adelante el proceso oral civil 
para aquellas causas de daños y perjuicios cuya cuantía de reclamo corresponda al que 
se desarrolle en el marco de un juicio abreviado.

La normativa determina con especificidad los tipos de causas judiciales que son 
abarcadas por esta modalidad procesal pero además deja una posibilidad para ampliar 
dicha casuística. Es decir, obliga que aquellas demandas por daños y perjuicios (que 
conlleven un juicio abreviado) se tramiten oralmente y a su vez señala que puede apli-
carse en juicios donde “las partes, de común acuerdo o a propuesta del juez, soliciten 
su adhesión”.

3.1.1	 Objetivos del proceso oral cordobés

La ley establece dos tipos de audiencias: la preliminar, cuya finalidad es procurar 
un avenimiento parcial o total del litigio. Y, en caso de no haberse llegado a un acuerdo 
conciliatorio, se presenta la audiencia complementaria como segundo encuentro pre-
sencial. Aquí se reciben las pruebas. Quien juzga como las y los abogados de las partes 
pueden interrogar a peritos y testigos. Finalmente, las partes pueden realizar alegatos 
orales y, tras la audiencia, la sentencia debe ser pronunciada en un plazo de 30 días.



EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA EN AMÉRICA LATINA: EN LA BÚSQUEDA DE UNA AGENDA DE TRABAJO 28     

ILUSTRACIÓN 1

Fuente: Elaboración propia.

ILUSTRACIÓN2

Fuente: Elaboración propia.

3.1.2	 Implementación gradual 

La ley se implementó primeramente en 18 juzgados con competencia civil (de 
los 82 que existen en la provincia): 15 de la ciudad de Córdoba y 3 de Río Cuarto. A partir 
de octubre de 2019 (y hasta la actualidad, marzo 2021) se incorporaron 25 juzgados más; 
y a su vez se ampliaron las sedes donde se implementa, alcanzando 11 de las 24 sedes 
provinciales: Alta Gracia, Arroyito, Carlos Paz, Córdoba, Jesús María, Laboulaye, Oliva, Río 
Cuarto, Río Tercero, San Francisco y Villa María. De este modo, la cantidad de juzgados 
que se encuentran implementando audiencias orales civiles representan la mitad (52%) 
de la totalidad de organismos que podrían hacerlo.
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GRÁFICO 4: La implementación de la oralización en los juzgados de la provincia de Córdoba con 
GRÁFICO 4: competencia civil

Fuente: Elaboración propia.

A fin de contextualizar el proceso oral civil en Córdoba desde lo normativo cabe 
indicar que si bien se abrió la posibilidad para implementar este tipo de trámite se ob-
serva del relevamiento documental que es incipiente, pues su ejecución se plasma de 
manera gradual a nivel geográfico y abordando una ínfima proporción de la actividad 
judicial del fuero civil. 

En un diagnóstico realizado por dos magistrados en sus juzgados nacionales 
en lo comercial Nº3 y Nº10 (Chomer y Sicoli, 2016) concluyen que el procedimiento 
escrito puede ser mejorado en los conflictos vinculados al consumo, pues en otros casos 
el mismo derecho procesal argentino hoy vigente provee soluciones alternativas que 
permiten oralizar actos o secuencias que por tradición, comodidad o imposibilidad de 
hecho (falta de lugares adecuados para audiencias, cantidad de causas en trámite, etc.) 
no son utilizadas para un mejor y más adecuado rendimiento. (p.34) 

Aspectos que revisados en concordancia con esta investigación, donde obser-
vamos que la ley de Córdoba especifica que el proceso oral es para aquellos juicios de 
menor cuantía o vinculados a la defensa del consumidor, surge la pregunta: ¿de qué 
modo y cuán profundo incidirá en los objetivos que la reforma pretende desde la prác-
tica tribunalicia?, ¿habrá otras soluciones para oralizar, como aquel diagnóstico advierte 
en la órbita nacional?

Es un eje que fue subrayado desde el relato en las entrevistas y grupos focales 
realizados, donde incluso se llega a cuestionar el tipo de juicio donde se implementa 
este proceso oral civil cordobés: “No logro entender, mirando las bondades de este pro-
ceso, que pueda haber oralidad por una humedad en una vivienda y no por temáticas 
más relevantes como puede ser una mala praxis”, se señaló desde la Defensa Pública. Ello 
es compatible con expresiones de abogados y abogadas litigantes entrevistadas, que 
indicaron que “están dadas las condiciones para ampliar este proceso hacia otros tipos 
de juicios, que incluso nos llevan a todos muchísimo más tiempo y energías que los que 
ahora se tratan oralmente”.
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Los datos dan cuenta que la incidencia de la oralidad en el proceso civil de los 
juzgados de la provincia de Córdoba es baja; afirmación que resulta de la cantidad de 
causas tramitadas bajo esa modalidad, del tipo de juicios sobre los que recae, así como 
en el porcentaje de juzgados involucrados en esta novedad de práctica distintiva dentro 
de un proceso generalizadamente escriturario.

En el año 2019, según las estadísticas oficiales del Poder Judicial de Córdoba11, 
se iniciaron 436 causas para ser tramitadas en el proceso oral y se transformaron 843 que 
habían sido iniciadas en años anteriores, lo cual implicó la tramitación de 1.279 causas 
en el proceso oral civil provincial. De la relación entre las causas oralizadas e ingresos en 
igual período en el fuero, puede obtenerse el marco de incidencia. El total de ingresos 
en lo Civil y Comercial fue de 192.874 causas. Allí se encuentra un amplio volumen de 
juicios ejecutivos (126.571 expedientes fiscales y 27.401 de otros procesos ejecutivos: 
pagarés, cheques y otros títulos ejecutivos); por lo que, considerando únicamente los 
procesos declarativos, ingresaron 35.776 causas: lo que se traduce en un 1,2% de causas 
tramitadas a través de la oralidad.

GRÁFICO 5. Porcentaje de causas civiles ingresadas en 2019 con implementación de oralización

Fuente: Elaboración propia.

 

Ahora bien, cabe dejar planteado a fines que otros abordajes puedan profun-
dizar en este necesario análisis, que ampliar el tipo de causas sobre las posibles a tratar 
en audiencias orales necesitaría de una modificación en el modelo de gestión de los 
juzgados civiles. Actualmente, como se ha evidenciado, no se ha justificado ni requerido 
de una reingeniería de las tareas y funciones puertas adentro de cada juzgado civil en 

11	 Centro de Estudios y Proyectos Judiciales. (2019). Oralidad en los procesos civiles y comerciales en la provincia de Cór-
doba. Disponible en https://cepj.justiciacordoba.gob.ar/wp-content/uploads/2020/08/Oralidad-en-los-procesos-civi-
les-en-C%C3%B3rdoba.pdf 
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su cotidianeidad laboral; aspecto que a criterio de lo analizado debería reformularse de 
incluirse a la oralidad un espectro mayor de tipología de juicios.

3.2	 ENTRE LA NECESIDAD DE UNA NUEVA ESTRATEGIA Y LA RESISTENCIA 
AL CAMBIO

En tiempos de cambio quienes estén abiertos al aprendizaje se adueñarán 
del futuro, mientras que aquellos que creen saberlo todo estarán bien equi-
pados, pero para un mundo que ya no existe. Eric Hoffer

Las evidencias que emergieron de las conversaciones a través de las entrevistas 
y grupos focales de esta investigación develaron que esta reforma legislativa implicó en 
Córdoba un profundo cambio de paradigma, donde la resistencia estuvo presente –ex-
plícita o implícitamente, tanto a nivel interno como externo a los tribunales– desde que 
surgió la posibilidad de oralizar el proceso civil. Incluso su implementación fue posterior 
a la de varias provincias argentinas con similar estructura institucional. Buenos Aires, 
Santa Fe, Mendoza, San Luis, Formosa y Entre Ríos comenzaron antes.

La introducción efectiva de los institutos procesales, contrariamente a lo que 
se cree, depende mucho menos de su adecuada redacción o su fuerza normati-
va que de las prácticas cotidianas en los tribunales. Estas prácticas se asientan en 
creencias y valores compartidos por los operadores del proceso judicial y tienen un 
peso decisivo a la hora de modelar los procesos. Por lo tanto, no deben minimizarse 
los esfuerzos para comprender las prácticas y modificar las creencias. (Chayer, 2017, 
pág.5)

Aquí vemos la incidencia de la llamada “cultura organizacional” como terreno 
cuyas características brinda determinadas posibilidades como dificultades para sembrar 
cambios que generen los frutos buscados. Es un concepto intangible, implícito. Cada 
organización desarrolla un grupo central de suposiciones, conocimientos y reglas táci-
tas que gobiernan el comportamiento en el lugar de trabajo (Robbins, 1999). En otros 
términos, esto es:

un modelo de presunciones básicas –inventadas, descubiertas o desarrolla-
das por un grupo dado al ir aprendiendo a enfrentarse con sus problemas de 
adaptación externa e integración interna– que hayan ejercido la suficiente 
influencia como para ser consideradas válidas y, en consecuencia, ser ense-
ñadas a los nuevos miembros como el modo correcto del percibir, pensar y 
sentir esos problemas. (Schein, 1988, pág.25)

Todas las organizaciones –desde un poder judicial, un colegio profesional o una 
universidad hasta una cooperativa de padres del club– son construcciones sociales, 
constituidas a través del lenguaje y los símbolos, desde significados compartidos. Éstos 
cuentan con valores explícitos o implícitos como principios rectores que guían a sus 
miembros y les dan certezas sobre su buen actuar. El entendimiento compartido de ese 
conjunto de reglas básicas ayuda a cada integrante a conocer las expectativas que se 
tienen de su comportamiento individual y profesional; e incluso saber cómo desenvol-
verse ante exigencias contradictorias.
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Desaprender resultaría ser aquí el desafío, modificar los hábitos adquiridos y 
sustentados por una arraigada cultura mientras se desarrollan nuevas habilidades que 
exigen desprenderse de obsoletos e ineficientes modos de abordar el trabajo. Las orga-
nizaciones, sistemas abiertos y, por tanto, permeables al ambiente, precisan estar en per-
manente adaptación para mantener en pie su misión o razón de ser. Exige flexibilidad, 
innovación y capacidad de respuesta.

Es por ello que resulta fundamental conocer las representaciones que poseen 
quienes intervienen como engranajes del sistema que se pretende modificar, a fin de 
considerar el proceso de interacción entre las nuevas competencias requeridas –que se 
traducen en el comportamiento pretendido para alcanzar el resultado buscado– y los 
conocimientos, destrezas y actitudes con las que ellos ya cuentan. Comenzaremos aquí 
por tomar sus voces en relación con los resultados de la implementación de la oraliza-
ción en los procesos civiles en Córdoba.

3.3	 LA IMPLEMENTACIÓN DESDE LAS VOCES DE SUS PROTAGONISTAS

Ya desde la dinámica legislativa e institucional previa, que fue sentando las bases de la 
reforma, pudo vislumbrarse que para el fuero civil serían cambios significativos. Diversos 
legisladores provinciales, al momento de aprobar la ley que incorporaba este nuevo 
proceso –y acorde la versión taquigráfica12 oficial del Poder Legislativo de Córdoba– lo 
subrayaron.

La miembro informante, legisladora Cuassollo destacó: 

para que los cambios sean exitosos sabemos que tienen que ser paulatinos, 
graduales y planificados, sobre todo, teniendo en cuenta que esto implica 
un cambio de paradigma en el sistema judicial de la provincia. Actualmen-
te, en la mayoría de los juicios los jueces se encuentran ausentes, esto signi-
fica que las partes, el justiciable, casi nunca toman contacto con él. Al estar 
el juez presente en las audiencias, al momento del dictado de la sentencia la 
misma será inmediata, de mejor calidad y mucho más transparente. (Legis-
latura Unicameral, 2018)

A su vez la legisladora Chiapello consideró: “desde hace mucho tiempo se recla-
ma por una aceleración de los procesos con el fin de acortar los tiempos que demanda 
el procedimiento. Una de las mayores críticas a la justicia por parte de los ciudadanos 
tiene que ver, justamente, con los interminables plazos que normalmente maneja. Y, 
como se suele decir, ´justicia lenta, no es justicia´, ya que la excesiva demora contradice 
la esencia de la función que se erige como principio constitucional: obtener la decisión 
de la causa en un plazo razonable. En este sentido, consideramos un gran avance la 
aplicación de este sistema, siempre defendiendo la existencia del debido proceso legal”.

A su vez, en los relevamientos efectuados para esta investigación las personas 
consultadas aludieron a este cambio cultural. Un abogado litigante entrevistado detalló: 

12	 Legislatura Unicameral. Sesión 20. Período 140/2018. Disponible en http://datos.legiscba.gob.ar/biblioteca-virtual/ 
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“a decir verdad en un comienzo teníamos todas las dudas en relación con este sistema. 
Mucho escepticismo. Hablando con colegas teníamos la incertidumbre puntual en re-
lación a si los mismos operadores judiciales se iban poder adaptar a algo tan diferente. 
(…) Sin embargo, hoy, tras haber sido parte, debo decir que es una experiencia muy 
positiva”.

Una fiscal entrevistada considero que: “la oralidad civil ha traído cambios para 
todos los operadores, no solamente los abogados, para la magistratura como para el 
Ministerio Público Fiscal, e incluso para los mismos cuerpos de peritos intervinientes, 
que deben imprimirle cierta prioridad a sus informes periciales”.

“El cambio cultural se debe interiorizar incluso dentro de los equipos de trabajo. 
Ahora tenemos que cambiar nuestra mirada y no esperar que los letrados impulsen el 
trámite. Nosotros como tribunal debemos hacerlo en muchas situaciones, como tam-
bién repensar el mejor modo de compatibilizar el resto de tareas a cargo del juzgado 
para acompañar el proceso oralizado mientras se sostiene el resto de juicios”, explicaba 
una funcionaria en uno de los grupos focales.
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4. Competencias para la oralización civil

Evidenciado ha quedado el cambio en la cultura organizacional del Fuero Civil, tradicio-
nalmente enraizado en el sistema dispositivo, escriturario y formalista, con el eje puesto 
en “las posiciones o pretensiones” de las partes mediadas por quienes las asesoran o 
patrocinan, antes que movilizadas por sus propios “intereses o necesidades reales” que 
buscan ser satisfechos a través de la intervención del Estado cuya voz se pronuncia por 
juezas y jueces en su nuevo rol de dirigir el proceso.

Ello en concordancia con lo señalado por González y Rua (2017) donde se indica 
que la oralidad se encuentra en el centro de los nuevos procesos implementados tanto 
en la justicia civil como penal de la región. Esto es así porque resulta “el instrumento que 
permite la concreción de los principios políticos que gobiernan los nuevos sistemas 
(inmediación, contradicción y humanización de los conflictos) y, constituye un espacio 
para formalizar (…) y resolver pacíficamente las controversias que se dan en nuestras 
sociedades” (González y Rua, 2017, pág.4)

Como consecuencia de ello, necesariamente deben mutar los comportamien-
tos y acciones que cada labor conlleva: en parte aprendidos desde la formación uni-
versitaria, en parte afianzados desde la práctica o experiencia profesional. Esto plantea 
la interrogante sobre cuáles competencias cognoscitivas, aptitudinales y actitudinales 
deberían favorecerse para encauzar el objetivo por el cual se introdujeron al proceso las 
audiencias orales.

4.1	 ESTIGMAS Y ESTEREOTIPOS FRENTE A ARQUETIPOS IDEALES

De los relevamientos subyace que, a mayor poder involucrado se impone mayor res-
ponsabilidad. Las miradas de quienes litigan, del personal de la fiscalía, de la Defensa 
pública, como de quienes conforman los grupos de trabajo de los juzgados civiles, co-
locan el foco en el rol de juezas y jueces en las audiencias orales, para luego desde esa 
perspectiva, desplegar cada quien sus propias competencias para enlazar su labor al 
objetivo pretendido.

Las diversas voces han colocado en el centro de la escena de la oralidad a la 
función de la judicatura, ya no únicamente a los efectos de sentenciar sino de dirigir las 
audiencias y buscar conciliar. Las opiniones obtenidas detallan que las mismas partes se 
ven seguras de llegar a un acuerdo en presencia de quien juzga, diferenciando ésta de 
la instancia de mediación obligatoria instituida para determinadas causas civiles ante el 
Centro Judicial de Mediación, donde no se encuentran los magistrados.

“Destaco la figura sacramental del juez cuya presencia ayuda muchísimo a con-
ciliar”, subrayó una abogada litigante. Mirada compartida por un magistrado en su en-
trevista, donde enfatizaba que “las partes prefieren conciliar cuando estamos los jueces 
allí, de cuerpo presente”.

Otro juez entrevistado destacó que “la figura del juez genera una sensación de 
cercanía con la justicia en sí misma, para que los justiciables junto a sus abogados ha-
blen, digan lo que sientan y pueda llegarse a una conciliación”. Mientras que una jueza, 
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en idéntico sentido, señalaba que: “cuando las partes saben de primera mano los cami-
nos que puede tomar su causa, eso les ayuda a conciliar frente a la persona que luego 
juzgará sobre el particular.”

Como se transluce en esas voces, al indagar sobre el arquetipo de quienes 
juzgan desde su propia perspectiva, podrá identificarse que se amolda con lo que 
podría llamarse el “arquetipo institucional”, que continúa el modelo inicial propuesto 
por el Ministerio de Justicia Nacional en el año 2018, donde se promueve como accio-
nes positivas de la magistratura lograr una mayor cantidad de acuerdos, generando 
incluso indicadores para su seguimiento. Comportamiento que también se pretende 
por parte de los letrados y letradas particulares: “el abogado que entiende que hay 
que arreglar ya tiene un plus sobre el otro. El objetivo es explícito: conciliar”, con ve-
hemencia indicaba una magistrada en un grupo focal ante sus pares que aprobaban 
su enunciado.

No obstante lo anterior, cuando se dio el diálogo junto al grupo de abogadas 
y abogados litigantes, se expresaron posturas disímiles. Si bien para algunos el objeto 
principal del proceso oral es buscar acuerdos entre partes, para otros –si bien reconocen 
esa posibilidad, no la colocan como única finalidad– señalando que muchas veces, en 
razón incluso del profundo daño interno que ha marcado a una parte lo sucedido y 
que la ha colocado ante un juicio, “no le permite siquiera representarse la posibilidad 
de generar acuerdo alguno con su contraparte”. Situación que en sí misma no debería 
tomarse como parámetro negativo, sino advertirse rápidamente para no desgastar el 
procedimiento forzando acuerdos que no conseguirán su fin.

Aspecto en que debería profundizarse considerando algunas alertas de quienes 
se presentan ante el estrado, sea desde la Defensa pública como privada, cuando indi-
can: “cuidado cuando el juez, en vez de ser director del proceso, se transforma en dueño 
del proceso. Hay que tener mucha precaución ahí. El juez debe ser dinámico, escuchar a 
la gente y ser sumamente sutil para dar directivas”.

Como también han expresado que “el protagonismo de los jueces en la oralidad 
a veces les hace perder la imparcialidad”. O bien que “la gran duda es si los jueces no 
caen en cierto prejuzgamiento al adelantar o dar a entender posibles soluciones del 
juicio en pro o en contra de los intereses de las partes con el objeto de forzar un acuer-
do. No por nada la ley lo dice expresamente, resguardándolos de algún modo: ´puede 
proponer fórmulas conciliatorias, sin que ello importe prejuzgamiento´”.

Un magistrado analizaba ese aspecto indicando que “no debería tomarse como 
único indicador de una buena gestión judicial en las audiencias civiles orales a la tasa 
de conciliación”, esto es la cantidad de acuerdos logrados en relación a la cantidad de 
audiencias celebradas a tal fin. Refiere, además, que “sin duda hay situaciones que no 
pueden ser acordadas y eso no habla de un mal obrar del abogado o de quien juzga; 
sino que en realidad se está ante una situación que amerita una sentencia judicial para 
lograr su fin.”

Un aspecto particular que introdujo un hallazgo diferencial entre quienes par-
ticipan de las audiencias civiles orales en alguna sede del interior provincial –frente a 
quienes lo hacen en la sede Capital– fue la incidencia del conocimiento previo entre 
quienes se apersonan en la audiencia, sea cual fuera su rol. Quedó evidenciado que la 
densidad poblacional y la estructura organizacional de cada sede judicial incide en el 
desarrollo de las audiencias orales. Aquellos espacios territoriales más pequeños, donde 
hay mayor conocimiento y vínculo interpersonal entre los actores intervinientes, de ser 
relaciones estrechas positivas, resultan favorables a dialogar y conciliar perspectivas; ello 
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a diferencia de los vínculos en las grandes urbes, donde prevalece el anonimato, incluso 
entre las y los letrados como entre las y los integrantes de la justicia.

Por otra parte, la formación universitaria con eje en el litigio, donde el conflicto 
aparece situado en un campo de batalla donde necesariamente alguien resulta per-
didoso al tiempo que otro celebra su triunfo, impregna las percepciones de quienes 
ejercen la profesión en la vereda opuesta no sólo de sus colegas, sino esencialmente del 
sistema tribunalicio que pretende aquí erigirse. 

De hecho, cuando buscamos en las conversaciones delinear un arquetipo de 
abogado o abogada particular para el mejor desenvolvimiento de las audiencias orales 
en el fuero civil –desde la mirada de quienes trabajan en diversas funciones dentro del 
poder judicial– pudo plasmarse que ni el género ni la edad parecieran incidir como 
aspecto favorable, sino más bien rasgos que del relato y experiencia de los y las parti-
cipantes podrían atribuírseles a unos u otros acorde a diversos estereotipos culturales: 
escucha activa, flexibilidad, planificación, capacidad argumentativa, lenguaje claro, dia-
gramar la teoría del caso, capacidad de síntesis, técnicas de negociación, saber pregun-
tar y repreguntar, manejo de técnicas de litigación oral, dominio técnico procesal para 
una asistencia y propuestas ágiles.

Asimismo, se fueron subrayando perfiles diferenciados para quienes litigan, sea 
en relación a la Audiencia Preliminar, donde prevalece un arquetipo de persona nego-
ciadora, que si no tiene capacidad de decisión debe contar necesariamente con instruc-
ciones precisas en relación al marco de aceptación o rechazo de propuestas. Mientras 
que para la Audiencia Complementaria se subraya la capacidad argumentativa para sos-
tener una postura a partir de la prueba aportada.

Y en uno u otro caso debe considerarse que en una audiencia oral civil las posi-
bles incidencias se dan en el momento. Es decir, los profesionales no cuentan con tres 
o cinco días para estudiar una postura, sino que en el momento se debe manifestar la 
supuesta irregularidad; ello hace que deban estar, no sólo con el caso bien estudiado 
para ser capaces de exponer con claridad su teoría, sino que además deben poseer un 
cabal conocimiento del Derecho procesal vigente para expresarlo en ese mismo acto 
de ser necesario.

Ahora bien, si se considera la otra cara, esto es, el arquetipo de quienes juzgan 
desde la perspectiva de quienes litigan, acentúan que deben tener destreza suficien-
te para dirigir el proceso, subrayando su necesaria investidura, autoridad, simbolismos 
propios de la judicatura, aunque sin visibilizar rasgos autoritarios; buscando mediar y 
negociar sin presionar o forzar el logro de acuerdos; con manejo del lenguaje claro y 
empatía con las partes específicamente, no sólo con quienes los patrocinan; además de 
un buen manejo y conocimiento del caso.

En relación al modelo ideal de equipo de trabajo del juzgado donde se tra-
mita la causa, también fueron delineados algunos rasgos a destacar tanto por ellos 
mismos como por quienes son titulares: magistrados y magistradas. Especificaron 
coincidentemente que el arquetipo sería de alguien ordenado con las tareas a realizar 
secuencialmente, con habilidades para planificar, calendarizar, agilidad en la gestión 
administrativa y manejo de agenda del juzgado; empatía con quienes litigan y cerca-
nía con las partes.

En procura de sintetizar específicamente el eje de análisis: el perfil de quienes 
litigan y las competencias necesarias que deberían ellos poseer o ser fortalecidas, a con-
tinuación, esquematizamos los lineamientos coincidentes desde la perspectiva de cada 
grupo considerado:
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TABLA 3

Desde la mirada 
de quienes 
juzgan

Desde la mirada 
de la defensa 
pública

Desde la mirada 
de ellos mismos, 
de quienes litigan

Desde la mirada 
de los equipos 
que integran los 
juzgados civiles

Desde la mirada 
del Ministerio 
Público Fiscal

Tener espíritu 
conciliador.
Ser histriónico.
Tener capacidad 
de escucha.
Delinear con 
certeza la “teoría 
del caso”, 
planificando la 
exposición de 
los hechos.
Saber tamizar la 
causa de emociones 
y sentimientos, 
subrayando 
los elementos 
probatorios 
a la materia 
controvertida.
Conocer técnicas 
de litigación oral.
Tener capacidad 
reflexiva.

Tener poder de 
síntesis.
Ser negociador, 
capaz de buscar 
el modo para que 
todos ganen.
Poseer destrezas 
y técnicas de 
oralidad.
Utilizar lenguaje 
claro.

Desarrollar 
capacidad 
argumentativa
Desplegar la 
escucha activa.
Tener 
conocimientos 
jurídicos para 
plantear eventuales 
incidencias y 
enmarcar 
ágilmente la 
situación.
Comunicar con 
lenguaje claro y 
preciso.
Desplegar un 
estudio profundo 
del caso.
Tener capacidad 
de síntesis.

Utilizar lenguaje 
claro.
Conocer técnicas 
de oralidad.
Tender hacia la 
mediación o la 
búsqueda de 
acuerdos.
Tener amplios 
conocimientos 
jurídicos.

Desarrollar 
capacidad de 
escucha.
Tener una mirada 
integral de la causa, 
y no sólo de los 
intereses del cliente.
Conocer de 
jurisprudencia sobre 
casos similares 
para plantear 
en el momento; 
preparando la 
intervención y 
alternativas.

Fuente: elaboración propia.

Una palabra que se ha pronunciado tanto en las entrevistas como en quienes 
participaron de los diversos grupos focales, colocándola como guía de las competencias 
centrales de los diversos artífices en la audiencia civil oral, ha sido “empatía”, donde su 
etimología proviene del griego y significa “emocionado”. Podríamos decir que se trata de 
esa capacidad de ponerse en el lugar del otro, de mirar con sus ojos, de sentir a través 
de sus poros; y desde allí explicar su comportamiento, deseos, necesidades y sentimien-
tos. Pero no termina allí, pues asimismo nos coloca en una posición activa, dado que al 
poder captar y comprender las señales (tanto verbales como no verbales) que indican 
lo que ese otro necesita, debemos procurar expresarle (sea mediante el lenguaje verbal 
como no verbal, también) que estamos entendiendo y que somos capaces de ver las 
cosas desde su punto de vista.

Desde las voces de quienes integran los juzgados que participan de las au-
diencias orales subrayaron ese aspecto: “Es tan importante para conciliar no sólo 
utilizar un lenguaje claro sino fundamentalmente uno que sea apropiado para 
hablar desde el lugar en que las partes se están expresando, con sus válidas dudas 
e incomprensión frente a cada paso que damos en la justicia, desde cada uno de 
nuestros roles que para ellos a veces se presentan difícilmente diferenciados. (…) 
Quienes deciden acordar o no son las partes allí presentes y ellas a veces no com-
prenden de qué se habla por utilizar tecnicismos jurídicos, como tampoco quién 
les habla porque no se ha delineado para qué está allí presente el Ministerio Pú-
blico Fiscal o bien la defensa pública, más allá de los letrados que las acompañan 
y a quienes conocen.”
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Para lograr empatizar se requiere del ejercicio de la “escucha activa”, donde el 
foco esté puesto en el otro y en sus expresiones; acallando nuestra propia “voz interna” 
que en simultáneo nos prepara audaces respuestas e incluso nos genera estereotipos 
y prejuicios en relación a nuestro interlocutor. La formación académica centrada en un 
conflicto que se resuelve en una contienda seguida de una resolución judicial, sumada 
al escaso margen de empatía, ha derivado en la práctica en ser condicionante de los 
comportamientos iniciales dentro del proceso oral en el fuero civil. Aunque luego coin-
ciden en señalar que, tras sortear las dificultades propias de los estigmas y estereotipos 
subyacentes, y colocar el eje en la efectividad de las audiencias ante las partes de cuerpo 
presente junto a sus propios conflictos que buscan un cauce ante su mirada y oídos, 
puede adentrarse en aquellas competencias necesarias en los abogados y abogadas 
litigantes para hacerlo posible.

En las encuestas realizadas y donde respondieron quienes participaron de au-
diencias orales, podemos observar comparativamente (entre la mirada del fuero civil 
en relación a aquella de otros fueros) los aspectos que consideran centrales –en los 
abogados y abogadas litigantes– para generar audiencias más efectivas. En la encuesta 
se especificó que se entendía dicha efectividad como propia de aquellas audiencias en 
que son capaces de alcanzarse decisiones de calidad en un menor tiempo; pudiendo 
las personas encuestadas seleccionar uno o más aspectos listados. A continuación, gra-
ficamos los resultados.

GRÁFICO 6: Aspectos considerados centrales en los abogados litigantes para audiencias más efectivas 
GRÁFICO 6: La mirada de quienes trabajan o litigan en el fuero civil y en otros fueros

  % Otros fueros            % Civil
Fuente: Elaboración propia.
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4.2	 VISIBILIZACIÓN Y FORMACIÓN DE PROFESIONALES INTERVINIENTES

Queda transparentado que no sólo se produce una disociación entre los conocimien-
tos, habilidades y actitudes que se desarrollan explícitamente desde la formación de 
grado en las carreras de Abogacía con un anclaje concreto en el futuro ejercicio de la 
profesión, sino que también en los mismos espacios laborales se generan divisiones 
incompatibles con la finalidad que el sistema estatal pretende para encauzar la paz 
social bajo reglas preestablecidas y personas diestras para utilizarlas y favorecer así el 
efectivo acceso a justicia.

Las escasas capacitaciones que se han ofrecido a los y las profesionales se pre-
sentan cerradas y segmentadas para quienes litigan, por un lado, y para quienes juzgan, 
por otro. En sendos casos, generadas por los espacios institucionales que albergan a 
unos y otros. La sensación de temor que describen haber tenido, o haber observado en 
otros partícipes de las audiencias, resulta propia del desconocimiento en la concreta ac-
tuación de los diversos intervinientes y los roles que efectivamente se despliegan desde 
estas competencias en las que se han formado por separado, o incluso enfrentados. “Hay 
abogados que ingresan a las audiencias como si fuese la primera vez que ingresaran a 
tribunales; algunos no saben por dónde comenzar y rápidamente van a buscar a lo co-
nocido –entre sus papeles– algo que les permita salir de esa situación incómoda inicial”, 
comentaba un magistrado.

Luego, esta situación puede traducirse en temor a lo desconocido, o bien en 
rechazo al procedimiento oral. Resuena aquí la frase atribuida a Einstein: “¿por qué esta 
maravillosa tecnología científica, que ahorra trabajo y nos hace la vida mucho más fácil, 
nos da tan poca felicidad? La respuesta es simple: porque aún no hemos aprendido a 
usarla correctamente”. 

La realidad muestra que en estos dos años de implementación de la oralidad ha 
existido una paupérrima formación tanto de las y los operadores judiciales como de las 
y los auxiliares de la justicia en conocimientos y destrezas necesarios para el logro de los 
resultados que la oralización civil pretende. Las capacitaciones que han existido a nivel 
institucional han sido insuficientemente estratégicas al objetivo que se busca alcanzar 
desde las audiencias; no ha habido entrenamiento focalizado en la práctica, sino antes 
bien cursos generales guiados sobre aspectos normativos.

Y aquello se suma a la existencia de actores necesarios en el proceso oral, 
aunque invisibilizados como engranajes desde el sistema, indiferenciados como 
destinatarios de capacitaciones específicas para el desarrollo de sus competencias 
en las audiencias. Se trata de las y los integrantes de los equipos que conforman el 
juzgado civil, tanto con el cargo de empleado como de funcionario; así como de 
quienes son titulares de las asesorías públicas o de las fiscalías con competencia 
civil y sus equipos, para quienes no se han desarrollado cursos atendiendo a sus 
roles particulares y consecuentes competencias a ser fortalecidas para cumplirlos 
del mejor modo.

El rol de adaptación más difícil, y que hoy se presenta difuso en las sedes del 
interior provincial, es el de las fiscalías pues éstas tienen como función central la de 
instruir las causas penales, y donde los aspectos civiles –cuando se les corre vista para 
que dictaminen– se derivan a una persona del equipo que los trabaja de manera des-
articulada ante el resto de “actividades propias de la fiscalía”, como ellos mismos las de-
nominan. Así, sencillo es imaginar la nula participación del Ministerio Público Fiscal en 
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los juicios con audiencias orales llevadas a cabo en alguna de las 23 sedes provinciales 
donde podría extenderse esta modalidad, a diferencia de las tres fiscalías no penales de 
la capital cordobesa.

Un aspecto recurrente en las conversaciones sobre las competencias profesio-
nales necesarias para la efectividad de las de las audiencias orales civiles es la necesidad 
de capacitaciones y práctica de destrezas, frente a lo cual se evidencia no sólo la escasez 
de cursos ofrecidos por las diversas instituciones profesionales como estatales, sino fun-
damentalmente, que las que se han dado lo han sido sólo para quienes juzgan o bien 
para abogados o abogadas particulares, quedando invisibilizados los demás partícipes 
de las audiencias.

Las personas que conforman los equipos de trabajo en los juzgados civiles, la 
defensa pública y las Fiscalías son engranajes necesarios en este sistema que requiere 
moverse con agilidad para cumplir su objetivo y de hecho no han contado con capaci-
taciones para sus específicos roles dentro de estas audiencias. Ello ocurre aun cuando, 
al preguntar sobre la función que interpretan en la realidad del proceso oralizado, to-
das las personas que fueron entrevistadas para esta investigación coinciden en que sus 
competencias y destrezas (ahora profundamente modificadas tras la reforma) se ven 
necesariamente involucradas.

4.3	 CLIENTES PRESENTES

El desarrollo de competencias vinculadas con el uso de un lenguaje llano y escucha 
activa, capaces de generar un verdadero diálogo entre quienes intervienen resulta pri-
mordial cuando en el desarrollo de las audiencias se encuentran justamente quienes 
llevan su problema ante los tribunales. 

De acuerdo a lo relevado puede destacarse que con este tipo de proceso se 
pueden evitar incidencias que suelen interponer quienes litigan con el objeto de dilatar 
los tiempos, mientras que en simultáneo se le imprime dinamismo a quienes juzgan. 
Una abogada lo expresaba de la siguiente manera: “con este tipo de procesos se acaba-
ron tanto los abogados mañosos que sólo obstaculizan como también los magistrados 
que recién ven el expediente cuando lo tienen para resolver”.

Se plasmó en las expresiones de las personas entrevistadas una visión crítica ha-
cia algunos y algunas profesionales del Derecho indicando que a veces, por no concebir 
la posibilidad de llegar a un acuerdo, les generan a su cliente la posibilidad de ganar un 
juicio exacerbando expectativas que en los hechos no llegan a darse. Por eso (según las 
manifestaciones recabadas) este proceso permite al justiciable poder percibir de mane-
ra directa y vivencial la realidad de su causa judicial, e incluso preguntar u opinar sobre 
algún aspecto vinculada a ella. Desde la defensa pública se indicó: “en los expedientes 
puede verse claramente que ha habido un abogado que generó falsas expectativas de 
triunfo a su cliente sin contundentes elementos de prueba. (…) Ahora, tras estar en la 
audiencia, y escuchar todas las voces, el cliente se puede dar cuenta de la situación en 
que se encuentra su causa.”

En términos de quienes trabajan en los tribunales como de quienes litigan, las 
personas que ven a su conflicto ser tratado por todos los allí presentes no sólo dota de 
relevancia lo que allí se encuadra, sino que además su intervención directa impacta 
favorablemente en su imagen del sistema judicial. “Los ciudadanos perciben al Poder 
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Judicial como algo lejano, inalcanzable, excepto cuando por algún motivo les toca par-
ticipar en alguno de sus ámbitos, sea en lo penal, civil, comercial o laboral, y ven una 
realidad algo más cercana”, expresaba una fiscal.

Estos hallazgos asimismo van alineados con los resultados de una investi-
gación13, realizada en 2006 y actualizada a lo largo de los diez años siguientes, so-
bre la implementación de los juicios por jurados en Córdoba, donde asimismo se 
considera la imagen de la justicia desde la mirada que tenían antes y después los 
ciudadanos que intervinieron como jurados en los juicios penales. Se encuestó a 
ciudadanos que, en general, no habían tenido un contacto anterior con la institu-
ción judicial, con lo que se expresó que en la construcción de la imagen que de la 
justicia poseían en una primera instancia se veían fuertemente influenciados por los 
medios de comunicación y sus periodistas. En el informe se evidencia que luego de 
las actuaciones cumplidas como Jurados, insertos en el cotidiano quehacer judicial, 
los individuos mostraron una notable variación favorable en su propia valoración 
respecto del funcionamiento del sistema penal, sus magistrados y funcionarios; lo 
que incluso podría haberse extendido al resto de la institución judicial (Centro de 
Estudios y Proyectos Judiciales, 2016). 

Ahora bien, retomando las voces consideradas en los diversos grupos focales 
en relación con la perspectiva de los clientes, situados en las audiencias orales civiles de 
cuerpo presente, al indagar específicamente sobre la incidencia del género, coinciden 
quienes se expresaban indicando que no han observado desigualdad alguna en el trato 
por los intervinientes. Al tiempo que amplían sosteniendo que las vulnerabilidades ma-
nifiestas (aunque ellas no sean parte de la materia controvertida) encuentran un mejor 
cauce y posibilidad de acceso a justicia en el contexto de estas audiencias orales que en 
la frialdad y estructura de un mero expediente escrito, ello dado esencialmente por la 
posibilidad de inmediatez con el juez o jueza.

Así una asesora letrada participante de un focus group señaló: “la gente en juicio 
expone su verdad. Expone la versión real experimentada que lo tiene como protagonis-
ta de su pesar. Allí está cada cliente, actor y demandado, cara a cara, con todos nosotros 
a su alrededor, protagonistas por el principio de inmediación judicial”. Otro asesor letra-
do completó esa idea enfatizando que “el cliente siente que su causa verdaderamente 
ha entrado al Poder Judicial. Desde la modalidad meramente escrita no saben a ciencia 
cierta si fueron escuchados desde la lectura del expediente”.

Una de las funcionarias que participó señaló que: “el proceso oral acerca a las 
partes, además a nosotros como tribunal nos permite conocer a los involucrados, lo 
cual es muy importante y motivador para avanzar confiados sobre la base de lo pro-
bado hacia la resolución”. Por su parte, desde la fiscalía su titular remarcó: “se los ve ahí, 
gustosos por contar su verdad; se ve a los justiciables que participan activamente. Ya no 
es únicamente el protagonista el abogado. Aquí la dinámica del proceso civil cambia 
radicalmente, se agiliza y se observa a todos moverse para que se proponga una salida 
posible, con la que estén todos de acuerdo sin tanta demora innecesaria”.

13	 Centro de Estudios y Proyectos Judiciales. (2016). El Juicio con Jurados Populares: a diez años de su aplicación en la 
provincia de Córdoba. En Centro de Perfeccionamiento Ricardo C. Núñez, Investigaciones aplicadas en el ámbito del Po-
der Judicial de Córdoba III. Disponible en https://www.justiciacordoba.gob.ar/Estatico/justiciaCordoba/files/Contenido/
TSJ/juradosPopulares/El%20juicio%20con%20jurados%20populares%20a%20diez%20a%C3%B1os%20de%20su%20
aplicacion.pdf 



EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA EN AMÉRICA LATINA: EN LA BÚSQUEDA DE UNA AGENDA DE TRABAJO 42     

El interrogante que surge ahora, donde la presencialidad física en gran cantidad 
de casos se ve imposibilitada por la pandemia, es si incide –y en tal caso de qué modo– 
en el desarrollo de las audiencias orales de modo remoto, a través de videoconferencias.

Desde la perspectiva de quienes intervienen, el escenario en que se desarrollan 
los intercambios entre quienes juzgan, quienes litigan y ante sus clientes impacta con 
intensidad en los resultados. Destacan que ello es así principalmente por el contexto 
que enmarca la mirada de las partes, donde la gran mayoría ingresa por vez primera al 
edificio tribunalicio, y que –para representarlo visualmente– en el caso de la ciudad de 
Córdoba se alude como “el Palacio” al espacio donde “habitan” los magistrados y magis-
tradas civiles, que los recibirán y buscarán un cauce a sus padeceres. 

Distintos aspectos que combinan –desde la perspectiva de las personas entre-
vistadas– la necesidad de ritos que delineen roles como los de jueces y juezas que indu-
bitablemente se visualicen como la autoridad que decidirá en función a los mecanismos 
del proceso oralizado; o bien momentos de dificultosa realización de modo remoto, 
como los cuartos intermedios que buscan favorecer el diálogo y acercamiento de inte-
reses, con la presencia de la fiscalía, las partes y sus representantes. Todo ello sumado al 
ingrediente de la destreza en el manejo informático y tecnológico que resulta ser una 
competencia profesional indispensable que no ha sido enseñada ni en las instituciones 
educativas ni fomentada en el trayecto profesional.

Así, el esquema en pandemia y la oralización de audiencias civiles a través del 
sistema de videoconferencias profundizó las dificultades, sumando a las competencias 
indispensables, aquellas vinculadas con habilidades tecnológicas, flexibilidad al cambio 
y una actitud paciente que se requiere frente a la agilidad de respuesta que puede com-
plicarse aún más sin presencialidad física.
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5. Que el cúmulo de respuestas no olvide la 
pregunta matriz

A dos años de la reforma legislativa han sabido emerger razonables postulados desde 
las instituciones o doctrina local que subrayan variopintos aspectos, como que debe 
reformularse la ley de mediación, o avanzar en la oralización de otros tipos de juicios 
civiles, o multiplicar las oficinas judiciales intervinientes, o considerar experiencias de 
oralización fallidas en otros fueros, o modificar el esquema de gestión judicial tradicio-
nal, o combinar proceso escriturario y oral según el tipo de juicio, entre tantas otras. 

Se presentan como respuestas categóricas o alternativas posibles ante los acu-
ciantes desafíos vislumbrados; aunque el cúmulo de perspectivas o postulados teóricos 
no debería bajo ningún concepto olvidar o empañar la pregunta inicial, de cuya matriz 
surgió la modificación legal vigente; razón por la cual la enaltecemos aquí, como primer 
eje del apartado final.

5.1	 ¿CÓMO LOGRAR UNA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA EN EL FUERO CIVIL?

La coincidencia es generalizada: la incorporación de la oralización, aún de modo inci-
piente en el proceso civil de Córdoba, involucra un cambio de cosmovisión y cultura 
organizacional. Quizás precisamente sea esa la razón por la cual no se ha avanzado con 
mayor profundidad e incidencia tanto en el tipo y cantidad de causas como en mayor 
parte de la estructura del fuero civil en la provincia. 

El objetivo de tutela judicial efectiva aquí no se logra promoviendo una mera 
verbalización del proceso escriturario junto a la implementación de tecnologías, como si 
se tratara de un simple proceso de modernización de herramientas para realizar del mis-
mo modo las tareas diarias. Necesariamente debe acompañarse de una renovada forma 
de concebir, liderar y gestionar tanto los procesos de labor como las competencias de 
los abogados y abogadas intervinientes.

En otras palabras, si de administración de la escasez de recursos se trata –pro-
blemática conocida en Latinoamérica en todas las esferas del Estado– deberá analizarse 
la inversión alineadamente a los resultados buscados: ¿mayor transparencia?, ¿menos 
tiempo?, ¿más legitimidad?, ¿mayor seguridad jurídica?, ¿más posibilidades de respues-
ta?, ¿mayor acceso a justicia? Tras delinear las primeras aproximaciones luego correspon-
derá definir el mejor perfil para alcanzar cada objetivo desde cada rol, y necesariamente 
para enlazar con los restantes perfiles de las y los abogados involucrados –algunos invi-
sibilizados, como surge de este análisis– como engranajes necesarios de un sistema que 
abarca a unos y otros de modo sinérgico.

De nada servirá digitalizar el caos de la rutina administrativa; oralizar la inercia 
de un comportamiento burocrático enraizado en una infinita sucesión de planteos y 
contestaciones; de conectar tecnología de última generación desde audiencias por vi-
deoconferencias en pandemia cuando no se recuerda la base probatoria de las propias 
afirmaciones en juicio. 
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Antes bien debe promoverse una innovadora manera de acceder “a justicia”, 
incluso sin necesariamente implicar acceso a “la justicia” erigida como respuesta insti-
tucional final del Estado, pronunciada por la voz de abogadas y abogados investidos 
en calidad de juezas y jueces. Ello sólo podrá plasmarse en las audiencias orales civiles 
cuando comiencen a potenciarse las competencias profesionales, al tiempo que se di-
señan adecuadas estructuras de gestión de los tribunales sobre una base estratégica al 
fin pretendido por las reformas normativas.

5.2	 CÓRDOBA Y SUS DESAFÍOS EN LA FORMACIÓN DE LAS Y LOS ABOGA-
DOS

No obstante se motorizó con tenacidad y cuantiosa inversión de recursos por parte del 
Ministerio de Justicia de Argentina hacia el cambio de paradigma en el ámbito judicial y 
legal del país; en otra esfera del mismo nivel estatal nacional (el Ministerio de Educación 
de Argentina y CONEAU) favorecieron la modificación y fortalecimiento de los planes de 
estudio de las carreras de Abogacía, aunque exigiendo en la práctica para su acredita-
ción sólo el marco mínimo, que fue asimismo lo que generalizadamente postularon las 
diversas universidades, manteniendo los contenidos sin mayores modificaciones y las 
prácticas docentes dejándose a criterio de quienes imparten cada asignatura.

Desde ese marco general, se ha observado que existe una brecha entre el nece-
sario cambio de paradigma legal y el arraigo institucional como académico dado por la 
cultura organizacional cordobesa. Ello deriva en reflexionar que previo a procurar formar 
personas, impera recubrir a las organizaciones de “piel social” (Noelle Neumann, 1995) 
con capacidad para sentir el calor del reclamo ciudadano ante el servicio prestado y el 
sinsabor de los conflictos sociales canalizados institucionalmente. 

La formación académica tradicional centrada en un conflicto que se resuelve en 
una contienda seguida de una resolución judicial, sumada al escaso margen de empatía, 
ha derivado en la práctica como condicionante de los comportamientos. El litigio con 
eje en las posiciones individuales acota la posibilidad para desarrollar la habilidad de la 
“escucha activa”, competencia señalada en los relevamientos, donde el foco se coloca 
en el otro y sus expresiones, acallando estereotipos y prejuicios en relación a su persona.

Fue subrayado en diversos relatos: en las audiencias orales civiles, al estar las 
mismas partes cara a cara presenciando el tratamiento de sus propios problemas deri-
vados en un juicio, requieren del uso de un lenguaje llano y libre de tecnicismos innece-
sarios por parte de quienes litigan, juzgan, como de los demás participantes. 

Este proceso permite al justiciable poder percibir de manera directa y vivencial 
la realidad de su causa judicial, e incluso preguntar u opinar sobre algún aspecto vincu-
lado a ella. Protagonismo que reconfigura las destrezas abogadiles y dota de relevancia 
lo que allí se encuadra, pudiendo esta experiencia directa en la labor tribunalicia impac-
tar favorablemente en la imagen del sistema judicial, aspecto asimismo considerado en 
la reforma normativa. 

Será sólo a partir de ese “estar en el mundo”, de contextualizar en tiempo y 
espacio la función de los y las profesionales del Derecho, que podremos diseñar un 
perfil de las y los servidores públicos, abogados y abogadas como engranajes centra-
les del sistema judicial que se necesita para responder adecuadamente a los conflictos 
sociales. 
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Desde esta investigación observamos delineadas las competencias y habilida-
des que quienes litigan precisan a fines de un óptimo desenvolvimiento profesional 
en las audiencias civiles. Al respecto, las personas entrevistadas y encuestadas en esta 
investigación ponderaron las siguientes cualidades: escucha activa, flexibilidad, plani-
ficación, capacidad argumentativa, lenguaje claro, diagramación de la teoría del caso, 
capacidad de síntesis, técnicas de negociación, manejo de técnicas de litigación oral, 
dominio técnico-jurídico procesal para una asistencia rápida y propuestas ágiles.

A su vez dependiendo el momento del proceso, se distinguió un perfil nece-
sario particular. Así, mientras en la audiencia preliminar prevalece –desde la mirada de 
quienes se expresaron– un arquetipo de persona negociadora que, si no tiene capaci-
dad de decisión, debe contar necesariamente con instrucciones precisas en relación al 
marco de aceptación o rechazo de las propuestas que se formulen oralmente. Para la 
audiencia complementaria, por su parte, se subraya la capacidad argumentativa de las y 
los abogados litigantes para sostener una postura a partir de la prueba aportada.

Cabe aquí recordar lo que constituyó un hallazgo en este proceso de análisis: 
las cualidades identificadas y descriptas también fueron destacadas por estudiantes 
y profesionales de la Abogacía en las numerosas encuestas realizadas, como aquellas 
asignaturas hoy vacantes que deberían ofrecer en su formación todas las Facultades de 
Derecho sin distinción.

De hecho, debe considerarse que los rasgos que integran el arquetipo del pro-
fesional del Derecho, desde la perspectiva de los hallazgos documentales emergidos de 
este análisis, no son suficientemente abordados en la formación universitaria de grado, 
cuyo foco se coloca predominantemente –cuando no excluyentemente– en el estudio 
normativo. Si bien puede variar de una universidad a otra, en términos generales los 
contenidos, ejes de las competencias identificadas, no están presentes en las materias 
de cursado obligatorio de los planes de estudios, sino más bien dentro de asignaturas 
electivas (y no necesariamente en todos los claustros académicos).

Y es aquí donde cobra valor la artesanal labor de la educación universitaria para 
formar perfiles profesionales, de trabajadores y trabajadoras, como nexo imprescindible 
entre las herramientas disponibles y las necesidades latentes, cuya preparación debe 
exceder el mero conocimiento del marco legal vigente. 

Urge delinear qué personas necesitamos para satisfacer la demanda social con 
una mirada prospectiva frente a los cambios de paradigmas sociales e institucionales. 
Implica zambullirse en la bravía y cambiante cotidianeidad de hombres y mujeres junto 
a sus penurias y derechos en el contexto actual, para desde allí diseñar el mejor modo 
de darles respuestas céleres y de calidad.

Inconmensurables cambios se han producido en las sociedades, profundizados 
tras la incidencia de la pandemia, ante los cuales no puede ser ajena la justicia y el Esta-
do, que debe procurar encauzarlos a través de su formación interna, convirtiéndose ella 
misma en una institución que aprende y se adapta a tales cambios. 

Específicamente, apuntalar destrezas de quienes integran la judicatura, fiscalías 
y asesorías implicará prepararlos para identificar problemas y buscar soluciones inno-
vadoras y prácticas, que hagan frente al actual panorama de demora y los altos costos 
judiciales, facilitando el mejor uso de los recursos escasos con que los sistemas cuentan. 
En este punto se puso de manifiesto que, si bien hubo un marco introductorio de forma-
ción en quienes juzgan y litigan dentro proceso oral civil, no se plasmó el mismo énfasis 
en el resto de actores involucrados: peritos, el Ministerio Público Fiscal y la Defensa Públi-
ca, así como tampoco en quienes conforman los equipos de cada juzgado que deberían 
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amoldarse a un esquema de trabajo cotidiano diferente; pues constituyen engranajes 
centrales para un adecuado funcionamiento del novedoso sistema oral.

Más aún en pandemia, donde la oralización de audiencias civiles a través del 
sistema de videoconferencias profundizó las dificultades, sumando a las competencias 
indispensables, aquellas vinculadas con habilidades tecnológicas, flexibilidad al cambio 
y una actitud paciente que se requiere frente a la agilidad de respuesta que puede com-
plicarse aún más sin presencialidad física.

Allí quedó nuevamente plasmado, como un primer desafío que se presenta, el 
de transformar la enseñanza, encaminándola desde un modelo que procura sólo desa-
rrollar profesionales desde el conocimiento de las normas de Derecho vigentes, hacia 
uno más ambicioso que supone una formación para asegurar derechos desde la pres-
tación de un servicio. Que abogados y abogadas aparezcan como personas sensibles a 
las circunstancias sociales en las que su función, conocimientos, habilidades y actitudes 
inciden. 

En otras palabras, implica trascender de su posición erudita y jerarquizada para 
situarse en un plano más horizontal y reflexivo, como mediadores entre conflictos de 
ciudadanos: la verdadera razón del quehacer abogadil que propone precisamente la 
oralización civil en la región. 

Nuestra sociedad requiere personas capaces de liderar objetivos, despiertas 
para identificar problemas y buscar soluciones prácticas, facilitando el mejor uso de los 
recursos escasos con que se cuenta. Que el conocimiento sobre los precedentes que 
impactan en la producción jurisprudencial les permita situarse en un plano más instru-
mental, como enlace necesario entre el conflicto de quien acude a buscar su servicio y 
las posibilidades de respuesta que ofrece la justicia a través de magistrados y magistra-
das que pronuncien ante los presentes la voz certera de la norma silente.

Lo subrayaremos: los abogados y abogadas constituyen una pieza o engranaje 
clave, aunque no puede entendérselos de manera aislada al formular sus competen-
cias, pues forman parte de un ecosistema que requiere de una coherente y coincidente 
acción de unos y otros intervinientes en las audiencias orales para la supervivencia y 
jerarquización de lo que resulta justo para las propias partes.

Así, su perfil y competencias individuales no serán buenos ni malos en sí mis-
mos, sino en relación con ese objetivo a cumplirse. Sin objetivo no resulta viable la iden-
tificación de competencias necesarias para alcanzarlo. Pero no sólo eso: tampoco resulta 
viable el posterior control de desempeño de los y las profesionales del Derecho en sus 
diversos ámbitos de actuación. Como tampoco resulta posible identificar si el perfil pro-
lijamente exteriorizado en los planes de estudios universitarios puede cobrar vida en la 
práctica laboral de los abogados y abogadas de allí egresados.
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RESUMEN: En su ejercicio profesional, las abogadas y abogados cumplen roles claves 
y diversos que los convierten en protagonistas del Estado de Derecho en general, y de 
la resolución de conflictos legales (que, a la vez, son conflictos económicos, sociales, 
culturales de las personas que son sus clientes) en particular. Por un lado, el derecho a la 
retribución es una parte muy importante del estatuto de la abogacía, ya que le permite 
a las abogadas y abogados dar cumplimiento a aquellas exigencias profesionales (así 
como a otras de índole personal, familiar y social). Por otro lado, puede configurar un 
obstáculo para el acceso a ciertos servicios legales (en especial, por parte de aquellas 
personas más vulnerables y/o litigantes ocasionales). En el presente artículo, luego de 
analizar algunos conceptos vinculados a las partes, los abogados y a la realización de 
los derechos de aquellos por parte de estos (a través del proceso jurisdiccional, como 
garantía instrumental o de justiciabilidad), se reseñan aspectos relevantes que se intro-
dujeron al proceso civil uruguayo a partir de su reforma. Ello permite ingresar luego en 
las lecciones y hallazgos en materia de honorarios de abogadas y abogados en el Dere-
cho uruguayo y comparado. En ese sentido, se finalizará analizando si deben de existir 
reglas procesales particulares o una estructura procesal especial para la fijación y cobro 
de honorarios profesionales.

PALABRAS CLAVE: honorarios profesionales - abogacía - acceso a la justicia - reforma 
procesal civil

ABSTRACT: In their professional practice, lawyers play a key role in society and in the 
resolution of its different conflicts. On the one hand, fees are part of lawyer´s right to 
receive compensation for their work. It allows lawyers to fulfill various professional com-
mitments (as well as others of personal, family and social nature). On the other hand, 
they can represent an obstacle to access to justice and quality legal services (especia-
lly by the most vulnerable people and / or occasional litigants). This paper will analyse 
some concepts related to the parties, lawyers and the realization of the rights of those 
by them (through the jurisdictional process, as an instrumental guarantee of justice). 
Subsequently, the paper analyses the lessons and conclusions about the fees of law-
yers in Uruguayan and comparative law. In this sense, it concludes by studying whether 
there should be a particular procedural regulation or a special procedural structure for 
setting professional fees.

KEY WORDS: lawyers’ fees - legal profession - access to justice - civil procedure reform
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1. Introducción. Objetivos y metodología

El objetivo de la presente investigación es reflexionar acerca del rol instrumental de los 
abogados y abogadas en el ámbito del sistema procesal civil (entendido en sentido 
amplio, para incluir todos aquellos procesos no penales), efectuando un análisis desde 
la perspectiva del acceso a la justicia, pero, además, desde una óptica de tutela jurisdic-
cional de dichos profesionales. 

En ese sentido, se plantean aquí algunas reflexiones que –como se señalará en 
las conclusiones– abogan por prestigiar el rol de los abogados y abogadas en el Estado 
de Derecho. 

La presente investigación tiene objetivos que procuran lo siguiente:

a)	 analizar la incidencia de la retribución de los abogados y abogadas como un 
factor relevante en materia de acceso a la justicia;

b)	 reflexionar sobre la reforma a la legislación procesal civil y la consagración de 
reglas especiales o estructuras procesales particulares para la fijación y cobro de 
honorarios; 

c)	 analizar la justificación (así como las ventajas o desventajas) de que las reformas 
procesales incluyan estructuras procesales especiales para la fijación y cobro de 
honorarios profesionales de abogados y abogadas, con una perspectiva que 
ponga énfasis en la tutela jurisdiccional efectiva y en los incentivos para el ejer-
cicio de la profesión.

En cuanto a la metodología empleada, la misma consistió en abordar la temáti-
ca desde una perspectiva descriptiva, que permitiese destacar las principales lecciones 
que ha dejado, en lo relativo a honorarios profesionales, la aplicación de la legislación 
procesal civil uruguaya de los últimos años. 

Para ello se utilizó, como técnicas de levantamiento de información, entrevistas y 
cuestionarios a referentes académicos de universidades de Uruguay, abogados y aboga-
das de destacados estudios jurídicos de Uruguay y la región, profesionales que ejercen li-
beralmente la abogacía, y miembros de la Directiva del Colegio de Abogados del Uruguay. 

Concretamente, en un plazo aproximado de un mes y medio, se llevaron a cabo 
cinco entrevistas virtuales, de lo cual se recogió lo señalado por los entrevistados y en-
trevistadas en un documento, que resumió sus principales aportes, y además se dio 
respuesta a cuatro cuestionarios que se formularon por escrito. Ello sin perjuicio de otros 
intercambios informales con operadores jurídicos y académicos.

Si bien se ha puesto énfasis en la legislación procesal uruguaya, la consulta 
también incluyó el aporte de un académico de Brasil y una académica de Colombia, 
así como un relevamiento y análisis de Derecho comparado, principalmente argentino, 
chileno, colombiano y brasileño. La respuesta a los cuestionarios, así como las entre-
vistas realizadas, permitieron recabar insumos de gran interés para la reflexión sobre la 
incidencia de los honorarios profesionales en el acceso a la justicia, incentivos para el 
ejercicio de la abogacía, tutela jurisdiccional efectiva, etc.

Concretamente, se recabó la opinión de aquellos y aquellas juristas con relación 
a la eficacia de las vías procesales vigentes en Uruguay para la determinación o cobro 
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de honorarios profesionales de las y los abogados, y a la retribución de éstos por sus ser-
vicios profesionales como un factor relevante en materia de acceso a la justicia de todas 
las personas (i.e., ¿obstáculo o condición necesaria para la efectividad de los derechos 
sustanciales de los clientes? o ¿ambas?).

Conforme se podrá apreciar, también se consultó la jurisprudencia uruguaya 
posterior a la reforma procesal civil, priorizándose el estudio de fallos jurisprudenciales 
de los últimos cinco años. A las sentencias consultadas se puedo acceder a través de la 
Base de Jurisprudencia Nacional15 y/o mediante la lectura de las sumas publicadas en los 
Anuarios de Jurisprudencia de la Revista Uruguaya de Derecho Procesal. Se relevaron más 
de cuarenta sentencias de Tribunales de Apelaciones y de la Suprema Corte de Justicia. 
Al finalizar el presente artículo se incluye un listado individualizando las sentencias re-
feridas expresamente en el trabajo, aunque el mismo no agota la totalidad del material 
jurisprudencial relevado.

Se examinó la bibliografía especializada uruguaya y comparada en materia de 
reformas procesales y tutelas diferenciadas (y/o tutelas sumarias), reforma de la admi-
nistración de justicia, así como la bibliografía vernácula en lo atinente a la fijación o 
regulación de los honorarios profesionales. 

En materia estadística y de información, se consultó al Departamento de Esta-
dísticas del Poder Judicial uruguayo, habiéndose informado que no se cuenta con datos 
relacionados a la regulación de honorarios en Uruguay16. El servicio de información pú-
blica del Poder Judicial también proporcionó información de interés. Se tuvo acceso a 
valiosos insumos a partir de la consulta a los sitios web de diferentes organizaciones e 
instituciones, como, por ejemplo, el de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República de Uruguay y el del Poder Judicial uruguayo.

Luego, a esa visión descriptiva, se agrega una perspectiva crítica, referente a los 
desafíos, retos y problemas por resolver. A modo ilustrativo, se aborda la discusión gene-
rada desde la aprobación del Código General del Proceso (en adelante, también, CGP) 
uruguayo, y que se mantiene –con algunos cambios– luego de la aprobación de la Ley 
N°19.090, de 14 de junio de 2013, con relación a la factura de servicios profesionales 
como posible título ejecutivo, o los problemas derivados de la estructura procesal espe-
cial, conocida como de regulación de honorarios (artículo 144 de la Ley N°15.750 de 24 
de junio de 1985 y modificativas, y artículo 545 literal f del referido CGP).

Finalmente, se realizan algunos planteos de tipo proyectivo, por ejemplo, sobre 
la necesidad de ciertas reformas a favor de las y los abogados (como incentivo para el 
ejercicio de la profesión), para mitigar ciertas dificultades prácticas que afrontan en lo 
que refiere a la fijación y cobro de honorarios que han sido generados por su labor pro-
fesional extrajudicial o judicial. 

15	 Base de Jurisprudencia Nacional (Uruguay), de acceso libre y gratuito: http://bjn.poderjudicial.gub.uy/BJNPUBLICA/
busquedaSimple.seam

16	 En futuros relevamientos, se entiende que sería provechoso –aspecto que ha sido compartido por los y las colegas en-
trevistados/as y consultados/as (fundamentalmente, autoridades del Colegio de Abogados del Uruguay)– incluir como 
parte de la información estadística publicada por el Poder Judicial, datos sobre la cantidad de procesos de regulación 
de honorarios y su duración promedio en las diferentes sedes judiciales. Esa información sería muy útil para profundizar 
ciertas investigaciones en la materia, generando diagnósticos con una base empírica más sólida.
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2. Abogados y abogadas, honorarios 
profesionales: ¿una barrera o un incentivo 
para el acceso a la justicia?

Un primer aspecto sobre el cual entiendo que resulta muy interesante la reflexión es el 
de la incidencia de los honorarios profesionales de abogados y abogadas, con relación 
al acceso a la justicia por parte de las personas. De ahí la interrogante que ya se plantea 
en el título del presente apartado, y que desarrollaré en los apartados siguientes. Se 
trata, acaso, de un obstáculo para el acceso a la justicia o de una condición necesaria 
(aunque, por cierto, no la única), para posibilitar el acceso oportuno y de calidad a la 
justicia civil entendida en sentido amplio. El tema en realidad no es estrictamente di-
cotómico, presentando matices que hacen que se deba evitar caer en paralogismos de 
falsa oposición.

Conforme será expresado, la remuneración justa de los abogados y abogadas es 
un derecho ampliamente reconocido (tal como acontece en otras profesiones), como 
parte de su estatuto. Junto a otras variables, contribuye a que los abogados y abogadas 
puedan ejercer su profesión, para la defensa de los intereses de sus clientes y/o del 
interés público que –según se analizará– también los convoca. Pero al mismo tiempo 
se comparte lo expresado por el Observatorio sobre Conflictividad Civil y Acceso a la 
Justicia (OCCA), que ha entendido como barreras económicas:

aquellas que dificultan el acceso a la justicia por motivos de recursos econó-
micos o financieros, ya sea por la necesidad del pago de cuotas o tasas judi-
ciales, el pago de honorarios de abogados o abogadas, el pago de trámites, 
así como el traslado y/u hospedaje para concurrir a los tribunales u otras 
instituciones del sistema de justicia. (cfr., OCCA 2020, p. 151).

2.1	 EL PROCESO JURISDICCIONAL SIN ABOGADOS VS. EL PROCESO JURIS-
DICCIONAL CON ABOGADOS Y ABOGADAS

Aun cuando la inteligencia artificial viene ganando espacios cada vez más trascenden-
tes, y se discute o vaticina públicamente acerca del fin de diversas profesiones, no resul-
ta sencillo imaginar el mundo actual sin abogados ni abogadas, menos aún el funcio-
namiento del Estado de Derecho (en lo que atañe a la relación de las personas con el 
entramado institucional administrativo, jurisdiccional). 

Los abogados y abogadas actúan en diferentes dimensiones: “no se puede 
concebir tan solo, como un representante del justiciable, sino que también como un 
operador del sistema jurídico, que tiene como objetivo el buen funcionamiento de la 
Administración de justicia” (Santana Ramos, 2018). Según Picardi (2019, p. 193), este mo-
delo que atribuye a la persona abogada no sólo el rol de defensa de los derechos de los 
clientes, sino además la función de contribuir a la tutela de los derechos fundamentales 
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y contribuir por tanto estrictamente a la administración de justicia, es también el más 
extendido en Europa continental17. Como profesión de interés público (Pereira Campos, 
2019, pp. 139, 144), se vincula estrechamente a la posibilidad de un efectivo acceso a 
la justicia y a la consolidación del Estado de Derecho (Binder, Fandiño, Fibla & del Solar, 
2020, p. 103). Esa función pública o social de abogados y abogadas también ha sido 
destacado como un punto trascendente por algunas de las personas entrevistadas: “la 
abogacía no es sólo una actividad privada, es una actividad pública que la ejercen parti-
culares” (la función es pública). Agregaron, además, que es notoria la diferencia con otros 
profesionales, en dónde solo hay vínculos regidos por el derecho privado. El abogado es 
esencial para que se ejecute la función pública.

Más allá de que se pueda discutir si realmente los abogados y abogadas ejer-
cen una función pública o social, cuando asisten, patrocinan o representan intereses 
privados, lo cierto es que su participación es clave para el correcto funcionamiento del 
entramado institucional que se conforma en torno a la jurisdicción.

El proceso es un espacio en el que despliega lenguaje y conocimiento técnico 
especializado. Si bien puede resultar extraño desde ese punto de vista, existe la posibi-
lidad de concebir al proceso judicial sin la asistencia letrada de abogados y abogadas. 
En el caso uruguayo, ello se ha consagrado para ciertos supuestos excepcionales en el 
artículo 37.2 del CGP: asuntos que se tramitan ante los Juzgados de Paz y los de Conci-
liación, por montos menores al equivalente a 20 Unidades Reajustables (aprox. U$S 600 
a la fecha de elaboración del presente); aquellos asuntos que se tramiten ante Juzgados 
de Paz y los Letrados de Primera Instancia del interior de la República, en los que no haya 
o no se disponga de tres abogados, como mínimo, en la localidad asiento del Juzgado 
(lo que a más de treinta años de vigencia del Código, y dada la evolución del mercado 
legal uruguayo, es una rara avis). Asimismo, se destaca la ley uruguaya que prevé un 
proceso para reclamaciones judiciales de menor cuantía (Ley N° 18.507), cuyo artículo 3 
dispone la comparecencia en esos procesos no requerirá asistencia letrada obligatoria18. 

Vale acudir, finalmente, aunque contextualizándolo en su época, al alegato a 
favor de los abogados y abogadas que transcribe De Vicente y Caravantes (1856, pp. 
361-362), citando a Bentham: 

…Suprimid la abogacía, y un injusto agresor tendrá en general dos ventajas 
de una naturaleza opresora; la que tiene una índole osada respecto de otra 
débil y pusilánime, y la de una posición elevada sobre una condición humil-
de o inferior. (…) Mas los abogados no se niegan a nadie y restablecen la 
igualdad entre los litigantes. (…) En cuanto a defenderse por sí los mismos 
litigantes, tendría el inconveniente de la desigualdad de las defensas, según 
que el uno fuese instruido y el otro ignorante, y nunca las alegaciones ofre-
cerían la conveniente ilustración y claridad, haciéndose por personas que no 
hubieran estudiado profundamente el Derecho.

17	 Picardi (2019, p. 194) refiere, asimismo, a la existencia de otro modelo, que denomina mercantilista, y que se centra en la 
óptica privatista de la oferta de un servicio en el mercado, a cambio, por supuesto de una retribución. Postula, como un 
derivado de ese sistema, la reducción al mínimo de la reglamentación normativa de la profesión.

18	 Pereira Campos & Rodríguez (2008, pp. 202-203), expresan lo discutible de la solución legal, en tanto lo resuelto en estos 
procesos sumarios no puede ser revisado en ningún proceso posterior de mayores garantías. 
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2.2	 LA EFECTIVIDAD DE LOS DERECHOS SUSTANCIALES

Todo el Derecho es en sí mismo, como apuntan Moreso & Vilajosana (2004), “un instru-
mento del que se dotan los seres humanos para perseguir ciertas finalidades o cumplir 
determinados objetivos” (p. 25). Ferrajoli (2006, pp. 631) refiere a las «garantías secunda-
rias» (por contraposición a las primarias)19 para designar a las garantías que él denomina 
como de «justiciabilidad». Como subtipo de garantías secundarias, las de justiciabilidad 
son garantías institucionales «fuertes», que “intervienen en caso de violaciones de la ex-
pectativa normativa y de sus garantías primarias”20. 

Por su parte, el Derecho procesal incluye entre sus características la instrumenta-
lidad, cuando pone el foco en la efectividad de los derechos sustanciales de las personas 
como uno de los objetivos o finalidades del juzgamiento de los conflictos a través del 
proceso civil (reconociendo esa finalidad, véase el artículo 11 del CGP colombiano; así 
como los artículos 11 y 14 del CGP uruguayo). 

Al decir de García Odgers & Fuentes Maureira (2020, pp. 126, 132), todos los 
ciudadanos tienen un derecho de acceso al sistema de justicia para hacer efectivos sus 
derechos, y si se entiende que la justicia significa darles efectividad a esos derechos 
sustantivos, no resulta suficiente que el tribunal determine cuáles son esos derechos y a 
quien le corresponde, sin consideración de su costo y demora.

2.3	 DIFERENTES TIPOS DE PARTES SUSTANCIALES O MATERIALES

Al análisis jurídico que se impone en este trabajo, se puede agregar un abordaje de 
tintes interdisciplinario, vinculando el acceso a la justicia con ciertos fenómenos socioló-
gicos, económicos, culturales, y hasta sanitarios (como en el caso de la pandemia de la 
COVID-19), que hacen a la diferenciación existente entre las llamadas partes (litigantes) 
ocasionales y las partes (litigantes) habituales, institucionales, sofisticadas. 

Destaca Taruffo (2008, pp. 77, 78) que la organización, a diferencia del litigante 
ocasional, “…se involucra normalmente en una ‘serie’ de controversias iguales o al me-
nos similares por el objeto y por el tipo de problemática jurídica”. El sujeto individual solo 
de manera fragmentaria y ocasional recurre al proceso, mientras que el sujeto-organi-
zación, ve en el proceso un fenómeno o riesgo habitual, en el ámbito de la actividad 
institucional que desarrolla. Hay una serie de ventajas estratégicas desde el punto de 
vista procesal para la parte habitual (basadas en elementos sociológicos, económicos, 
etc.), que hacen que el análisis costo/beneficio se efectúe en términos diversos que para 

19	 Dice Ferrajoli (2006, p. 25): “Asumo aquí “garantía” en el significado varias veces convenido por mí: para designar las 
obligaciones y las prohibiciones correspondientes a las expectativas positivas o negativas normativamente estable-
cidas. Hablaré, por tanto, de “garantías negativas” para designar las prohibiciones correspondientes a las expectativas 
negativas, y de “garantías positivas” para designar las obligaciones correspondientes a las expectativas positivas. Hablaré 
además de “garantías primarias” para designar la suma de las garantías positivas y de aquellas negativas, y de “garantías 
secundarias” para designar las garantías de justiciabilidad, las cuales intervienen en caso de violaciones de la expectativa 
normativa y de sus garantías primarias”. 

20	 En reiteradas ocasiones la dogmática procesalista ha referido a la característica de la instrumentalidad como una de las 
notas salientes del Derecho Procesal. En el caso uruguayo, a modo de ejemplo (Abal Oliú, 2013, pp. 48-50; Barrios De 
Ángelis, 2005, p. 77; Tarigo, 2016, pp. 40-41).
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la parte o litigante ocasional. Ya con anterioridad Cappelletti y Garth habían estudiado 
el problema de los litigantes ocasionales y habituales (citando –al igual que Taruffo– a 
Galanter), al considerar los obstáculos a superar para el efectivo acceso a la justicia (Ca-
ppelletti & Garth, 1983, p. 34)21. 

Las partes organizadas incluyen dentro de su ecuación financiera o dentro de 
sus presupuestos, los costes propios de la litigación, incluida la remuneración o los ho-
norarios de los abogados y abogadas. También se podría decir, en función de cierta 
especialización o fragmentación del ejercicio profesional, que existen abogados y abo-
gadas de corporaciones, como también abogados y abogadas que representan litigan-
tes individuales (Pearce & Wald, 2016, p. 645). De alguna manera, hay que estar alertas, 
pues los potenciales litigantes ocasionales o individuales, sean o no sujetos vulnerables, 
puede que terminen teniendo dificultades para el acceso a los profesionales idóneos, 
especializados en las problemáticas que en cada caso los aqueja, ubicándose en un con-
texto desventajoso, que afecte –quizás hasta sin saberlo– el propio éxito de su reclamo. 
Refiero a «potenciales» litigantes individuales u ocasionales pues, por algunos criterios 
de vulnerabilidades detectadas, u otras razones que hacen al análisis costo-beneficio de 
esa litigación individual, quizás no lleguen a plantear sus reclamos, permaneciendo en 
la inacción22. 

Asimismo, algunos de los entrevistados y entrevistadas plantearon que no apre-
ciaban que los honorarios profesionales generaran dificultades, en el caso uruguayo, para 
el acceso a la justicia. En ese sentido, se destacó la existencia de servicios alternativos 
de relativa buena calidad, como consultorios jurídicos, defensa pública (aspecto sobre 
el que volveré luego). En los casos de interés económico, se distinguió la situación del 
actor y la del demandado. Se entendió por parte de los entrevistados y entrevistadas que: 

si se trata de la parte actora o demandante, para acceder a reclamar no hay 
mayor problema, pero en cambio, el problema es a veces el demandado, 
pues es más difícil que el abogado acepte, por ejemplo, cobrar honorarios 
a condición de obtener algún tipo de resultado. Es más, no se encuentra a 
veces con el incentivo del resultado económico. 

2.4	 DIFERENTES TIPOS DE ABOGADOS Y DE HONORARIOS PROFESIONA-
LES 

Los abogados y abogadas son sujetos cualificados, a priori entrenados en un conoci-
miento especializado (conocimiento del derecho, habilidades para litigar, redactar con-

21	 Citando a Cappelletti & Garth, la jurisprudencia uruguaya ha manifestado: «debe recordarse que el acceso a la justicia 
pasó de ser una mera declaración de posibilidad de defensa de los derechos individuales (…) a una concepción que 
involucra el deber estatal de proporcionar un servicio público protector de derechos individuales, colectivos y difusos 
(…). El acceso efectivo a la justicia se puede considerar, entonces, como el requisito más básico – el “derecho humano” 
más fundamental – en un sistema legal igualitario moderno, que pretenda garantizar y no solamente proclamar los 
derechos de todos» (cfr., Tribunal de Apelaciones del Trabajo de 2° Turno, sentencia n°297/2020).

22	 En un estudio que incluye datos de diferentes países, se ha señalado –para el caso uruguayo (año 2016), por ejemplo–, 
que: «El 30,6% de las personas con ingresos bajo los 15 mil pesos no hizo nada para resolver su necesidad, frente al 19,2% 
del general. El 20,9% de las personas con estudios primarios incompletos o menos accedió a la justicia formal frente a 
un promedio de 25%» (cfr., Fandiño et al., 2019, p. 51).
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tratos, etc.) que normalmente los clientes no tienen. En ese sentido, se podría decir que 
existe –de regla– cierta asimetría informativa y de conocimientos. 

Algunos discuten si, además de eso, existe propiamente un razonamiento jurí-
dico característico de los abogados y abogadas (Schauer, 2013, pp. 19-27), distinto del 
razonamiento general empleado por las personas para resolver otras cuestiones. No 
obstante esa ardua discusión, se trata, sin duda, de un conocimiento especializado en 
ciertas cuestiones que se caracteriza por el empleo de un lenguaje técnico que permi-
te, por ejemplo, hacer funcionar en interés de sus clientes, de manera independiente 
y libres de condicionamientos (Picardi, 2019, p. 197), el entramado institucional de la 
administración de justicia. 

Más allá de que puedan existir definiciones de tipo legislativo y estipulativo, 
cuesta delimitar hasta dónde alcanza el rol de los abogados y abogadas. Esto es, aquello 
que hacen o pueden hacer. 

Es que abogados y abogadas visten diferentes ropajes, asumen diferentes res-
ponsabilidades en la administración de justicia y en la sociedad, e incluso muchas veces, 
cuando se les adjudica otros roles pasan a regirse por nuevos estatutos jurídicos. Como 
sucede cuando el abogado o la abogada ocupa un cargo como fiscal, juez o jueza, de-
fensor o defensora pública, funcionaria o funcionario público, trabajador o trabajadora 
dependiente, administrador o administradora de una empresa vinculada a área jurídica 
o por fuera de la misma, gerentes, o incluso cuando asume responsabilidades de tipo 
político. Además, ello ha ido evolucionando y lo seguirá haciendo. 

Aunque haya un núcleo duro de tareas que de una u otra manera siempre han 
hecho los abogados y abogadas, podría decirse, a mi criterio, que la profesión exige 
adaptabilidad y es, por ello, una profesión rebus sic stantibus, adaptable también a nue-
vas circunstancias (Binder, Fandiño, Fibla & del Solar, 2020, pp. 44-45), un ejemplo, es 
el caso de los cause lawyers en Brasil, esto es, abogados y abogadas que en las últimas 
décadas del siglo XX comenzaron a trabajar en ciertas causas populares o de derechos 
humanos de grupos vulnerables23.

En el siglo diecinueve, De Vicente y Caravantes (1856, p. 361), señaló que “Por 
abogado se entiende el profesor de jurisprudencia que con título de licenciado en De-
recho se dedica a defender en juicio, por escrito o de palabra, los intereses o causas de 
los litigantes”. 

A mediados del siglo veinte, Couture (1983, p. 58) definió abogado como: “Pro-
fesional universitario, con título hábil, a quien compete el consejo o asesoramiento en 
materia jurídica, la conciliación de las partes con intereses opuestos y el patrocinio de 
las causas que considere justas”. 

Hoy en día, comenzando a transitar el siglo veintiuno, el Diccionario panhispá-
nico del español jurídico, de la Real Academia Española (2020), define al abogado y abo-
gada como: 

Profesional del derecho cuya actividad, sometida a requisitos académicos 
y legales, puede consistir en prestar asesoramiento jurídico, dar forma a la 
voluntad de su cliente de modo que pueda producir efectos jurídicos (redac-
tando, por ejemplo convenios y acuerdos) o defender sus intereses represen-

23	 El caso de abogados y abogadas en organizaciones de derechos humanos en Colombia (García Villegas & Ceballos 
Bedoya, 2019, pp. 179-184).
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tándolos en negociaciones con terceros, en procedimientos administrativos 
y en juicios ante los tribunales.

Incluso, la evolución de la profesión escapa a lo que pueden llegar a decir ciertas 
definiciones, que no incluyen, por ejemplo, una mención necesaria a la actuación de los 
abogados y abogadas en procesos colectivos (con clientes de «tipo colectivo»), o en 
procesos ante tribunales o cortes regionales y/o internacionales24. 

Gelsi Bidart (2006, p. 198), resaltando algunas diferencias con la figura del juez 
o jueza, indicaba que el o la abogada, actúa tal vez en la mayor parte del ejercicio de su 
profesión fuera del proceso, incluso evitándolo, pero ambos tienen un destino común: 
servir a la justicia y al derecho. Sin embargo, más adelante agrega que no es infrecuente 
que se considere “al abogado como un opositor de la justicia, como alguien que con 
sus “enredos”, “leguleyerías” y “chicanas” impide que se haga justicia en el caso concreto” 
(Bidart, 2006, p. 203). Gelsi Bidart cierra su reflexión en esa obra y sobre ese punto (pp. 
203-204), enfatizando que el abogado y abogada es copartícipe en la búsqueda y rea-
lización de la justicia, un protagonista necesario, que ejerce un interés social relevante. 
Los y las abogadas son profesionales de la defensa jurídica, mientras que el juez y jueza 
son los profesionales de la síntesis jurídica en el caso concreto.

Desde el punto de vista de los honorarios, los clientes pagan por esas y otras 
tareas que hacen los abogados y abogadas. Hay que comenzar, pues, por dar una breve 
noción acerca de cómo se pueden conceptualizar dichos honorarios. 

En su momento, Couture (1983) lo definió como “Estipendio, retribución, forma 
de pago de los servicios que prestan los profesionales universitarios o personas cuya 
actividad, preferentemente intelectual, las hace acreedoras a especial distinción” (pp. 
315-316)25. 

En el caso de la actuación jurisdiccional, los honorarios pueden fijarse de ante-
mano o no fijarse, difiriendo esa cuestión para un momento temporal posterior. Podrá 
luego acordarse el honorario o, a falta de acuerdo, fijarse por un tercero (eventualmente, 
a nivel judicial). 

Se detectan muy diferentes formas de pactar honorarios, lo que podría tener 
relevancia, como en el caso uruguayo, a la hora de determinar cuál es la estructura pro-
cesal aplicable26. En algunos casos, y ya que las obligaciones del abogado o abogada 
son de aquellas que se conocen como de medios (esto es, básicamente, emplear la 
diligencia debida, que se le exige a un «profesional medio», para llevar a cabo la tarea 
asumida), se pactan en función del tiempo (horas que insume la labor profesional), en 
otras incide el prestigio del profesional consultado, a veces se estipula una suma prede-
terminada (variable, quizás, en función de las instancias o etapas que tenga el litigio), 

24	 Sin perjuicio de otras tareas (que podrían estar vinculadas, por ejemplo, a la divulgación y cultura jurídica): asesoramien-
to, prevención de litigios, asistencia, patrocinio o representación en la resolución alternativa o jurisdiccional de los con-
flictos. Véase, en ese sentido, y sin perjuicio de otras Declaraciones, Cartas o recopilaciones, los «Principios esenciales de 
la profesión de abogado» (Unión Internacional de Abogados, 2018).

25	 En cuanto a la etimología de la palabra, agrega Couture: “Voz culta moderna (siglo XVIII) tomada del francés honoraires 
que es también voz culta tomada del latín jurídico honorarium, -ii que en Vitruvio y Ulpiano ya significaba `derechos 
de las diferentes profesiones liberales .́ Se trata de la sustantivación del adjetivo honorarius, -a, -um (de honos, honoris 
`honor´), a través de la frase honorarium donum `presente honorario´ frecuente en la época imperial”.

26	 A modo ilustrativo, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2° Turno, en sentencia n° 138/2007, de 23 de mayo de 2007, 
expresó, en concordancia con la doctrina vernácula, que en el caso de honorarios concertados se debe acudir al proce-
so ordinario, mientras que el proceso especial de regulación de honorarios solo procede en ausencia de previo acuerdo 
o concierto de honorarios entre el abogado y su cliente.
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o se lo vincula a una chance, que viene dada por el eventual resultado positivo que se 
tenga en el litigio, etc. 

Con relación a esto último, la estipulación del pacto de cuota litis27 es según 
Couture (1983, p. 320) el convenio celebrado para retribuir los servicios del abogado 
o abogada, con un porcentaje (la mitad), del provecho económico que depare el liti-
gio28-29. 

Conforme señala Pereira Campos (2019, p. 154), el pacto de cuota litis es consi-
derado éticamente inaceptable en algunos ordenamientos jurídicos, por transformar al 
abogado en una especie de socio de su cliente. Existieron o existen el champerty30, con-
tingency fee, condictional fee, no cure no pay, no win no fee, etc. (a modo ilustrativo, Picardi, 
2019, p. 198). Mientras que en otros ordenamientos ha sido tradicionalmente aceptado 
sin mayor oposición (aunque se señala que, si son porcentajes peculiarmente elevados, 
ahí sí podrían resultar éticamente inadmisibles). A su vez, quienes defienden el instituto 
lo justifican en que facilitaría el acceso a los servicios jurídicos de aquellas personas con 
recursos económicos escasos (Pereira Campos, 2019, p. 156). 

Se encuentran también sistemas mixtos, en el que se acuerda una parte de ho-
norarios determinados (a satisfacer al comienzo o durante el proceso, y eventualmente a 
cuenta de futuros honorarios de éxito), independientemente de la «suerte en el litigio», 
y otra parte por determinar a futuro, o que se fija en función del resultado o éxito obte-
nido en el proceso. Esto último es un aspecto en el cual se detuvieron algunas y algunos 
de los entrevistados para la presente investigación, por las dificultades que pueden exis-
tir en ciertos casos concretos para mensurar ese éxito.

A modo de ejemplo, en Colombia, se ha señalado por parte de la profesora 
consultada, en respuesta al cuestionario que le fuera cursado, que los criterios para la 
fijación de honorarios no son vinculantes al no estar consagrados en una norma pro-
cesal de carácter especial, razón por la cual se está, en primer lugar, a lo pactado bajo 
condiciones de derecho privado. No obstante, en la jurisprudencia de la sección tercera 
del Consejo de Estado bajo la ponencia del Consejero Danilo Rojas (sentencia 34562, 
Ago. 1/16) se ha planteado la aplicación de tres sistemas para efectuar el cobro de los 
honorarios que se pacten, así:

1) Mediante el pacto de una suma fija, pagadera en tres contados: un 50 % 
a la firma del poder, un 30 % durante el trámite y el 20 % restante al terminar 

27	 Aquí no es el lugar para analizar la validez o no de estos acuerdos, cuestión en la que puede incidir legislación sustan-
tiva en materia civil, de protección de consumidores, de defensa de la competencia, etc. En Argentina, por ejemplo, el 
artículo 6 de la Ley N° 27.423, establece expresamente que se podrá celebrar el pacto de cuota litis, para cualquier tipo 
de proceso o caso, sin perjuicio de algunas reglas especiales (que, además, establece un tope de entre 30 y 40 % para 
dicho pacto).

28	 Véase, también, sobre los convenios de honorarios, los pactos de cuota litis, etc., entre otros, Arlas, 1985, pp. 107-108.
29	 Por supuesto que del análisis de esos contratos podrían desprenderse diferentes valoraciones de tipo sustantivo, por 

ejemplo, vinculadas a la inserción de ciertas cláusulas del contrato con el profesional que pudieran considerarse, desde 
el punto de vista de la legislación general y de consumo en particular, como abusivas. En ese sentido, la jurisprudencia 
española ha considerado nula por abusiva la cláusula del contrato que establecía que «si por cualquier circunstancia 
el cliente decidiera prescindir de los servicios de Abogados, los honorarios quedarán fijados en el quince por ciento 
del valor de su participación en la herencia», se argumentó que la cláusula producía un desequilibrio importante en los 
derechos y obligaciones contractuales ya que penaliza al cliente impidiéndole resolver unilateralmente el contrato con 
grave limitación de su derecho de defensa (cfr., Tribunal Supremo, sala primera de lo Civil, sentencia nº 203/2011).

30	 Según el diccionario Collins, en inglés británico: «(formerly) an illegal bargain between a party to litigation and an outsider 
whereby the latter agrees to pay for the action and thereby share in any proceeds recovered»; en inglés americano: «an act or 
proceeding by which a person who is not concerned in a lawsuit makes a bargain with one of the litigants to help maintain the 
costs of the suit in return for a share of any proceeds: illegal in most states».
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la gestión, o de acuerdo con lo pactado entre el abogado y el interesado. 
2) A través de la cuota Litis, que consiste en una participación económica, 
deducible por el abogado de los resultados económicos del proceso. Por lo 
general, esta cuota asciende al 50 % cuando el interesado apenas firma el 
poder y todo lo demás (viáticos, notificaciones, copias, etc.) corre por cuenta 
del abogado. De todas maneras, depende de un acuerdo suscrito entre el 
abogado y el poderdante, teniendo en cuenta factores como los riesgos del 
proceso, la interposición de recursos, etc. 3) Mediante un sistema mixto, con-
sistente en una suma fija y una participación en los resultados económicos 
favorables del proceso. Las costas judicialmente señaladas corresponden al 
cliente salvo estipulación contraria verbal o escrita, pero integran la base 
para fijar la cuota litis.

Por cierto, concurren contextos muy desafiantes para los abogados y abogadas 
que pueden estar originados en factores de diferente índole: incremento en la cantidad 
de profesionales (masividad, facilidad en el acceso a la educación universitaria); brechas 
como las ocasionadas por razones de género; inexistencia de una regulación y/o super-
visión del ejercicio profesional (por ejemplo, por ausencia de colegiación obligatoria 
y/o de acceso a exámenes para el ejercicio de la profesión, como sucede en Uruguay); 
crisis económicas, sanitarias, ambientales (a nivel local, regional o global); la utilización 
de la tecnología en la labor profesional extra jurisdiccional (que se podría denominar, 
tomando la terminología que se emplea en la medicina, como «tele-abogacía»)31 y en la 
gestión de los procesos jurisdiccionales; etc. 

Como muchas «industrias», resulta notorio que la legal se ve inmersa en la trans-
formación que se origina en la automatización o informatización de procesos y tareas, 
pero no está claro aún si los abogados y abogadas deben temerle a la tecnología (o al 
auge de la inteligencia artificial, por ejemplo). Claro que los abogados y abogadas de-
penden cada vez más de la tecnología, ello es indudable; sin embargo, se ha sostenido 
que no hay evidencias de que las máquinas inteligentes puedan sustituir en el futuro 
cercano a los abogados y abogadas (Markovic, 2019, p. 328).

El variado crisol de tareas o roles que asumen los abogados y abogadas hace 
que los impactos tecnológicos, así como los otros desafíos que se han mencionado, 
no sean homogéneos y que estos y estas profesionales lidien de diferente forma con la 
complejidad que generan esos contextos desafiantes. Lo que sí parece ser una constan-
te para las personas (a diferencia de las máquinas), y los abogados y abogadas no son la 
excepción, es el desvelo por la retribución de la tarea que llevan a cabo, y más en épocas 
de crisis. De ahí la importancia de pensar acerca de mecanismos efectivos que ayuden 
a tutelar los derechos de los abogados y abogadas, en particular, en cuanto a la remu-

31	 Binder, Fandiño, Fibla & del Solar (2020, p. 20), en informe redactado por Fibla & del Solar, destacan que el ejercicio 
profesional de la abogacía (como sucede, por supuesto, con otras profesiones), se encuentra recibiendo el impacto de 
nuevas formas de prestar servicios: “Sin duda existe un cierto tipo de consulta que perfectamente puede ser canalizada 
por estas vías y todas las nuevas plataformas de cobro por ese mismo medio facilitarían el problema siempre acuciante 
de los honorarios por dichas consultas”. Por su parte, Benfeld (2020, p. 12), señala que el uso de plataformas virtuales y 
redes sociales como elementos habituales del mercado legal, está forzando a los estudios jurídicos a trabajar en forma 
más estrecha con profesionales del mundo de la ingeniería, diseño y medios, de una manera que va mucho más allá de 
la promoción y publicidad de los servicios jurídicos. De esta sinergia, agrego, podría surgir, por ejemplo, el aprovecha-
miento de plataformas de pago de las consultas, asesoramientos, u honorarios profesionales generados en actividad 
litigiosa, transformando la percepción y/o cobranza de los honorarios.
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neración que permita su sustento individual y/o familiar, así como su desenvolvimiento 
profesional y social. 

2.5	 LA ONEROSIDAD Y LA GRATUIDAD DEL PROCESO

Desde el punto de vista del acceso a la justicia, los honorarios profesionales integran un 
paquete mucho más amplio de variables a considerar, que van desde factores culturales 
hasta económicos, pasando por otros de tipo tecnológico, educativo, idiomático, am-
biental, etc., que muchas veces se entrecruzan, generando barreras al acceso de justicia 
difíciles de sobrepasar. 

Desde el punto de vista del costo económico del proceso, los diferentes orde-
namientos jurídicos prevén algunas estrategias para que las partes con escasos medios 
económicos tengan acceso a los tribunales. Referiré, pues, a algunos ejemplos de Dere-
cho comparado.

A nivel constitucional, se pueden encontrar disposiciones que atienden a la 
temática del acceso a la justicia y/o a la gratuidad en materia procesal. Por ejemplo, 
en Chile, el artículo 19 n° 3 de su Constitución, prevé expresamente el derecho a la 
defensa jurídica (en la forma que la ley señale), aclarándose que ninguna autoridad o 
individuo podrá impedir, restringir o perturbar la debida intervención del letrado si hu-
biere sido requerida. Además, se establece que la ley arbitrará los medios para otorgar 
asesoramiento y defensa jurídica a quienes no puedan procurárselos por sí mismos32. En 
el ámbito penal, sin perjuicio de referir a la defensa jurídica de la víctima, se establece 
que toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser asistida por un 
abogado defensor proporcionado por el Estado si no nombrare uno en la oportunidad 
establecida por la ley. 

En Uruguay, el artículo 254 de la Constitución de la República cuenta con una 
regla específica en la materia, que dispone que la justicia será gratuita para los declara-
dos pobres con arreglo a la ley. 

Esa declaración de «pobreza» a la que alude la Constitución uruguaya, que tie-
ne como efecto jurídico significativo poder litigar sin tener que sufragar timbres y/o 
tributos, honorarios como los de peritos, etc., se debe tramitar por la estructura de los 
procesos voluntarios (según lo dispuesto expresamente por el artículo 406.1 del CGP). 
En el caso de los artículos 1 y 28 de la Ley de procesos laborales33, surge que se lo con-
sagra como un principio de dichos procesos. El establecer como principio la gratuidad 
permite considerar –con gran amplitud– que todas las actuaciones administrativas y 

32	 La Ley N°17.995, de 8 de mayo de 1981, creó –en Chile– las Corporaciones de Asistencia Judicial que tienen por finalidad 
prestar asistencia jurídica y judicial gratuita a personas de escasos recursos. A su vez, a nivel legislativo, el 3 de enero 
de 2021 se presentó un proyecto de ley de creación de un Servicio nacional de acceso a la justicia y la defensoría de las 
víctimas de delitos. En el mensaje que acompaña al citado proyecto se destaca la relevancia del acceso a la justicia, y 
se menciona –entre otros antecedentes– al Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) N° 16 y las Reglas de Brasilia sobre 
acceso a la justicia. 

33	 En lo que aquí interesa, el artículo 28 de la citada Ley de procesos laborales prevé: “(Gratuidad). De conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 1° de la presente ley, todas las actuaciones administrativas y judiciales serán gratuitas para la 
parte trabajadora, incluidos impuestos y tasas registrales y catastrales, expedición de testimonios de partidas del Regis-
tro de Estado Civil, certificados y sus legalizaciones”. Pero también en otros procesos se ha establecido expresamente la 
gratuidad a nivel legislativo (es el caso del artículo 11 del Código del Proceso Penal –CPP uruguayo).
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judiciales serán gratuitas para la parte trabajadora, incluidos impuestos y tasas regis-
trales y catastrales, expedición de testimonios de partidas del Registro de Estado Civil, 
certificados y sus legalizaciones34. Al tratarse de un principio de los procesos laborales, 
hace que su aplicación también corresponda al proceso o etapa –según la posición que 
se sostenga– de ejecución de las sentencias u otros títulos.

La ventaja de consagrar legalmente la gratuidad con dicha extensión le evita 
a la parte trabajadora el tener que tramitar, en el caso concreto, la denominada –en 
Uruguay– auxiliatoria de pobreza35, con los tiempos y las dificultades que ello le puede 
acarrear al trabajador. Esto se relaciona también con la naturaleza de lo pretendido por 
el trabajador (de contenido alimentario, en gran parte de los casos) y del objeto social de 
estos procesos. Sin duda, lo aquí dispuesto facilita el acceso a la justicia y a la obtención 
de la tutela jurisdiccional correspondiente. Según Becerra (2007, pp. 105-106), la gratui-
dad es consecuencia de la aplicación del principio de igualdad, que es el que tutela la 
gratuidad como equilibrador de las diferencias económicas en el proceso judicial, posi-
bilitando la postulación del trabajador36. Señala Murgas (2009, p. 256), que el principio 
de tutela en el proceso de trabajo se integra, a modo de ejemplo, con diferenciaciones 
en el trato que en el proceso la ley dispone a las partes, mencionando cuestiones que 
hacen a la gratuidad. Esa tutela importa –por ejemplo– el patrocinio legal gratuito y –se-
gún el autor citado– el de la no condena en costas al trabajador37. 

34	 Para un proceso laboral anterior a la vigencia de la Ley de procesos laborales uruguaya (Ley N°18.572 y modificativa), 
aunque incluyendo referencias a esta normativa, se analizó en una sentencia de interés si la parte trabajadora debía 
pagar ciertos «timbres» (que no son otra cosa que un tributo o paratributo, según el caso que se analice) al tiempo de 
presentar su libelo de demanda, utilizándose allí como parte de sus argumentos los principios de tutela del trabajo 
humano y de acceso a la justicia, en armonía con las normas de derecho positivo que en forma amplia exoneran al tra-
bajador de los gastos del proceso y sientan las bases para la construcción del principio de gratuidad, así como con otras 
reglas especiales de corte protector que han optado por darle un tratamiento desigual compensatorio de su natural 
desigualdad, sustantiva y por tanto, también procesal: «No puede soslayarse que, a pesar de que el presente trámite 
sigue las reglas del Código General del Proceso, al tiempo del dictado de la atacada ya había entrado en vigencia el 
nuevo ordenamiento procesal laboral que retroalimentando el proceso de conformación del principio de gratuidad, 
lo incluye como línea directriz (artículo 1), lo desarrolla (artículo 28) y lo sindica como regla de interpretación (artículo 
30) y de integración (artículo 31). Y, en tanto el principio de gratuidad en favor del trabajador parte procesal constituye 
una concreción del principio protector (artículo 53 de la Carta) a través de la técnica de tratar en forma desigual a los 
desiguales para aproximarse a la igualdad, debe entenderse que informa todas las reglas procesales, las reunidas en el 
Código General del Proceso y en otras disposiciones procesales, como la que se analiza en autos. (“Protección, igualdad, 
trabajo y proceso laboral.” Editorial. en Rev. Derecho Laboral N. 237 .p. 3; Couture, Eduardo J. Algunas nociones de Dere-
cho Procesal del Trabajo en “Estudios de Derecho procesal civil” Bs. As. 1948 t. I. .p. 275)…» (cfr., Tribunal de Apelaciones 
del Trabajo de 1° Turno, sent. n°258/2010).

35	 La cual tramita por la estructura del proceso voluntario (CGP, artículos 404 y 406), oyéndose –antes de adoptar deci-
sión– a la contraparte del gestionante en el proceso correspondiente. En Brasil, los artículos 99 a 102 del CPC regulan 
el pedido de gratuidad de la justicia; en Chile, por su parte, el CPC en sus artículos 129 y ss. también refiere al llamado 
«privilegio de pobreza», con un procedimiento especial que se sustancia con la citación de la parte contra quien litigue 
o haya de litigar el que solicita el privilegio. Colombia, en tanto, en sus artículos 151 a 158 de su CGP, regula el «amparo 
de pobreza». Sumando a esto, se ha destacado por parte de la profesora colombiana consultada a los efectos de la 
presente investigación, lo preceptuado en el artículo 1 de la Ley 583 de 2000, que busca el acceso a la administración 
de justicia bajo la representación que brindan las facultades de derecho a través de sus consultorios jurídicos, los cuales 
tiene la obligación de brindar apoyo social y jurídico a sectores de la población que se encuentran dentro de status 
socioeconómico incapaz de soportar el pago de honorarios (la normativa le ha asignado la posibilidad de llevar ciertos 
procesos). 

36	 Sin perjuicio de ello, señala el citado autor que no todos los casos son iguales y podría teorizarse si la protección debiese 
ser la misma para todo el espectro del trabajo. Asimismo, señala Becerra (2007, pp. 121 y 123) que la gratuidad debería 
abarcar a todo proceso fundado en relaciones de trabajo públicas o privadas (lo que se comparte, en aplicación de las 
reglas y/o principio de igualdad). 

37	 Sobre ese último aspecto, Varela-Méndez (2010, p. 67) ha destacado que el beneficio de la gratuidad se extiende al con-
cepto de costas del proceso del artículo 56.2 del CGP (cuando señala que para los auxiliares del tribunal que participen 
del proceso se deberá ocurrir a la asistencia de funcionarios públicos), aunque no se pronuncia expresamente sobre si 
es o no posible la condena en costas y costos al trabajador. Agrega Varela-Méndez (2010, p. 64) que el beneficio de la 
gratuidad sólo tiene aplicación en el proceso que versa sobre asuntos originados en conflictos individuales de trabajo 
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Un aspecto que ha sido destacado por los y las entrevistadas ha sido el atinente 
a las facilidades con que se cuenta en Uruguay para acceder a la defensa pública y gra-
tuita de calidad, a través de diferentes opciones que incluyen: 

•	 La defensa pública, organizada como una Dirección Nacional ubicada adminis-
trativamente dentro del Poder Judicial uruguayo (aspecto no exento de polé-
mica, si se piensa, por ejemplo, que la Fiscalía General de la Nación es, en Uru-
guay, un servicio descentralizado)38, conforme lo dispuesto en el artículo 239 
N° 6 de la Constitución de la República y en el artículo 398 Ley N° 17.930, sin 
perjuicio de otras normas de interés. Según información proporcionada por el 
Poder Judicial, existen en Uruguay 359 cargos ocupados en el escalafón de fun-
cionarios correspondiente a la defensa pública. Dentro de ese escalafón, según 
información a octubre de 2020, unos 92 cargos correspondían a defensores y 
defensoras públicas en Montevideo y 188 a defensores y defensoras públicas 
en el resto de los departamentos del país. Los requisitos económicos previstos 
reglamentariamente por la Suprema Corte de Justicia (Uruguay), para habilitar 
o para excluir la asistencia gratuita en las materias no penales, son los consa-
grados en los artículos 1 a 6 de la Acordada N° 7414, en los artículos 1 y 2 de la 
Acordada N° 7610 y en el artículo 1 de la Acordada N° 7807. Resumidamente, 
dichos requisitos establecen que podrán acudir a la defensa pública aquellas 
personas con ingresos aprox. entre U$S 300 y U$S 73539. En función de los datos 
y la información recabada a través de consultas realizadas a distintos servicios, 
así como por lo publicado en sitios web institucionales (fundamentalmente, en 
el del Poder Judicial uruguayo), es importante dejar consignado que se podría 
trabajar en mejorar la transparencia, haciendo más accesible y amigable ese u 

	 (artículo 7 de la LPL), por lo que «Si finalizado el proceso queda demostrada la inexistencia de la relación laboral invoca-
da, las partes de acuerdo con la distribución de las costas que se dispongan en la sentencia, estarán obligadas al pago 
de las mismas». El punto resulta interesante para la reflexión, ya que por un lado se podría entender que los artículos 
1 y 28 de la Ley de procesos laborales –relativos a la gratuidad– impiden la condena en costas y costos al trabajador, 
mientras que, por otro lado, se podría llegar a sostener que no se ha regulado expresamente el punto, y que por esa 
razón corresponde aplicar el régimen general del artículo 56 del CGP uruguayo.

38	 La Fiscalía General de la Nación se creó como servicio descentralizado, a través de la Ley N° 19.334, dejando de formar 
parte del Poder Ejecutivo, dónde se ubicaba formalmente, como una Unidad Ejecutora en el Ministerio de Educación 
y Cultura. Según Gamba (presidente de la Asociación de Defensores públicos del Uruguay), se señala que –a su crite-
rio– uno de los problemas que tiene el sistema es justamente el de su ubicación institucional (entiende que también 
debería ser un servicio descentralizado), y que el sistema político no visualiza la importancia de la defensa pública como 
protectora de los derechos de los más vulnerables. En la entrevista que se le efectuara, Gamba destaca la importancia 
de capacitar a los defensores en temas tales como migración, comunidad LGBTI, discapacidad, salud mental (cfr., Muji-
ca, 2021).

39	 Los valores de las bases de prestaciones y contribuciones se actualizan anualmente. El monto aquí consignado varía, 
también, en mérito a la cotización del dólar estadounidense en Uruguay. Concretamente, se establece a nivel de las 
Acordadas de la Suprema Corte de Justicia uruguaya, que accederán a la defensoría personas que carezcan de bienes 
de fortuna, no tengan familiares a su cargo, y cuyos ingresos mensuales no superen tres bases de prestaciones y contri-
buciones (aprox. U$S 315, a diciembre de 2020). Si el requirente es de estado civil casado o tiene obligaciones familiares 
a su cargo y siempre que carezca de bienes de fortuna será atendido si sus ingresos mensuales no superan las cinco 
bases de prestaciones y contribuciones (aprox. U$S 525, a diciembre de 2020). Este tope podrá ser aumentado en dos 
bases de prestaciones y contribuciones cuando el requirente abone un arrendamiento superior a U$S 300 (a valores de 
diciembre de 2020) o en su núcleo familiar figuren más de dos hijos menores de edad, pudiéndose llegar hasta una base 
de prestaciones y contribuciones más en casos excepcionales. No podrán ser tramitadas por las Defensorías Públicas 
los procesos sucesorios o disoluciones de sociedad conyugal cuando existan en el patrimonio bienes –sean muebles o 
inmuebles– cuyo valor real en conjunto supere las 200 Unidades Reajustables (aprox., U$S 6.000, a diciembre de 2020) o 
los interesados tengan un ingreso mayor al mencionado anteriormente. Todo reclamo judicial por créditos, de cualquier 
naturaleza, cuya suma supere el equivalente a las 190 Unidades Reajustables (aprox., U$S 5.700, a diciembre de 2020). A 
dichos efectos se tendrá en cuenta el valor de la cuota ava parte de los bienes que le corresponde al requirente de los 
servicios de la Defensoría.
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otro sitio web destinado específicamente a las Defensorías (quizás con otro di-
seño, complementándolo con redes sociales y/o una aplicación para teléfonos 
inteligente), y eventualmente, vinculándolo con más servicios en línea.

•	 Los consultorios jurídicos de la Facultad de Derecho de la Universidad de la Re-
pública40. Se podría decir, tal como ha sido destacado por algunos de los entre-
vistados y entrevistadas, que forman parte de la «defensa pública ampliada». 
Como venía diciendo, en el caso de la Facultad de Derecho de la Universidad de 
la República, se cuenta con 24 turnos (o grupos) de consultorios, 3 de ellos fuera 
de la capital del país. Según información publicada por la mencionada Facultad, 
los consultantes deben acreditar ingresos nominales mensuales no superiores a 
$U 36.000 (aproximadamente, U$S 825). Dichos grupos de consultorio jurídico 
atienden una temática muy variada, llevando a cabo una tarea muy importante 
para las personas y la comunidad en la que actúan. Sin desconocer que todas 
las áreas son muy relevantes (tanto en lo atinente a la materia penal como no 
penal), en los últimos tiempos se ha destacado –al menos desde el punto de 
vista de su repercusión en la prensa– la litigación vinculada a amparos de medi-
camentos41. 

•	 Los consultorios jurídicos barriales (descentralizados), organizados por el Centro 
de Estudiantes de Derecho de la Facultad de Derecho de la Universidad de la Re-
pública (Uruguay), en convenio con el Ministerio de Desarrollo Social (Uruguay). 
Según información al año 2020, se trata de 31 consultorios desperdigados en el 
territorio (13 en Montevideo, 18 en otros departamentos)42. 

40	 Sin perjuicio de otros consultorios en universidades privadas, que tienen una menor dimensión respecto de los que 
aquí se mencionan. Por ejemplo, en el caso de la Facultad de Derecho de la Universidad Católica del Uruguay, se trata 
de un consultorio que funciona en Montevideo (https://ucu.edu.uy/es/consultorio-juridico-distancia).

41	 Según surge recogido en la prensa (Muñoz, 2019) el Dr. Juan Ceretta –responsable de la clínica de litigio estratégico en 
la Facultad de Derecho de la Universidad de la República (Uruguay)– ha manifestado públicamente que: «En 2012 pre-
sentaron 12 acciones de amparo, y la tendencia ha sido creciente: en 2018 fueron 220 y en 2019 se superó esa cantidad. 
“Estamos promoviendo más de un juicio de amparo por día, es decir, más de 30 por mes”».

42	 Centro de Estudiantes de Derecho. https://cedfeuu.edu.uy/consultorios-juridicos/
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3. La reforma procesal civil introducida por 
el Código General del Proceso uruguayo, 
leyes extra-Código y las referencias a los 
honorarios de los y las abogadas

En el presente capítulo destaco tres aspectos de la realidad uruguaya que pueden ser de 
interés desde el punto de vista comparado. 

El primero, tiene que ver con la regulación en materia de condenas procesa-
les, en donde Uruguay ha optado por un régimen predominantemente subjetivo. Allí 
referiré a algunos problemas que se han detectado jurisprudencialmente, como ser el 
de la titularidad del crédito. Un segundo apartado lo dedicaré a lo que se ha calificado 
de «sanción de pérdida del derecho al cobro de honorarios», prevista para algunos su-
puestos de litigación maliciosa ante la Suprema Corte de Justicia uruguaya, en casos de 
inconstitucionalidad. Por último, aludiré a la fijación y cobro de honorarios profesionales 
en Uruguay. Describiré las diferentes estructuras procesales que refieren a pretensiones 
de regulación o cobro de honorarios, para más adelante, en el apartado siguiente, anali-
zar algunas enseñanzas que ha dejado su aplicación, comparando la situación uruguaya 
con la de algunos otros ordenamientos jurídicos de Latinoamérica.

3.1	 REGULACIÓN EN MATERIA DE CONDENAS PROCESALES

Sucintamente, pues no es el objeto central de la presente investigación, el régimen de 
condenas procesales en Uruguay presenta algunas particularidades propias de un siste-
ma de responsabilidad predominantemente subjetivo para la imposición de las conde-
nas procesales (básicamente, Código Civil, artículo 688 y CGP, artículo 56), por el cual se 
distribuye entre los litigantes (las costas y costos del proceso judicial), en virtud de lo que 
fue la conducta procesal en el caso concreto (sin perjuicio de algunas excepciones)43. Se 
dice predominantemente de corte subjetivo, pues existen hipótesis de condenas pre-
ceptivas, como en los procesos ejecutivos y de ejecución (véase, principalmente, CGP 
uruguayo, artículos 354.1, 358.4, 392).

43	 A modo de aclaración terminológica, conforme el artículo 56 del CGP uruguayo (en redacción dada por la Ley N° 
19.090), se consideran costas todos los tributos, incluidos el del pago de la vicésima, así como los honorarios de los pe-
ritos, depositarios, tasadores y demás auxiliares del tribunal, así como todo otro gasto necesario debidamente acredita-
do. En cambio, se consideran costos, los honorarios de los abogados o abogadas y de los procuradores. Como advierten 
Vescovi et. al. (1993, p. 220), esta distinción se encuentra abandonada en el Derecho comparado, en la que –bajo una 
única denominación de costas– se incluye ambos conceptos o gastos ocasionados en razón del litigio. En ese sentido, 
la conceptualización varía en otros ordenamientos relevados a estos efectos, como ser el caso del chileno, que en el ar-
tículo 139 de su CPC distingue entre costas procesales y personales: las primeras, son aquellas causadas en la formación 
del proceso y que correspondan a servicios estimados en los aranceles judiciales; las segundas, son las provenientes de 
los honorarios de los abogados y demás personas que hayan intervenido en el negocio, y de los defensores públicos, 
eventualmente.
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Se puede justificar un sistema de esta naturaleza desde el punto de vista de 
favorecer el acceso a la justicia, para evitar el temor de iniciar un proceso judicial cuyo 
resultado puede ser incierto, ya que la obtención de una decisión favorable al actor o 
demandante depende de varios factores desde el punto de vista fáctico, probatorio y 
jurídico. Curiosamente, el acceso a la justicia, como se dirá, también es un argumento 
que sirve para justificar el otro sistema (esto es, el de quien pierde paga).

En las entrevistas realizadas oportunamente se destacó la necesidad de eva-
luar algunas de estas soluciones del CGP uruguayo, el cual se ha apartado de lo que 
fue el antecedente del Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica (CPCMI), que 
en su artículo 66 previó como regla que se condena al vencido en el incidente o en el 
proceso a pagar al vencedor todas las costas y demás gastos (i.e., un sistema predo-
minantemente de responsabilidad objetiva, con excepciones recogidas en el artículo 
67 del CPCMI). Sistemas de corte objetivo son empleados en otros ordenamientos 
jurídicos, como es –a modo ilustrativo– el brasileño (en lo pertinente, artículo 85 del 
CPC, con relación a honorarios del abogado o abogada del vencedor, a cargo del 
vencido); o el chileno, que en su artículo 144 del CPC dispone que la parte que sea 
vencida totalmente en un juicio o en un incidente, será condenada al pago de las 
costas (sin perjuicio de los matices que se agregan luego, y que permiten a los jueces 
y juezas apartarse de esas reglas). La justificación de estos sistemas (Correa Robles & 
Pino Emhart, 2020, p. 87) cumple una doble función en el proceso civil: por una parte, 
permite resarcir a la parte vencedora los gastos en que haya incurrido como conse-
cuencia del litigio; y por la otra, una función regulatoria de la litigación, que desincen-
tiva o sanciona la litigación frívola o temeraria44. 

Por último, vale enfatizar un punto que ha generado algunas confusiones en la 
práctica profesional de algunos abogados y abogadas, y que la jurisprudencia uruguaya 
ha pretendido clarificar a la luz de la regulación local: el titular de la condena procesal es 
la parte y no el abogado o abogada. 

A modo ilustrativo de lo que es esa línea jurisprudencial, se puede citar lo ex-
presado por el Tribunal de Apelaciones del Trabajo de 1° Turno, en sentencia n° 23/2018, 
Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2° Turno, sentencias n° 93/2019 y n° 202/2018, y 
antes por el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 4° Turno, sentencia n° 284/2008 (que 
sirve de base conceptual de fallos posteriores): el titular del crédito (por concepto de 
costos) es la parte (sustancial o material, como la denominan algunos) y no el letrado 
patrocinante quien ningún derecho de crédito (ni aún por honorarios) tiene frente a la 
contraria. Si bien el letrado puede actuar como sustituto procesal, ello solamente le está 
admitido en la ley si no se le han pagado sus honorarios y cuenta con la conformidad o 
noticia de su cliente sobre la procedencia del cobro directo al deudor. La relación crédi-
to-deuda (por honorarios) entre cliente y abogado u abogada resulta completamente 
independiente del vínculo crédito-deuda (por costas y costos) entre las partes del pro-

44	 Según (Correa Robles & Pino Emhart, p. 87) “… la amenaza de una efectiva condena en costas al final del proceso de-
biese –a lo menos– disuadir la proliferación de procesos carentes de seriedad; el riesgo de tener que pagar los gastos 
frenará en gran parte la manía de litigar”. Pero, cuidado, como también lo reconocen esos autores (ob. cit., p. 88), una 
consagración severa de ese sistema también podría significar un freno o un obstáculo muy importante al acceso a la 
justicia, especialmente de litigantes ocasionales o de algún modo vulnerables (sino se contrarresta con otras medidas). 
Como fue dicho, también se puede justificar la imposición de la regla conocida como «el que pierde paga» como 
determinante desde el punto de vista del acceso a la justicia, pues le asegura a cualquier demandante la posibilidad de 
acudir a la justicia, sin que los costos en que incurra para ejercer sus derechos sean en último término obstáculo para 
ello (Correa Robles & Pino Emhart, p. 87).
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ceso45. A su vez, se ha destacado que la condena en costas y costos hace nacer en la 
parte sustancial un derecho de crédito, constituye una sanción y no tiene como origen 
que se haya generado o no honorarios.

También ha dicho el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 7° Turno, en senten-
cia n° 118/2016 (jurisprudencia que reitera en sentencia n° 26/2018, entre otras), que 
el principio es que los honorarios de los abogados y abogadas deben ser sufragados 
por sus clientes, y sólo se «quiebra» ese principio ante casos especiales en los que así 
lo dispone expresamente la ley. El caso refería a un abogado (que había patrocinado a 
un acreedor que había solicitado y obtenido el concurso necesario de un deudor) que 
pretendía que sus honorarios se integraran como un crédito contra la masa, cuando 
ello no ha sido previsto expresamente por la normativa concursal. Agrega el men-
cionado Tribunal que el acreedor instante tiene ciertas prerrogativas en el proceso 
concursal por el hecho de haberlo instado, pero entre ellas no se encuentra que deba 
la masa del concurso abonar los honorarios de su abogado u abogada, ni tiene éste 
el derecho de reclamarlos o a cobrarlos de la masa como costos de dicho proceso 
concursal.

De alguna manera, el punto ha sido objeto de consideración por parte de algu-
nos entrevistados y entrevistadas, que advirtieron acerca de “la importancia de dejar en 
claro estos conceptos con el cliente, desde la primera entrevista, para plantearle todas 
las posibilidades, inclusive las que se generan con las condenas procesales”. Eventual-
mente, pactando con el cliente acerca de a quien beneficiará el producido de una even-
tual condena en costas y costos. 

Existió coincidencia en algunos entrevistados y entrevistadas, en cuanto a que 
se debería explicitar de antemano quién tiene derecho a esa condena. Se planteó la 
necesidad, además, de pensar en soluciones normativas para casos en los que ha inter-
venido más de un abogado y abogada, consagrándose, por ejemplo, una solidaridad 
activa, para que cualquiera profesional pueda promover el proceso contra el condenado 
en costos. Asimismo, se planteó la necesidad de pensar en la legitimación alternativa de 
profesionales organizados, que podría corresponder a los abogados o abogadas, o bien 
a las firmas o sociedades que nuclean a esos profesionales.

3.2	 SANCIÓN DE PÉRDIDA DEL DERECHO AL COBRO DE HONORARIOS46 

Del relevamiento jurisprudencial de sentencias de la Suprema Corte de Justicia corres-
pondiente al período diciembre de 1990 - diciembre de 2020, utilizando como criterio 
de búsqueda la referencia a la «pérdida de derecho a percibir honorarios», que se en-
cuentran publicadas en la Base de Jurisprudencia Nacional de Uruguay, se extrae que 

45	 Esta parecería ser también la solución que en su momento previó el artículo 139 del CPC chileno, en su inciso final, al 
disponer que el honorario pertenecerá a la parte a cuyo favor se decretó la condenación en costas; pero si el abogado 
u abogada lo percibe por cualquier motivo, se imputará al que se haya estipulado o al que deba corresponderle.

46	 En el caso uruguayo, el CGP prevé la pérdida del derecho a percibir honorarios como sanción a los abogados y aboga-
das, en aquellos casos en que se hubiese promovido la declaración de inconstitucionalidad de una ley, y se considerara 
especialmente que existe malicia temeraria (esto es, cuando del planteamiento de la cuestión que debe ser resuelta por 
la Suprema Corte de Justicia, surja de forma manifiesta que el propósito ha sido entorpecer o retardar los procedimien-
tos respectivos). De esa manera, se establece una regla especial en materia de conducta de los litigantes, que repercute 
en el Estatuto del abogado.
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se impuso la sanción en 39 oportunidades. 20 de las cuales corresponden al año 2000, 
mientras que 3 sentencias fueron dictadas en el año 2020.

La motivación o fundamentación que emplea la Corte para aplicar la sanción 
es relativamente escueta. Así, en las sentencias dictadas en el 2020, en las que aplicó la 
sanción, la argumentación de la Corte consistió en lo siguiente: 

En el presente caso, se advierte que lo pretendido por la parte ejecutada tiene 
una finalidad evidentemente dilatoria del proceso, en función de lo cual co-
rresponde imponer la condena al pago de las costas y costos y la pérdida del 
derecho al cobro de honorarios por parte de su letrado patrocinante (artí-
culo 523 del C.G.P.). (cfr., Suprema Corte de Justicia, sentencia n°1079/2020).
Finalmente, corresponde precisar que la excepción de inconstitucionalidad 
fue formulada por la parte demandada en el proceso de desalojo con la no-
toria finalidad de entorpecer o retardar el procedimiento, lo que demuestra 
un proceder teñido de malicia temeraria; en razón de lo cual, atento a lo 
dispuesto en el artículo 523 del C.G.P., se aplicarán a la excepcionante las 
máximas sanciones procesales, así como la pérdida del derecho a percibir 
honorarios por parte de su letrado patrocinante… (cfr., Suprema Corte de 
Justicia, sentencia n° 142/2020).
En conclusión, corresponde imponer las costas a cargo de los excepcionan-
tes por ser de precepto (artículo 523 C.G.P.). Asimismo y atento al planteo 
formulado con una evidente finalidad dilatoria, el día antes de la audiencia 
convocada, con ligereza total y con desconocimiento de cuestiones elemen-
tales de la ley concursal amerita las máximas sanciones procesales previstas 
en el artículo 523 del C.G.P., esto es, los costos y la pérdida del derecho a per-
cibir honorarios al letrado patrocinante (artículo 523 C.G.P. y 688 C.C.). (cfr., 
Suprema Corte de Justicia, sentencia n° 85/2020).

Algunos de los entrevistados y entrevistadas han planteado dudas respecto de 
su constitucionalidad, sin desconocer que sí debería haber sanciones para los casos en 
que el ejercicio profesional se aparta de pautas éticas y de la moralidad en el proceso.

3.3	 FIJACIÓN Y COBRO DE HONORARIOS 

En cuanto a las estructuras procesales en Uruguay, se puede señalar que la forma de 
determinación de los honorarios importará para establecer a su vez el track a seguir 
para regular y/o cobrar dichos honorarios (González Miragaya & Soba Bracesco, 2011). 
A saber:

i.	 proceso ejecutivo: si hay un convenio suscrito, entre abogado o abogada y 
cliente, y del mismo surge la obligación de pagar cantidad de dinero líquida 
(o fácilmente liquidable) y exigible (no sometida a plazo ni condición), se po-
dría configurar un título ejecutivo, siempre que se cumpla con todos los otros 
requisitos (CGP uruguayo, artículo 353, entre otros). Por ejemplo, en negocios 
sinalagmáticos, el del cumplimiento de la obligación correspectiva por parte 
del abogado o abogada, sobre el requisito del cumplimiento de la obligación 
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correspectiva (Valentin, 2014, pp. 297-299). Con relación a la firma del obligado 
en instrumentos privados, bien se puede proceder al reconocimiento judicial de 
la misma o estar ante el supuesto de firmas consignadas ante escribano público 
(o ratificada ante escribano). Si se niega la autenticidad de la firma, corresponde-
rá acudir al proceso ordinario, ya que no se cumplirían con todos los requisitos 
previstos para la configuración del título ejecutivo.

	 A modo de ejemplo, como modelo de cláusula que habilitaría un proceso eje-
cutivo en un determinado contrato de prestación de servicios profesionales (de 
cumplirse con todos los requisitos, insisto, para la configuración del título)47, se 
podría proponer el siguiente: 

	 El cliente se obliga a pagar la suma de $/U$S ………, el día ………, por concep-
to de honorarios profesionales. Dicha suma de dinero líquida, será plenamente 
exigible a partir del día referido. En caso de no pagarse la suma señalada en la 
fecha establecida, las partes acuerdan y dan su plena conformidad para que 
el presente documento, suscrito por el cliente, constituya título ejecutivo (CGP, 
artículo 353 n° 3).

ii.	 proceso de ejecución (vía de apremio): siguiendo a Abal Oliú (1992, p. 129), se 
puede pensar en el caso de que los honorarios hubiesen sido concertados en 
una transacción homologada judicialmente, lo que constituye título de ejecu-
ción (CGP uruguayo, artículo 377). También en el caso de sentencia que conten-
ga una condena en costos, la parte gananciosa tendrá un título de ejecución 
que le da la posibilidad de iniciar la vía de apremio. En este caso, siendo una 
condena a suma ilíquida, en forma previa, dicha parte deberá acudir a la vía de 
liquidación prevista en el artículo 378 del CGP uruguayo.

iii.	 proceso (especial, de tipo sumario) previsto por el artículo 144 de la Ley N° 
15.750 (LOT): si se cumplen los presupuestos previstos por dicha disposición 
extra CGP se puede acudir a esa estructura especial (la cual se ha reconocido 
como vigente, con posterioridad a la aprobación del CGP uruguayo, en mérito a 
lo dispuesto expresamente en el artículo 546 lit. f de dicho Código). 

	 El inciso segundo del artículo 144 de la Ley N° 15.750 comienza señalando –en 
su segundo inciso– que “Los honorarios generados en actividad judicial que no 
hayan sido concertados, serán regulados…”. Del giro transcripto se desprende 
la existencia de dos presupuestos especiales para este proceso, que si bien son 
diferentes en sí mismos deben verificarse en forma acumulativa, pues en caso 
de faltar uno de ellos resultará improcedente tal proceso y, por lo tanto, deberá 
acudirse a otra vía procesal, que de principio será la ordinaria. El primer presu-
puesto que se destaca es el de que los honorarios profesionales se deben haber 
generado en actividad judicial; el segundo de los presupuestos especiales es 
que no hubiesen sido concertados previamente (González Miragaya & Soba Bra-
cesco, 2011)48. 

47	 Así lo ha admitido la jurisprudencia, aunque rechazándolo para un caso concreto por no reunir todos los requisitos: “La 
Sala tiene por criterio que las obligaciones emergentes de un contrato bilateral, en que puede incluirse el involucrado 
como documento privado de reconocimiento de obligación (Sent. Nº 23, 51, 116/02), son hábiles para constituir título 
ejecutivo con sustento en la previsión del artículo 353 núm. 3 CGP, pero, para el caso, no reúne las notas de liquidez y 
exigibilidad al encontrarse dependiendo de los procesos regulatorios correspondientes” (Tribunal de Apelaciones en lo 
Civil de 4° Turno, sentencia n° 310/2007).

48	 Con relación a ese segundo presupuesto especial del proceso uruguayo de regulación de honorarios, el inciso primero 
del citado artículo 144 de la Ley N° 15.750 dispone que, en caso de existir acuerdo entre abogado o abogada y cliente, 
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	 Ahora bien, la actividad extrajudicial también se puede encontrar vinculada a la 
judicial y tradicionalmente, se ha admitido por la doctrina, conjuntamente con 
la regulación de honorarios generados en actividad judicial, la correspondien-
te a servicios extrajudiciales que guarden conexión directa con aquellos (Arlas, 
1985, p. 117; Fresia & Yamgotchian, 1989, p. 346; Teitelbaum, 1984, p. 190).

	 Desde el punto de vista estructural, se destaca como particularidad, la mezcla 
que se hace en su diseño de técnicas que se podrían asimilar al monitorio y a los 
incidentes (en ambos casos, sin ser un monitorio ni un incidente).

iv.	 proceso ordinario: se trata de la estructura procesal residual que aplica cuando 
el legislador no ha consagrado una estructura especial para tramitar la preten-
sión, y no procede ninguna de las estructuras antes referidas (CGP uruguayo, ar-
tículo 348). En el caso uruguayo, y como ha surgido de las entrevistas, el proceso 
ordinario aplica, por ejemplo, para aquellos supuestos en los que sí hay pacto 
escrito entre el abogado o abogada y el cliente. Se ha entendido por parte de 
algún entrevistado/a que esa disquisición del legislador no se encuentra jus-
tificada en el plano procesal, y hasta “resulta paradojal porque la estructura es 
diferencial sólo cuando no está pactado por escrito”, esto es, en casos que se 
podría considerar que ofrecen menor fehaciencia que aquellos en los que hay 
respaldo documental. También se destacó que “tampoco se prevé en el artículo 
144 de la Ley N° 15.750 qué sucede con el asesoramiento extrajudicial (incluso, 
en actividades vinculadas a lo jurisdiccional) o la actividad administrativa”, lo que 
se entendió –por parte de los entrevistados y entrevistadas en cuestión– como 
no razonable.

Si bien el Código General del Proceso uruguayo, inspirado en gran medida por 
el Código Procesal Civil Modelo para Iberoamérica (CPCMI), cambió, sin duda alguna, el 
ejercicio de las profesiones jurídicas y la resolución de los conflictos civiles en el país49, 

	 el mismo deberá ser probado por escrito (en Argentina, acontece algo similar con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 
N° 27.423 el cual expresa “El contrato se efectivizará por escrito y no admitirá otra prueba de su existencia que la exhi-
bición del propio documento o el reconocimiento de la parte obligada al pago de honorarios”). Es decir, que no basta 
con señalar que existió tal o cual convenio de honorarios, sino que, si ello se invoca, como oposición o defensa, deberá 
ser probado de determinada forma, existiendo por lo tanto una limitación probatoria sobre ese extremo, destinada 
obviamente a evitar que se frustre la celeridad que se pretende obtener con esta estructura. En caso de resultar probada 
idóneamente la concertación de honorarios, su regulación deberá obtenerse por otra vía, seguramente la ordinaria.

	 Para Teitelbaum (1984, p. 189) la mencionada exigencia de prueba por escrito “… no se trata de un requisito de solemni-
dad sino de prueba, que puede ser suplido por la Confesión y el principio de prueba por escrito (artículos 1609 y 1598 C. 
Civil)”. También se podría entender que la condena en costos es un presupuesto –independiente de los anteriores– que 
habilita acudir en algunos casos a esta estructura procesal especial para obtener la regulación de los honorarios del 
letrado patrocinante en el proceso en el cual recayó la sentencia con condenación causídica (González Miragaya & Soba 
Bracesco, 2011). La parte beneficiada por dicha condena puede pedir la regulación de los honorarios como liquidación 
de una condena ilíquida y posteriormente acudir a la vía de apremio, o acudir al proceso regulado por el multicitado 
artículo 144. A su vez, esta norma habilita al abogado de dicha parte a pedir la regulación de sus honorarios y en ese 
caso, deberá hacerlo contra su asistido y también contra la contraparte del mismo que hubiese sido condenada en 
costos. Asimismo, el propio condenado en costos puede acudir a este proceso especial para regular los honorarios en 
tanto interesado en el pago de los costos a los cuales resultó condenado.

49	 Básicamente, ello se debió a su regulación del proceso por audiencia, el despacho saneador, la consagración de prin-
cipios procesales y reglas técnicas de gran incidencia para la eficiente administración de justicia y la tutela de los de-
rechos sustanciales de las personas (como ser, la oralidad, la inmediación, la concentración, el impulso procesal), la 
referencias a la conciliación previa e intraprocesal, así como la reducción y simplificación de las estructuras procesales 
(entre las que se incluyen las exitosas experiencias de los procesos monitorios en general, y de los procesos ejecutivos 
en particular), etc. El CGP ha dejado numerosas y positivas lecciones a los juristas en general, siendo un hito para la 
organización de la justicia civil, posibilitando que con el transcurso de los años la misma haya logrado ubicarse en muy 
buenas posiciones en rankings internacionales. En ese sentido, véase el índice anual “Estado de Derecho” del World 
Justice Project. Uruguay se ubica en el puesto n° 16 en lo que refiere a justicia civil. Cfr., World Justice Project (2020), p. 28.
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se han detectado a partir de las entrevistas efectuadas para elaborar la presente investi-
gación y de los relevamientos jurisprudenciales realizados, algunos puntos deficitarios o 
polémicos que podrían servir de base a nuevos debates y nuevas reformas legislativas, 
con el afán de mejorar el ejercicio de la profesión y el funcionamiento del servicio de 
justicia. 

En ese sentido, como un punto polémico, o al menos, con visiones encontra-
das entre entrevistados y entrevistadas, se detectó la necesidad de discutir acerca de la 
consagración de una regla que, a texto expreso, prevea un título ejecutivo especial para 
la factura de venta de servicios. Algunos entendieron que los instrumentos existentes 
son suficientes, sólo que en ocasiones no se utilizan correctamente; otros ven necesa-
rio consagrar expresamente el título ejecutivo correspondiente a la factura de venta 
de servicios50. También se reclamó la posibilidad de crear un título ejecutivo especial, 
configurado a partir de la presentación de ciertas actuaciones judiciales, que habilitaran 
acudir a la vía monitoria-ejecutiva en caso de impago de honorarios. 

Asimismo, los entrevistados y entrevistadas plantearon algunas carencias de 
la regulación uruguaya, como ser la ausencia de un mecanismo procesal que permita 
obtener anticipos de honorarios y/o la ausencia de un mecanismo cautelar especial, 
dado que a veces el único activo es la liquidez de lo que obtuvo en el juicio en el que 
se generaron los honorarios profesionales. Con relación al anticipo de honorarios, y/o 
resoluciones que dejaran consignado una declaración intermedia de que hay un dere-
cho que se generó, se planteó, incluso, la utilización como referencia de la regulación de 
los honorarios de los peritos. En ese sentido, el artículo 185.3 del CGP uruguayo prevé 
que, en aquellos peritajes solicitados por las partes, se deberá consignar previamente 
una suma adecuada que fijará el tribunal para garantizar el pago de honorarios y gastos. 
Pero ello sería viable en casos en los que se impusiera normativamente el anticipo, en 
particular por no existir previo conocimiento entre el cliente y el abogado o abogada 
(abogado o abogada de oficio designado por el tribunal), siendo más discutible la inje-
rencia en aquellos casos en los que hay una relación de confianza y un vínculo previo 
entre abogado o abogada y cliente.

50	 La factura permite documentar sucintamente el concepto por el cual se generaron los honorarios profesionales, así 
como el monto de los mismos (y los tributos correspondientes). Eventualmente, puede ser factura a crédito o al con-
tado. Ahora bien, diversos profesionales emiten facturas por sus servicios, entre ellos, los abogados y abogadas; sin 
embargo, en Uruguay, dicho documento no ha sido incluido a texto expreso entre los títulos ejecutivos. El CGP urugua-
yo en su artículo 353 n° 5 refiere puntualmente a la factura de venta de mercaderías (tradicional o como documento 
electrónico – Ley N° 19.671), mas no a la factura de venta de servicio. En la jurisprudencia, se ubican pronunciamientos 
en contra a su admisibilidad: Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 7°, sentencia n° 3/2015, y antes sentencia n° 253/2008. 
En el primero de los fallos citados se indica: “los documentos… consistentes en facturas que documentan adeudos por 
servicios y trabajo no encuadran en el elenco de títulos ejecutivos según lo dispuesto por el artículo 353 numeral 3 del 
Código General del Proceso” (se refiere también a que la Ley N° 19.090 –que modificó el CGP– conocía de la discusión 
y no hizo referencia expresa a estas facturas). En jurisprudencia y doctrina se ha entendido admisible la configuración 
del título ejecutivo con la factura de venta de servicios (ingresando en el artículo 353 n° 3 del CGP, como documento 
privado, siempre que se cumpla el resto de los requisitos): Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 2° Turno, sentencia n° 
53/2010. (Landoni et. al., 2012, pp. 1543, 1545; Valentin, 2014, pp. 301-302) 



PARTE II 75     

3.4	 OTRAS LECCIONES EN MATERIA DE HONORARIOS PROFESIONALES 
EN EL PROCESO CIVIL URUGUAYO. ESTUDIO DE CASOS, APORTES 
DE ACADÉMICOS Y REFERENCIA A LA EXPERIENCIA DE ABOGADOS Y 
ABOGADAS LITIGANTES

Del relevamiento jurisprudencial de cuarenta y dos sentencias que se ubicaron me-
diante la búsqueda selectiva de «honorarios abogado» (en el período diciembre-2015, 
diciembre-2020), en la Base de Jurisprudencia Nacional (Uruguay), se extraen algunas 
lecciones y hallazgos interesantes sobre la temática que nos ocupa:

3.4.1	 Lecciones en cuanto a la aplicación del Arancel del Colegio de Abogados 
del Uruguay por parte de las sentencias que regulan honorarios profesio-
nales

Del total de esas cuarenta y dos sentencias relevadas a los efectos de analizar 
la aplicación del Arancel del Colegio de Abogados por parte de la jurisprudencia de los 
Tribunales de Apelaciones y la Suprema Corte de Justicia (que no necesariamente co-
rresponden a procesos de regulación de honorarios, sino –como se ha dicho– al criterio 
de búsqueda más amplio antes mencionado), sólo en ocho de ellas se sostiene explí-
citamente que el citado Arancel no es vinculante para los jueces y juezas. Sin embar-
go, no se encontró ningún caso que asignase naturaleza vinculante al referido Arancel, 
reforzando así la idea de discrecionalidad o subjetividad de los jueces y juezas que se 
maneja en otras partes de la presente investigación (no obstante, la referencia a algún 
caso puntual que se cita más adelante en el presente apartado, en el cual el precio de 
costumbre tiende a coincidir con la fijación arancelaria del honorario).

Ese carácter preceptivo o vinculante debería venir dado expresamente por la 
ley. De ahí que, para el futuro, sea pertinente debatir acerca de alguna reforma legislativa 
en Uruguay, que refiera a la fijación y regulación de honorarios de abogados y aboga-
das, junto con el debate más profundo y necesario –como ha surgido de las entrevistas 
realizadas oportunamente a efectos de la presente investigación– de la colegiación obli-
gatoria51. Precisamente, en informe redactado por Fibla & del Solar (Binder, Fandiño, Fibla 
& del Solar, 2020, pp. 140-141), se destaca como uno de los beneficios de la colegiación 
obligatoria el contar con un registro de los y las abogadas que detentan dicha calidad 
y se encuentran en ejercicio activo de sus funciones. Esa mejora en la accesibilidad a la 
información sobre el mercado de servicios legales “constituye un mecanismo preventivo 
para la calidad de los servicios profesionales, al disminuir la barrera de información en 
torno a un elemento tan esencial como es el valor de los servicios jurídicos”. Similares 
ideas fueron expresadas por parte de los entrevistados y entrevistadas, destacando tam-
bién el vínculo que existe entre la protección de los honorarios de los profesionales, y 
la valorización de la profesión (concretamente, la actuación ética de los abogados y 
abogadas): 

51	 Con relación a la colegiación obligatoria en Uruguay, algunos entrevistados y entrevistadas han destacado la importan-
cia de avanzar por ese camino, al igual que otras profesiones (como las y los veterinarios y las y los médicos, que cuentan 
con colegiatura obligatoria reconocida a nivel legal: Ley N° 19.258 y Ley N° 18.591, respectivamente). 
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Si se es más exigente con la profesión, luego se puede exigir más protección 
de los honorarios (en su valor y dignidad). Es una necesidad no de la aboga-
cía, sino una necesidad general. De ahí la relevancia de la institucionalidad 
en materia de colegiación.

Se señala por parte de la jurisprudencia uruguaya lo dicho: no surge expresa-
mente que sea obligatorio seguir el arancel por parte de los jueces, pero sí se lo puede 
considerar como una pauta, una guía que puede ser ponderada junto a otros factores 
previstos en el artículo 144 de la Ley N° 15.750 (v.gr., proceso de regulación de honora-
rios profesionales no concertados, generados por actividad judicial), algunos más difu-
sos que otros, como son la importancia económica del asunto, complejidad de la labor 
profesional, eficacia o resultados obtenidos –lo que no deja de ser un punto discutible, 
en mérito a lo que se considera es una obligación de medios del profesional–, usos y 
costumbres, etc.

Los tribunales acuden al concepto indeterminado de precio de costumbre, em-
pleado en el artículo 1834 del Código Civil, previsto en materia de arrendamiento de 
servicios, por considerar que el Arancel del Colegio de Abogados del Uruguay resulta 
cuestionable “en un mercado que reiteradamente y en los hechos”, se aparta del precio 
resultante de la aplicación del Arancel para reducirlo, en ocasiones, en forma muy consi-
derable. Esa falta de concordancia entre el Arancel y el mercado no es objeto de prueba, 
incluso se lo llega a considerar como un «hecho notorio» fruto de lo que “habitualmente 
acontece, dentro de un mercado fuertemente competitivo y afectado por la situación 
económica del país”. Ello hace que no se comparta la aplicación mecánica de las normas 
arancelarias (cfr., Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 6° Turno, sentencia n° 49/2016)52. 

En algún caso, si bien se ha expresado que la sentencia de regulación de ho-
norarios lo que tiene que establecer es el precio de costumbre (recordando, además, lo 
que dispone el artículo 144 de la Ley N° 15.750, y que hace que el Arancel del Colegio de 
Abogados que se encuentre vigente, constituya una –entre varias– de las pautas a tener 
en cuenta por el tribunal, sin ser vinculante), se ha establecido que ese precio de cos-
tumbre coincide con el Arancel. Así, el Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 3° Turno, en 
sentencia n° 175/2017, ha manifestado que: “En los Juicios Ejecutivos y las Ejecuciones 
Hipotecarias o prendarias, el precio de costumbre no ha de ser otro que la aplicación del 
Arancel, en tanto así se aprueban las liquidaciones de costos en dichas causas”.

El Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 1° Turno, en sentencia n°136/2018, ha 
matizado el papel no vinculante del Arancel, señalando los siguientes límites a la discre-
cionalidad de los jueces y juezas:

52	 Otras sentencias, sin señalar expresamente la no preceptividad del Arancel del Colegio de Abogados, recurren al con-
cepto de precio de costumbre (indicando que no necesariamente tiene que coincidir con lo que surge del Arancel). 
A modo de ejemplo: Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 1° Turno, sentencia interlocutoria n° 19/2016, o Tribunal de 
Apelaciones en lo Civil de 2° Turno, sentencia n° 96/2016: “sabido es que corresponde al Juzgador determinar el precio 
de costumbre conforme lo establecido en el artículo 1834 Código Civil teniendo en cuenta las pautas legales ya cono-
cidas por todos (la importancia económica del asunto, su complejidad, el trabajo realizado, la eficacia de los servicios 
profesionales y, en cuanto corresponda, el arancel). Tales extremos se deben apreciar en el caso concreto teniendo en 
cuenta una realidad (costumbre) que no siempre puede uniformizarse ni encuadrase en casos precedentes”. También 
interesante, aunque propio de un debate que excede el objeto de la presente investigación, es si ese concepto de 
precio de costumbre puede (o no) ser revisado en sede casatoria. En opinión del Ministro de la Suprema Corte de 
Justicia uruguaya, Sr. Ministro Tabaré Sosa: “respecto al error de derecho referido al “precio de costumbre” (artículo 1834 
del C.C.), se trata de un concepto no definido legalmente, donde su determinación por parte del Tribunal de mérito 
constituye una facultad discrecional que queda fuera del ámbito casatorio» (cfr., Suprema Corte de Justicia, sentencia 
n° 64/2016).
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Si bien entonces, el arancel no resulta vinculante para el Tribunal, el Juez no 
puede apartarse de las pautas arancelarias limitándose su discrecionalidad 
a un prudente incremento o abatimiento del monto emergente en la apli-
cación del Arancel, cuando el resultado a que se arribe resulte insuficiente 
o desproporcionado con relación a los restantes factores a considerar apli-
cando criterios generales de razonabilidad y ponderación (sentencia Nº 
100/2003 y en 301/2005 entre otras de la Sala).

Algunas debilidades del Arancel también fueron explicitadas por los entrevista-
dos y entrevistadas. Destacándose que –en el caso uruguayo– se trata de una autorre-
gulación que emana del Colegio de Abogados del Uruguay, respecto del cual no existe 
colegiación obligatoria. Además, algunos de los entrevistados y entrevistadas pusieron 
énfasis en problemas concretos del ejercicio profesional derivados de esta ausencia de 
preceptividad del Arancel, como ser que los abogados y abogadas tienen criterios disí-
miles al momento de fijar y/o cobrar sus honorarios, lo que determina que en un mis-
mo asunto la cotización de honorarios varíe sensiblemente de acuerdo al abogado o 
abogada que la realice, entendiendo que sería conveniente contar con una regulación 
procesal que fuera preceptiva, para unificar algunos criterios. Estos criterios disímiles 
también se aprecian en las decisiones de los jueces y juezas en materia de regulación de 
honorarios en donde –al decir de Pedrozo & Arias (2017, p. 88)– es cada vez más común 
que exista un apartamiento de las pautas arancelarias. Sin embargo, todo lo anterior no 
se condice con considerar el «precio de costumbre» y su diferencia con el Arancel como 
un hecho notorio. Evidentemente, influyen allí generalizaciones con un débil respaldo 
empírico. 

También se planteó la necesidad de abordar el tema desde la perspectiva sus-
tantiva-contractual. Parte de los entrevistados y entrevistadas consideraron insuficiente 
el marco normativo, el cual genera inseguridad (algo que se destacó como una pro-
blemática presente en otros ordenamientos, tal como se consignara en la entrevista 
efectuada al profesor brasileño). En el caso uruguayo, la inseguridad se asocia a la aper-
tura del artículo 144 de la Ley N° 15.750 en relación a las pautas de fijación, así como al 
concepto de precio de costumbre. Muchas veces es difícil entender qué criterio utiliza el 
juez, lo que también dificulta el control de la decisión a través de los recursos. 

Al respecto, uno de los académicos consultados señala que: “se trata de una 
sentencia de tipo estimativa: adquiere protagonismo la estimación que hace el juez; y 
es con esa estimación que el juez dice cuáles son los honorarios en el caso concreto”53. 

53	 En la doctrina uruguaya, en su momento, vinculándolo con la naturaleza de la pretensión, se expresó por parte de 
Teitelbaum (1984, p. 192), que: «El primer problema, es saber si en la demanda de regulación debe necesariamente, 
estimarse el monto de la reclamación o basta una reclamación genérica, para que el Juez los estime, según su criterio. 
Conforme a los principios procesales, toda pretensión procesal, debe contener un petitorio concreto, y en el caso la 
suma que se reclama. No obstante, se ha sostenido que la sentencia de honorarios es determinativa, o sea que no está 
predeterminada en su monto, contando con el Juez o Jueza con un amplio margen de discrecionalidad para su fijación. 
Por nuestra parte creemos que la naturaleza de la sentencia no hace variar la cuestión; entendemos que no deja de ser 
a lo sumo una subespecie de la sentencia la condena, y debe estimarse por el actor la suma concreta que se reclama». 
Posteriormente, agrega (ob. cit., pp. 195-196): “la falta de oposición del obligado al pago, no implica la aceptación por 
el Juez, de la estimación del actor. (…) La falta de oposición sólo supone la admisibilidad del procedimiento de regu-
lación –o sea que no ha habido honorarios concertados– pero el Juez extrae sus propias conclusiones de los valores, 
importancia, eficacia, etc. Sobre la cuestión del valor económico, siempre ha existido cierta flexibilidad, en los casos de 
falta de oposición, a la estimación del reclamante, tomándose a veces tal circunstancia por lo menos como un indicio, 
si no es desmentido por las resultancias del expediente”. Las apreciaciones formuladas por Teitelbaum dejan en claro el 
elevado grado de discrecionalidad existente en la estimación judicial de los honorarios.
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Asimismo, se destacó la disparidad con aranceles de profesiones cercanas a la abogacía, 
como la notarial, en donde por servicios similares, se cobran honorarios disímiles, pu-
diendo evaluarse –de lege ferenda– algún tipo de equiparación.

Diferente es la situación en otros ordenamientos jurídicos, como el argentino (a 
nivel federal), donde el artículo 5 de la Ley N°27.423 prevé –entre otras cuestiones– que 
el pacto o convenio que tienda a reducir las proporciones establecidas en el arancel 
fijado por dicha ley serán «nulos de nulidad absoluta», con la excepción de algunos 
supuestos (v.gr., si se pactare con ascendientes o descendientes en línea recta, cónyuge, 
conviviente o hermanos del profesional, o si se tratare de actividades pro bono u otras 
análogas previstas en la normativa vigente). A su vez, el artículo 16, luego de dar algunas 
pautas y establecer principios en materia de regulación de honorarios, termina estable-
ciendo que los jueces no se podrán apartar de los mínimos dispuestos en la normativa 
referida, aclarándose que revisten carácter de orden público.

3.4.2	 Hallazgos en materia de honorarios de las y los abogados y el proceso de 
ejecución

Uno de los cambios que introdujo la última gran reforma al CGP uruguayo (la 
Ley N° 19.090, a través de la cual se incluyeron varias modificaciones con la finalidad 
de aclarar algunas dudas que se generaban en la práctica, a la luz de los aportes pro-
venientes de la dogmática vernácula y la propia jurisprudencia), fue la modificación 
del artículo 388 del CGP, estableciendo –en lo pertinente– que las costas y demás 
gastos judiciales de la ejecución, así como los honorarios del abogado o abogada 
y procurador del ejecutante (que no necesariamente es el abogado o abogada del 
acreedor preferente) se pagarán antes que el crédito del ejecutante y sus accesorios. 
Esta disposición favorece, pues, el inicio de los procesos de ejecución, en tanto se le 
asegura al abogado y abogada que inicia el proceso que cobrará antes los honorarios 
que ha generado a partir de dicha labor profesional. Se trata de una buena práctica 
que terminó plasmándose expresamente en la legislación en materia de ejecución 
–vía de apremio. 

La jurisprudencia así lo ha reconocido (véase Tribunal de Apelaciones en lo Civil 
de 6° Turno, sentencia interlocutoria n° 6-110/2019), señalando que dicho artículo 388 
del CGP uruguayo:

privilegia la venta judicial, sus costas y costos sobre el resto de los créditos (Cf. 
Santiago Pereira Campos, “Código General del Proceso. Reformas de la Ley 
19.090 Comparadas y Comentadas”, .p. 475) (…) Si bien no se desconocen 
las posiciones doctrinarias y jurisprudenciales existentes al respecto, incluso 
antes de la vigencia de la reforma citada, las suscritas compartían la amplia 
corriente jurisprudencial que entendía que cuando el acreedor preferente no 
era quien iniciaba y llevaba adelante la ejecución de su deudor y adoptaba 
una actitud pasiva, que en definitiva implicaba para él un ahorro en gastos 
de remate, costas y honorarios de abogado, eran las costas y costos de la 
ejecución las que debían cobrarse primero en aplicación del viejo artículo 
388.2 del C.G.P. El Tribunal entiende que la reforma del C.G.P. dispuesta por la 
Ley No 19.090 quiso poner fin a dicha discusión al establecer claramente que 
ningún crédito (entre los cuales se encuentran los preferentes garantizados 
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con hipoteca a su favor) preferirá a los rubros indicados en los literales a) y 
b) del artículo 388.1.

Sin embargo, la ventaja que el artículo 388 del CGP le asigna al abogado y abo-
gada se pierde en caso de declaración judicial de concurso. Conforme la jurisprudencia 
uruguaya (Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 7° Turno, sentencia n° 52/2018), corres-
ponde distinguir lo que acontece en el proceso de ejecución. En el caso comentado, se 
trataba de la ejecución de un crédito laboral reconocido por sentencia, a través de la vía 
de apremio, la que no tiene particularidades previstas en la ley de procesos laborales, 
rigiéndose por el CGP), donde cobra el abogado con prelación al trabajador, conforme 
el citado artículo 388.1 literal c del CGP (dicha disposición se aplica en la ejecución de 
los procesos laborales por expresa remisión de la Ley N° 18.572). Es así que, en la vía 
de apremio, el crédito del ejecutante no prefiere al de los honorarios de su abogado o 
abogada patrocinante. Sin embargo, en el proceso concursal, la situación del abogado 
que se viene de considerar empeora: 

cuando los créditos mencionados se reclaman en el proceso concursal a que 
esté sometido el ejecutado, la situación varía, porque la ejecución pasa a 
regirse por las previsiones contenidas en la ley especial Nº 18.387. Todos los 
créditos van a la masa concursal y los acreedores cobran sólo en función de 
si tienen privilegio especial, general o si son quirografarios o subordinados, 
en el orden que establece la normativa concursal, según lo legislado en los 
artículos 108 a 114 y 181 a 191 de la ley 18.387.
Dado que el crédito por honorarios del letrado patrocinante entonces es 
quirografario, porque no tiene naturaleza laboral en el sentido legal, pues 
no deriva de una relación directa de trabajo con el ejecutado (artículo 106 
de la ley 12.803 y 2º de la ley 18.572), no puede en el proceso concursal te-
ner preeminencia por sobre el crédito de los acreedores laborales, que tienen 
privilegio general consignado en el artículo 110 numeral 1º y 183 de la ley 
concursal. La existencia de dos créditos curiales, uno generado en la etapa 
de conocimiento del juicio laboral cuyo carácter quirografario fuera acepta-
do en autos, y otro generado en vía de apremio, no le confiere a este último 
una naturaleza distinta, privilegio general o preferencia, ni aún al amparo 
del artículo 388.1 del C.G.P. en su nueva redacción, que está previsto para la 
ejecución que no es alcanzada por la normativa especial del concurso del 
deudor.

3.4.3	 El honorario de los abogados y abogadas como un daño a reparar al cliente

Se ha planteado a nivel de la jurisprudencia uruguaya la siguiente situación. Una 
persona se ve afectada por un acto administrativo, entonces tiene que recurrir adminis-
trativamente (ante la propia administración) para luego, una vez agotada la vía adminis-
trativa conforme lo previsto en el ordenamiento, presentar la demanda de anulación del 
acto administrativo (si es que lo que busca es, justamente, su anulación) ante el Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo (un órgano jurisdiccional que no integra el Poder Ju-
dicial uruguayo, pero que reviste máxima jerarquía institucional, equiparable a la de la 
Suprema Corte de Justicia, según disponen los artículos 307 a 321 de la Constitución de 
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la República). Una vez que la persona que había iniciado el proceso contencioso admi-
nistrativo de anulación, obtiene una sentencia favorable, puede seguir (este es uno de 
los escenarios posibles, conforme el artículo 312 de la citada Constitución) el proceso 
reparatorio patrimonial, el que se tramita ante órganos competentes del Poder Judicial. 

Se han esbozado dos caminos respecto de la posibilidad de reclamar los desem-
bolsos que las personas han realizado para abonar honorarios profesionales, como parte 
de la reparación integral de daños. A saber, están quienes entienden que es un daño re-
parable, indemnizable, sin perjuicio de lo que hubiese dicho el Tribunal de lo Contencio-
so Administrativo en cuanto a la condena en costos a la administración demandada54; y, 
por otro lado, quienes consideran que no es posible reparar ese daño, pero sí resarcir el 
daño generado por el desembolso realizado para sufragar los gastos de honorarios pro-
pios del agotamiento de la vía administrativa, previo al inicio del proceso contencioso 
administrativo de anulación ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo55. 

3.4.4	 Reglas especiales para la determinación de la competencia: su incidencia 
en la economía procesal y en la producción de la prueba

Un aspecto que ha sido destacado como positivo por la jurisprudencia urugua-
ya, y que surge de la regulación legal del proceso especial de regulación de honorarios, 
es la particular regla legal de asignación de competencia (artículos 31 y 144 de la Ley 
N° 15.750). Como se dice por parte de la doctrina (y surge reflejado en la sentencia n° 
136/2018, del Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 1° Turno que a continuación se cita), 
es una regla que favorece la economía procesal:

El artículo 144 de la Ley Nº 15.750 del 24, 06,1985 establece que: “Los hono-
rarios generados en actividad judicial que no hayan sido concertados, serán 
regulados a petición de cualquiera de los interesados en su cobro o en su 
pago, por el Juez de la causa (artículo 31)...”
Dicha norma indica que “De las gestiones o reclamaciones por honorarios 
no concertados conocerá el Tribunal ante quien se hayan causado éstos, o 
ante quien exista el expediente en el momento de la gestión”. 
Estableciéndose un caso de competencia acumulativo que refiere sólo a los 
honorarios no concertados. La competencia del Juez de la causa, o ante 
quien existe el expediente, no es por demás una innovación de esta ley, es-
taba contenida en el artículo 37 del COT y aún antes en el artículo 48 del 

54	 Entendiendo que a pesar de no haber existido condena en costas ni en costos por parte del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, igualmente son indemnizables los gastos en honorarios para así obtener la repristinación de la situa-
ción al estado anterior y reparar en forma íntegra el daño: Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 7° Turno, sentencia n° 
133/2018.

55	 En el sentido de que el patrocinio de la actora ante el citado Tribunal de lo Contencioso Administrativo, no puede 
considerarse daño reparable, porque es la sentencia de dicho Tribunal la que –valorando la conducta desarrollada 
por las partes en el proceso–, decide la imposición de costos (artículos 688 del Código Civil y 56 del CGP); por lo que 
si no surge de la sentencia la mentada condena al pago de los honorarios, en función de la competencia privativa del 
Tribunal mencionado para establecerlo (juzgar si impone o no la condena, en base a la conducta procesal desplegada 
en el proceso contencioso administrativo de anulación, y habiendo cosa juzgada al respecto, corresponde rechazar 
su indemnización en un proceso reparatorio posterior: Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 3° Turno, sentencias n° 
185/2018 y n° 7-67/2016. Con relación a la reparación de los honorarios profesionales generados en vía administrativa 
(no jurisdiccional), véase: Tribunal de Apelaciones en lo Civil de 5 Turno, sentencia n° 101/2012.
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CPC.- La norma es pues centenaria, tiene carácter general y se aplica para 
toda regulación de honorarios del abogado, cualquiera sea la sede ante la 
que se actúa.-
Su finalidad, por lo demás, es de economía procesal: se entiende que el 
Juez de la causa, o el que dispone del expediente posee todos los elementos 
probatorios que facilitan su decisión, mediante un procedimiento sumario. 
(Conf. Jaime W. Teitelbaum “Estatuto del Abogado y Regulación de Honora-
rios en la Ley Nº 15.464” en RUDP Nº 2/1984, p.190)

Conforme se puede apreciar, la regla conlleva asignar competencia para regular 
los honorarios profesionales de los abogados y abogadas al mismo juez y jueza ante el 
cual se hubiese tramitado el asunto (la regla en sí es más compleja, pues señala que el 
juez competente no sólo es aquel que hubiese entendido –por ejemplo– en la primera 
instancia, sino también –acumulativamente– aquél ante quien exista el expediente en 
el momento de la gestión de regulación).

Esta regla especial en materia de competencia simplifica la producción o dili-
genciamiento de la prueba. En particular, hace más sencillo contar con la prueba docu-
mental, que es el propio expediente, en donde se ven reflejadas las actuaciones judicia-
les correspondientes (sean en formato de expediente físico, o desde hace algunos años 
también, actuaciones registradas en otro formato tecnológico), por las que se pretende 
la regulación de honorarios.
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4. ¿Deberían existir reglas procesales 
particulares o una estructura procesal 
especial para la fijación y cobro de 
honorarios profesionales? 

A continuación, intentaré responder la interrogante formulada en el subtítulo, reflexio-
nando sobre lo que se ha podido constatar en el relevamiento de Derecho comparado 
que se ha llevado a cabo para la presente investigación; y la pertinencia de consagrar 
particularismos procesales o estructuras especiales para la tramitación de pretensiones 
que tienen que ver con la fijación o cobro de honorarios profesionales de abogados 
y abogadas. Al mismo tiempo, mencionaré algunos factores que a mi criterio inciden 
en la discusión y el debate que se puede dar en torno a la consagración (o no) de esos 
particularismos o especificidades procesales. 

4.1	 ALGUNAS ENSEÑANZAS EN MATERIA DE DERECHO COMPARADO

Más allá de la discusión acerca de la justificación que se le puede encontrar a esas re-
glas o estructuras, se ha podido verificar la existencia de reglas especiales relativas a 
los honorarios profesionales de abogados y abogadas en los ordenamientos jurídicos 
relevados. 

4.1.1	 Título ejecutivo especial 

En Argentina, la citada Ley N° 27.423 (para el ámbito federal) establece dos dis-
posiciones interesantes, para facilitar el proceso ejecutivo como vía para el cobro de ho-
norarios profesionales pactados. En ese sentido, su artículo 8 dispone que la institución 
que en la jurisdicción respectiva tenga a su cargo el gobierno de la matrícula de la y los 
abogados o procuradores, registrará a pedido de parte, los contratos de honorarios y los 
pactos de cuotalitis; mientras que su artículo 9 prevé que, en caso de que se demanden 
honorarios convenidos provenientes de la labor profesional, se procederá a preparar 
la vía ejecutiva (a tenor de lo dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial de la 
Nación), acompañando al efecto la documentación que acredite la labor profesional y el 
convenio suscrito por el obligado. Ello no será necesario si sus firmas fuesen certificadas 
o el convenio se encontrare registrado ante la institución que en la jurisdicción respec-
tiva tenga a su cargo el gobierno de la matrícula de la y los abogados o procuradores 
(artículo 8). 
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4.1.2	 Abreviación / sumariedad estructural

En Brasil, el profesor entrevistado a los efectos de la elaboración del presente tra-
bajo, destacó enfáticamente que las vías procesales resultan absolutamente ineficaces, 
hoy en día, al no existir una estructura especial, sino sólo algunas reglas particulares en 
el CPC de dicho país (a las que se hace mención en otras partes del presente trabajo y 
que establecen, por ejemplo, el carácter alimentario de los honorarios). Para la determi-
nación de los honorarios se sigue el rito común, lo que según el entrevistado “requie-
re bastante tiempo y, además, está sujeta al análisis subjetivo de los magistrados”, por 
lo que los honorarios terminan fijándose en montos bajos56. Según el diagnóstico del 
destacado colega consultado, las medidas para solucionar estos inconvenientes pasan, 
precisamente, por: 

el establecimiento de un procedimiento especial de fijación de tasas; así 
como por el respeto, por parte del Poder Judicial, de la Tabla de Tarifas de la 
Orden de Abogados del Brasil (OAB), en donde se establecen precios míni-
mos para los servicios legales; y, finalmente, por el respeto de la naturaleza 
alimentaria de los honorarios de abogados y abogadas en los procedimien-
tos de ejecución.

Por su parte, en Chile, el artículo 697 del CPC prevé que, cuando el honorario 
proceda de servicios profesionales prestados en juicio, se podrá optar por perseguir su 
estimación y pago con arreglo al procedimiento sumario (CPC, artículo 680 n° 3), o bien 
interponiendo su reclamación ante el tribunal que haya conocido en la primera instan-
cia del juicio. En este último caso la petición será substanciada y resuelta en la forma 
prescrita para los incidentes. Tal como sucede en el caso uruguayo, con el artículo 144 
de la Ley N° 15.750 (en donde se señala que, en caso de deducirse oposición, sus sustan-
ciará en la forma correspondiente a los incidentes). Esa última remisión a los incidentes 
no implica que, en esencia, estemos ante un caso de objeto del proceso accesorio. Se 
trata de una técnica legislativa que se suele emplear en diferentes disposiciones proce-
sales, que consiste en remitir a la utilización o a la forma de una determinada estructura, 
sin que a priori el objeto del proceso o la pretensión en cuestión sea compatible con 
aquella (en ocasiones se dice que la pretensión tiene una «naturaleza jurídica» diferente 
a la del proceso por el cual se tramita). De lo que se trata, es de conectar de alguna ma-
nera el proceso en el cual se generan los honorarios (o la sede judicial que entendió en 
dicho proceso), con la determinación o fijación de dichos honorarios.

4.1.3	 Disposiciones especiales relativas a la gratuidad del proceso para aboga-
dos y abogadas que buscan determinar o cobrar sus honorarios

El artículo 9 de la Ley N° 27.423, en Argentina, dispone que la actuación judi-
cial prevista en este artículo –correspondiente a honorarios por actuación profesional 
previamente convenida– no devengará tasa judicial, sellado, ni impuesto alguno. En 

56	 Esta realidad lleva a que, según el profesor entrevistado, los abogados y abogadas fijen contractualmente, con anterio-
ridad, sus honorarios.



EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA EN AMÉRICA LATINA: EN LA BÚSQUEDA DE UNA AGENDA DE TRABAJO 84     

ese sentido, se podría asimilar a la regulación de la gratuidad para ciertos procesos 
laborales (como en el caso uruguayo, que ya se hiciera mención). Similar exoneración 
de tipo tributario se prevé en el artículo 54 para la acción por cobro de honorarios, 
regulados judicialmente (que tramitará por la vía de ejecución de sentencia), y en el 
artículo 55 de la Ley para los casos de regulación judicial de honorarios por actividad 
extrajudicial.

4.1.4	 Particularidades competenciales 

En el caso argentino, se extrae de los artículos 52 y 53 de la Ley N° 27.423 que, 
aun sin petición del interesado, al dictarse sentencia se regularán los honorarios respec-
tivos de las y los abogados y procuradores de las partes y de los auxiliares de Justicia. Por 
su parte, en la regulación uruguaya que ya fuera analizada, se puede destacar aquellas 
normas que simplifican la asignación de competencia en los casos de regulación de 
honorarios, estableciendo la conexión con el proceso en el cual se generaron los ho-
norarios por actividad judicial (Ley N° 15.750, artículos 31 y 144).En el caso colombiano, 
conforme lo ha expresado la profesora consultada, se pueden distinguir diferentes hipó-
tesis que evidencian particularidades en materia competencial: 

Primera hipótesis: En caso de que exista un contrato de prestación de ser-
vicios legales, el abogado debe aportar y solicitar al juez la regulación de 
honorarios con base en este, razón por la cual el juez no puede establecer 
una cuantía mayor a la pactada.
Segunda hipótesis: la fijación de honorarios se dará a través de prueba pe-
ricial a solicitud de parte o de oficio, la cual será realizada por abogados 
peritos. 
Tercera hipótesis: el juez regulará la fijación de los honorarios según la opor-
tuna y correcta gestión que realizó el abogado en las etapas de los procesos.
En caso de que el abogado no presente el incidente dentro de los 30 días si-
guientes a la notificación del auto que no admite recurso [refiere a incidente 
de regulación de honorarios ante el mismo juzgado, por parte del aboga-
do al que se le haya revocado el poder - artículo 76 del CGP colombiano], 
corresponderá a este la presentación de demanda ante la jurisdicción or-
dinaria bajo la competencia de los jueces laborales, para que sea el órgano 
jurisdiccional el que decida sobre el pago por los servicios legales prestados 
durante el proceso. En este caso el abogado tendrá 3 años contados a partir 
de la notificación del auto que revoca el poder para adelantar el proceso 
judicial, en caso de que no se presente dentro de este término, prescribirán 
sus derechos. (Énfasis agregado).

En Uruguay la materia (regulación de honorarios) no integra la competencia de 
la justicia laboral. Conforme lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley N° 18.572, los jueces 
y juezas laborales no entienden en reclamaciones derivadas de contratos de arrenda-
miento de servicio, sino en asuntos originados en conflictos individuales de trabajo (ca-
racterizados por la existencia de una relación de subordinación o dependencia). Podrían 
llegar a entender en una regulación de honorarios pero en razón del criterio específico 
de la conexión competencial que ya fuera explicado.
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4.1.5	 Reglas especiales destinadas a facilitar la producción o diligenciamiento 
de prueba. Su eventual incidencia en la elección de la estructura procesal

Tal como se ha expresado, aquellas reglas que conectan la competencia en 
los casos de regulación de honorarios con la de las sedes judiciales que entendie-
ron en los procesos en que esos honorarios se generaron, provocan indirectamente 
una facilitación en la producción o diligenciamiento de la prueba que permitirá 
acreditar los enunciados fácticos que forman parte de la pretensión de regulación 
de honorarios.

Esa facilitación en la obtención de la prueba, aunado a la relativa sencillez que 
tendría el objeto de los procesos de regulación de honorarios, ha llevado a algunos 
autores como Abal Oliú (1992, p. 132) a indicar que estaría justificada la implementación 
de la técnica monitoria para estos procesos, en los que, por ejemplo, las actuaciones que 
dan mérito a la regulación de honorarios se encuentran en el expediente judicial en el 
cual los honorarios se habrían generado (de donde también se extrae la legitimación 
de las partes en el proceso de regulación). Si bien no comparto que sea la solución más 
adecuada para la realidad uruguaya (en la cual el Arancel no es una pauta o criterio 
vinculante para el juez y jueza), bien podría estar justificada en otros ordenamientos 
jurídicos, al menos para ciertos honorarios mínimos o sobre los cuales la controversia 
que se pueda suscitar sea mínima o extraordinaria.

La estructura monitoria goza, desde hace muchos años, de cierto prestigio 
en Uruguay, donde existe un monitorio básicamente documental (en cuanto al título 
monitorio - CGP, artículos 351 y ss.), que normalmente funciona y funciona bien57. 
En el caso que haga lugar a la demanda monitoria, esa resolución judicial inicial se 
pronuncia sobre la pretensión, esto es, el fondo del asunto (en lo fáctico y jurídico). 
El contradictorio vendrá luego, cuando se cite de excepciones al demandado (lo que 
también se dispone que se haga en esa resolución judicial inicial de múltiple conte-
nido). En caso que efectivamente se opongan excepciones (que podrían ser, even-
tualmente, limitadas o circunscriptas a algunas que predetermine el legislador), las 
mismas constituirán un medio impugnativo de la resolución inicial, al tiempo que son 
una forma de controvertir lo dicho en la demanda monitoria. Pero, ¿por qué la estruc-
tura monitoria puede operar de ese modo y podría funcionar en casos de regulación 
de honorarios? Pues, porque se podría entender que existe cierta “fehaciencia” de la 
pretensión, que permite el dictado inmediato de una resolución judicial, y, al mismo 
tiempo, se podría decir que son pocas las chances de que el demandado cuestione 
lo peticionado (si, por ejemplo, se tratara de la aplicación preceptiva de un Arancel). 
En la gran mayoría de los casos, los procesos de estructura monitoria culminan rápi-
damente, sin oposición de excepciones, cuando deviene firme la resolución judicial 
inicial que se encontraba condicionada.

57	 Se presenta una demanda, acompañada del respectivo título monitorio (o título ejecutivo, en el caso del proceso eje-
cutivo que también tramita por la estructura monitoria), y a continuación, inaudita altera pars, recae una resolución del 
órgano judicial, en la que se dispondrá lo que corresponda de acuerdo a la naturaleza de la demanda promovida.
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4.2	 REFLEXIÓN SOBRE UN PUNTO POLÉMICO: PREJUICIOS, CORPORATI-
VISMO O TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA DE LAS Y LOS ABOGA-
DOS. INCENTIVOS PARA EL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES LEGALES

Hay muchos prejuicios acerca de las profesiones legales. Su origen es multi-causal y 
dependerá de algunos factores coyunturales (Asimow, 2000)58, pero también están apo-
yados en la ficción literaria, por ejemplo, la perspectiva negativa de Casciari (2017), o en 
los ejemplos cinematográficos y de la industria musical, como el de Tom Paxton y su One 
million lawyers and other disasters. Hay una cuestión que para parte los entrevistados y 
entrevistadas se manifiesta como de índole cultural: 

Se podría decir como una sensación de que el abogado gana dinero a ex-
pensas de los clientes, y que los clientes, en general, buscan abogados con 
la sensación de que el precio de los honorarios será un cargo por un servicio 
innecesario y mucho más caro de lo que debería ser. 

Este sentimiento también impregna las decisiones jurisdiccionales que even-
tualmente tratan el tema, por lo que el componente cultural debería ser atendido. 

Justamente, a pesar de esos prejuicios y estereotipos, los abogados y abogadas 
cumplen una función clave y –además– positiva en lo que refiere al funcionamiento del 
engranaje institucional y jurisdiccional. 

En Uruguay la abogacía es una profesión que, incluso, aparece mencionada di-
rectamente en la Constitución de la República. No muchas profesiones cuentan con 
ese reconocimiento o estatus. Se requiere, por tanto, regular su estatuto, para permitirle 
al abogado y abogada que ejerza su profesión y cumpla su función rodeada de ciertas 
garantías. 

Por esa razón es que se ingresa en la discusión, de política legislativa, acerca de si 
resulta pertinente prever ciertos particularismos procesales a favor de los profesionales del 
Derecho. No se trata de un prejuicio diferente a otros. Como todos, puede tener asiento 
parcialmente en la realidad. Una realidad que no se conoce cabalmente, que se deforma, 
manipula o tergiversa. Por supuesto, no se puede descartar que estos prejuicios lleguen 
a quienes tienen que adoptar decisiones, lo que eventualmente puede significar que en 
algunos casos se retacen derechos o beneficios de los abogados y abogadas (por eso la 
solidez de la defensa gremial es también relevante). El ataque a los abogados y abogadas 
puede venir de una clienta o cliente insatisfecho o despechado, del hostigamiento de la 
opinión pública manifestada a través de redes sociales en casos de procesos penales de 
alto impacto mediático, o incluso de funcionarios o funcionarias de gobierno59. 

58	 Asimow (2000, p. 542) plantea algo interesante, que podría ameritar investigaciones empíricas más profundas, cuan-
do señala que la falta de confianza puede estar emparentada con un aumento de los costos de los servicios legales, 
ya que cada acuerdo informal requiere ser cuidadosamente documentado y confirmado. Como expresaba, resultaría 
interesante analizar, por ejemplo, en Uruguay, cómo ha impactado a lo largo de los años la masificación de la profesión 
legal en la eventual pérdida de confianza en los abogados y abogadas, y si ello puede generar honorarios más elevados 
o más bajos. En Uruguay, según datos de la Caja de Profesionales Universitarios (organismo de seguridad social de 
tipo paraestatal) a diciembre de 2018, de un total de afiliados activos de 59.722 personas (no incluye escribanos), lo 
abogados eran 7657, representando un 12,8 % del total de profesionales universitarios afiliados a dicha Caja (esto es, sin 
considerar a los afiliados a otros organismos de seguridad social). Cfr., Caja de Profesionales Universitarios (2018).

59	 Estos ataques pueden variar en intensidad y/o gravedad según el país o región de que se trate, sin embargo, no se 
duda que se trata de una preocupación global. Tan es así que ameritaron la creación de una Relatoría especial de las 
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En ocasiones, es un ataque que se da junto al asedio o la tensión de la inde-
pendencia de jueces, fiscales y otros funcionarios de la administración de justicia (Ibá-
ñez, 2015; Nieva Fenoll & Oteiza, 2019). Andrés Ibáñez (2015, p. 156) indica que la inde-
pendencia judicial es un valor incómodo por contra mayoritario, constitucionalmente 
previsto para limitar al poder, para garantizar derechos. Ese calificativo de incómodo 
también se puede aplicar a la labor de abogados y abogadas. 

A su vez, el corporativismo de los abogados y abogadas tampoco –como se 
dijo– es algo necesariamente negativo. Todo lo contrario, en la defensa de los hono-
rarios profesionales hay algo social e institucionalmente valioso: se trata de defender 
el trabajo de estos y estas profesionales y, de esa forma, defender todo aquello que los 
abogados y abogadas hacen por las personas, la sociedad, la administración de justicia, 
el Estado de Derecho, etc. 

Como lo han destacado algunas de las personas entrevistadas para la presente 
investigación, y como también lo ha reconocido el Derecho y la jurisprudencia a ni-
vel comparado60, cuando hablamos de honorarios profesionales, estamos hablando de 
prestaciones que pueden tener contenido alimentario, que representan la remunera-
ción justa de los abogados y abogadas, que son el sustento de sus familias, o que sirven 
para el pago de sus empleados y empleadas, así como para el mantenimiento de sus 
oficinas, la compra de insumos, su capacitación profesional, etc. En los “Principios esen-
ciales de la profesión de abogado” (Unión Internacional de Abogados, 2018), también 
se reconoce, como no podía ser de otro modo, el derecho a la justa remuneración. Si la 
retribución de los abogados y abogadas llega a configurar una barrera para el acceso a la 
justicia (en algún sistema concreto), existen mecanismos para amortiguarlo (conforme 
se vio al analizar la gratuidad del proceso). De lo que se trata, en puridad, es de contar 
con los profesionales idóneos, justamente remunerados, para abogar más eficazmente 
por los derechos de todas las personas.

	 Naciones Unidas sobre la independencia de magistrados y abogados, que tiene como misión “registrar ataques a la 
independencia de jueces, abogados y fiscales; supervisar los avances conseguidos a la hora de proteger y mejorar la 
independencia de los mismos; realizar recomendaciones concretas a los Estados y a otros actores; identificar vías para 
mejorar la independencia del poder judicial y de la profesión jurídica” (ACNUDH, 2019). Finalmente, recordar una frase 
que ha dicho, con acierto, The Secret Barrister: «Attacking “activist lawyers” for representing unpopular clients is like 
attacking “activist doctors” for treating unpopular patients» (Recuperado de 

60	 Precisamente, el extenso artículo 85 § 14° del CPC brasilero dispone que: “Los honorarios constituyen un derecho del 
abogado y tienen naturaleza alimenticia, con los mismos privilegios de los créditos provenientes de la legislación labo-
ral, quedando prohibida la compensación en caso de derrota parcial”. Véase, en ese sentido, la decisión de la 16° Sala 
Civil de la Corte de Justicia de Paraná (TJPR), Autos nº. 0005773-80.2015.8.16.0001, de 9 de diciembre de 2020, en donde 
se señala: “25. Não se pode olvidar que o advogado é indispensável à administração da Justiça. Cuida-se de preceito 
constitucional (CF, artículo 133). Por outro lado, seus honorários advocatícios não podem ser aviltados. Os honorários 
advocatícios representam a justa remuneração dos advogados. Daí advêm o sustento de suas famílias, o pagamento de 
seus funcionários e a manutenção de seus escritórios. É como o subsídio do juiz, do promotor, do delegado, o salário 
do trabalhador, do executivo, o pro labore do empresário etc. Não se pode esquecer também que o novo CPC/2015 
representou uma conquista para os advogados e numa verdadeira valorização da profissão, inclusive nas causas em 
que a Fazenda Pública for parte, estipulou-se uma tabela de percentuais, justamente com o escopo de evitar o avil-
tamento daqueles”. Más adelante se agrega: Sendo agente indispensável à administração da Justiça, a remuneração 
do advogado necessita ser condizente com sua responsabilidade no exercício da profissão. Luiz Guilherme Marinoni 
e Daniel Mitidiero apontaram essa relevância em trabalho que muito contribuiu para análise do Código. Afirmaram os 
processualistas de vanguarda à época das discussões ainda no Senado: “O Projeto patrocinou inovações no que tange 
à fixação dos honorários advocatícios. Algumas dizem respeito, inclusive, à valorização do advogado como profissional 
indispensável à administração da Justiça (artículo 133, CF).”. Se agradece muy especialmente al Prof. William Soares 
Pugliese, por haberme comentado acerca de dicho pronunciamiento y facilitado su ubicación. La decisión se puede 
consultar en la web del Tribunal de Justicia del Estado de Paraná (Brasil), con el siguiente numeral de Autos nº. 0005773-
80.2015.8.16.0001
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Este tipo de justificación podría servir para que se adopten decisiones de políti-
ca legislativa protectora que lleven a la consagración de estructuras procesales especia-
les o, sin llegar a ello, que consagren reglas particulares, en estructuras procesales espe-
ciales. De los relevamientos efectuados, no se ha detectado que se entienda razonable 
ni pertinente que las pretensiones relativas a honorarios profesionales de abogados y 
abogadas tengan que tramitar por el proceso ordinario (o aquellos de mayor desenvol-
vimiento o estructura procesal). 

Claro que este tipo de argumento aplicable a honorarios profesionales también 
podría ser una justificación para que otras profesiones tuviesen una estructura especial; 
mas no se ha encontrado que forme parte de la agenda de las reformas de procesales, o 
de la discusión dogmática y/o investigaciones en la materia, el dotar de una estructura 
procesal especial única a las reclamaciones por honorarios profesionales que provengan 
de la labor de abogados y abogadas, junto con otras profesiones. La consagración de 
una estructura procesal especial y uniforme para todas las profesiones que generen ho-
norarios profesionales podría contribuir a dotar de mayor racionalidad sistémica al de-
recho procesal. De esa manera, se ayudaría a evitar fenómenos de crisis de la legislación 
procesal, que generen inconsistencias, incoherencias y/o la proliferación desmedida de 
estructuras procesales (Taruffo, 1999; Soba Bracesco, 2019, Larroucau Torres, 2019). 

En ese sentido, uno de los entrevistados ha indicado que los abogados y aboga-
das, y otros profesionales enfrentan las mismas dificultades para establecer sus honora-
rios en los tribunales y que el argumento a favor de una regulación especial parece estar 
más vinculado a una cuestión de interés que a la legitimidad.

Sin embargo, como se puede extraer también de los datos recabados para la 
presente investigación, existen particularidades propias de la labor profesional de abo-
gados y abogadas que justifican, al menos, la consagración de reglas procesales espe-
ciales, cuando no, estructuras procesales especiales, que puedan ensamblarse con los 
procesos judiciales en los que los honorarios se hubiesen eventualmente generado. Se-
gún una persona entrevistada, el abogado o abogada que presta servicios en el ámbito 
jurisdiccional –siendo ello una garantía reconocida en la normativa nacional e interna-
cional– de alguna forma justifica contar con una tutela diferenciada. Además, la justifi-
cación de la tutela diferenciada a favor de abogados y abogadas está dada –cuando los 
honorarios refieren a la labor del litigante– en la vinculación con el proceso jurisdiccio-
nal en que esos honorarios se generan.

Resulta pertinente profundizar en dicha reflexión para determinar si son o no su-
ficientes esas reglas o estructuras especiales como herramientas de tutela jurisdiccional 
efectiva con que cuentan los y las profesionales. Para ello se entiende pertinente invertir 
en investigación y en diagnósticos institucionales interdisciplinarios61, focalizados en el 
ejercicio y la independencia de la abogacía.

61	 De los cuales podrían participar profesionales de diferentes áreas del conocimiento, así como actores con diferentes 
roles. Sobre esto último, para tomar quizás como referencia, las Reglas de Brasilia (actualizadas en 2018), que prevén 
como destinatarios de las mismas a: a) las personas responsables del diseño, implementación y evaluación de políticas 
públicas dentro del sistema judicial; b) integrantes de la Judicatura, Fiscalías, Defensorías Públicas, Procuradurías y de-
más personal que labore en el sistema de Administración de Justicia de conformidad con la legislación interna de cada 
país; c) Profesionales en abogacía y derecho, así como sus colegios y agrupaciones; d) Las personas que desempeñan 
sus funciones en las instituciones de Ombudsman; e) Policías y servicios penitenciarios (que a los efectos de la legisla-
ción procesal civil, entendida en sentido amplio, no serían necesarios); f ) y, con carácter general, los poderes públicos 
con competencias en administración de justicia, los operadores (as) el sistema judicial y quienes intervienen de una u 
otra forma en su funcionamiento.
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5. Conclusiones

El presente artículo ha tenido como objetivo primordial analizar la incidencia de los 
honorarios profesionales en el acceso a la justicia (como garantía instrumental, de jus-
ticiabilidad, que sirve a la efectividad de los derechos sustanciales de las personas), ca-
librándolo con la temática de la tutela jurisdiccional efectiva de los propios abogados 
y abogadas. 

La metodología empleada para la investigación incluyó la realización de entre-
vistas y cuestionarios a abogados y abogadas de Brasil, Colombia y Uruguay, así como 
el relevamiento de legislación comparada (fundamentalmente argentina, brasileña, co-
lombiana, chilena, uruguaya), y el análisis de jurisprudencia (poniéndose el foco en fallos 
uruguayos y en algunas lecciones que ellos han dejado).

Con relación al contenido del trabajo, se comenzó describiendo los diferentes 
tipos de partes sustanciales o materiales que existen, distinguiendo entre partes insti-
tucionales u organizaciones habituadas al litigio vs. partes accidentales, que sólo tienen 
contacto ocasional con el litigio. Luego, se efectuaron consideraciones en torno a los 
diferentes tipos de abogados y abogadas, lo cual permitió conocer un poco más acerca 
de los roles que asumen estas y estos profesionales del derecho.

Si bien se identificó un núcleo duro de tareas que de una u otra manera siempre 
han estado a cargo de los abogados y abogadas, se concluyó que la profesión se ha ido 
adaptando a nuevas circunstancias y desafíos. En ese sentido, algunas definiciones de la 
profesión podrían ser más detallistas. A modo de ejemplo, en el año 2020, el Diccionario 
panhispánico del español jurídico de la Real Academia Española definió al abogado y abo-
gada como el profesional del derecho cuya actividad, sometida a requisitos académicos 
y legales, puede consistir en prestar asesoramiento jurídico, dar forma a la voluntad de 
su cliente de modo que pueda producir efectos jurídicos (redactando, por ejemplo con-
venios y acuerdos) o defender sus intereses representándolos en negociaciones con 
terceros, en procedimientos administrativos y en juicios ante los tribunales. En cierto 
punto, esta conceptualización más reciente coincide con definiciones que ha dado la 
dogmática en el siglo diecinueve y en el siglo veinte, sin incluir una mención expresa a 
la actuación de los abogados y abogadas en procesos colectivos (con clientes de «tipo 
colectivo»), o en procesos ante tribunales o cortes regionales y/o internacionales. 

Asimismo, se ha mencionado la existencia de prejuicios y estereotipos negativos 
que muchas veces se asocian con el ejercicio de la abogacía, y que forman parte de un 
trasfondo cultural y sociológico que no ayuda a concebir la dignidad que conlleva retri-
buir adecuadamente los honorarios profesionales de abogadas y abogados. Esto, junto 
a otros factores que hacen a la organización de la profesión, resulta fundamental para 
conformar una abogacía más independiente y más sólida.

Incluso, muchos juegan a imaginarse un mundo sin abogados ni abogadas. 
Pues bien, en mi opinión, ese sería un mundo en el cual las arbitrariedades tendrían 
allanado el camino (con menos controles, menos transparencia y, en definitiva, menos 
calidad, solidez y legitimidad de las instituciones). 

Como quedó dicho al analizar los distintos tipos de partes sustanciales o mate-
riales, ese mundo imaginario, sin abogados ni abogadas, sería particularmente riesgoso 
para las personas no habituadas a los litigios y para las personas más vulnerables. 
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Luego de haber analizado la evolución del rol de los abogados y abogadas en 
la sociedad, lo que ha sido el reconocimiento de su labor en textos de derecho positivo, 
y de haber considerado la opinión de los juristas, es posible concluir que las abogadas 
y abogados desempeñan un papel institucional clave. Su función no es enteramente 
privada. 

La faceta social-pública de la labor de abogadas y abogados hace al entramado 
muchas veces invisible, pero igualmente imprescindible, que sustenta el funcionamien-
to del Estado de Derecho y sus instituciones. 

Ese rol esencial de los abogados y abogadas se presenta tanto a nivel local como 
global, ya que llega a ser determinante para el cumplimiento de los Objetivos de Desa-
rrollo Sostenible (ODS). Concretamente, para cumplir con el ODS 16 y promover socie-
dades pacíficas e inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el acceso a la justicia 
para todos y todas, construyendo –a todos los niveles– instituciones que sepan rendir 
cuentas. Esto tiene que ver con valores de relevancia democrática que se transforman 
en condición necesaria para el ejercicio de derechos y libertades fundamentales de to-
das las personas.

Se ingresó en la temática de la onerosidad y gratuidad del proceso jurisdiccional 
para de ese modo destacar la importancia de los servicios y las regulaciones que se con-
templan en diferentes ordenamientos jurídicos con el objetivo de tutelar a las personas 
vulnerables, de escasos o bajos recursos. Conforme ha sido señalado en diversos docu-
mentos, como los provenientes del Observatorio sobre Conflictividad Civil y Acceso a la 
Justicia (OCCA), los honorarios pueden ser considerados una barrera económica para el 
acceso a la justicia. Por esa razón se puso énfasis en las fortalezas que tiene o que debe-
ría tener el sistema de defensorías públicas, punto que fue destacado por las personas 
entrevistadas dada la relevante función social de ese tipo de instituciones a la hora de 
evitar las exclusiones del sistema de justicia. 

Ese análisis de la gratuidad – onerosidad sirvió, al mismo tiempo, para remarcar 
la trascendencia de los honorarios profesionales, ya que la remuneración en general y 
el honorario profesional en particular resultan fundamentales para la dignidad de las 
profesiones jurídicas. En cualquier profesión, el conocimiento especializado (o hiperes-
pecializado en algunos casos) requiere de una retribución acorde62; el caso de los abo-
gados y abogadas no es la excepción. 

Se dedicó un capítulo a la reforma de la justicia civil en Uruguay y su incidencia 
en el tema de los honorarios. Fruto de dicho análisis surgieron algunas lecciones que 
vale volver a referir sucintamente. 

En primer lugar, en lo relativo a las condenas procesales, se detectaron algunas 
importantes confusiones en la práctica profesional de abogados y abogadas, respecto 
a quién es el titular de la condena procesal (i.e., la parte y no el abogado y abogada). 
Ante esa situación, la jurisprudencia uruguaya ha pretendido clarificar las dudas, inter-
pretando la regulación local. Entiendo, sin embargo, que ese punto requiere, todavía, 
de una mejor regulación legal, sea a nivel sustancial (del contrato de arrendamiento 
de servicios o de prestación de servicios profesionales), sea en el ámbito de la legisla-
ción procesal. En mi opinión, la regulación uruguaya se podría mejorar consagrando, 

62	 Al decir de Harari (2018, p. 65): “Necesitamos saber mucho acerca de nuestro minúsculo campo de experiencia, pero 
para la inmensa mayoría de las necesidades de la vida nos fiamos ciegamente de la ayuda de otros expertos, cuyos 
propios conocimientos están asimismo limitados a un diminuto campo de pericia”.
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por ejemplo, algunas facilidades para que abogadas y abogados que no han cobrado 
sus honorarios se encuentren legitimadas y legitimados para reclamar las mencionadas 
condenas procesales, sin necesidad de tener que emplazar judicialmente a quien ha 
sido o es su cliente (esto es, emplazándolo junto con el condenado en «costos», según 
la terminología vernácula).

También se presentaron lecciones en cuanto a la aplicación del Arancel del Co-
legio de Abogados del Uruguay (aclarándose que no existe colegiación obligatoria en 
la abogacía uruguaya, y que el referido Arancel no es considerado vinculante o de se-
guimiento preceptivo). 

A partir de la valoración de los aportes volcados en entrevistas y cuestionarios, 
así como del análisis de la legislación y la jurisprudencia uruguaya, quedó claro que 
uno de los desafíos más importantes es el de la alta discrecionalidad y variabilidad de 
criterios utilizados para estimar honorarios tanto de parte de los abogados y abogadas, 
como a nivel judicial, cuando es necesario recurrir a un tercero imparcial para que deter-
mine o regule su cuantía. 

Respecto de las estructuras procesales y/o reglas especiales para la fijación de 
honorarios profesionales, se reseñaron las distintas vías a través de las cuales se puede 
proceder a su determinación en el ordenamiento jurídico uruguayo, para luego –en 
capítulo aparte– estudiar algunos particularismos procesales que se encontraron fruto 
de la compulsa del Derecho comparado.

En ese punto, la conclusión a la que se ha llegado luego de la valoración de los 
distintos insumos que integraron la presente investigación, es que resulta justificado, 
a partir de razones de oportunidad y conveniencia, contar con tutelas diferenciadas o 
reglas especiales para que se puedan determinar los honorarios del abogado y aboga-
da (cuando existe discusión al respecto) o para lograr el cobro coactivo de los mismos 
(cuando voluntariamente se elude su cumplimiento). 

Sin perjuicio de lo anterior, además de ese tipo de justificación (de oportuni-
dad y conveniencia), también se han encontrado razones de tipo jurídico que avalan 
la creación de estructuras procesales diferenciadas de tipo sumario o reglas procesales 
especiales que favorezcan a los abogados y abogadas como profesionales a los que las 
normas fundamentales y los instrumentos internacionales reconocen indudable tras-
cendencia. En ese sentido, el fundamento para una estructura procesal especial que tu-
tele a los abogados y abogadas se encuentra, básicamente, en dos tipos de argumentos. 

El primero es un argumento relativo a la simplicidad o sencillez del objeto del 
proceso (fijación, regulación, estimación de honorarios, o como se le quiera denominar 
a la pretensión en cuestión), lo que debería impactar razonablemente en la elección de 
una estructura procesal acorde al mismo. Podría ser un proceso sumario o, incluso, un 
proceso monitorio, en mérito a que los honorarios cuyo pago se reclama pueden surgir 
de documentos a los que se podría dotar de cierta fehaciencia o, si no han sido pactados 
previamente, se pueden contrastar fácilmente con la actividad judicial que conste en el 
expediente que los ha generado. 

El segundo argumento está dado por la necesidad de proteger y dotar de ce-
leridad a la sustanciación de las pretensiones de los abogados y abogadas, a la hora de 
determinar su retribución. Por cierto, este tipo de justificación se comparte con otros 
procesos en los que se reclaman prestaciones de tipo alimentario, por ejemplo: proce-
sos laborales o procesos de alimentos. La citada celeridad también podría servir, según 
lo relevado en la presente investigación, para justificar reglas especiales que consagren 
la fijación provisoria o anticipada de honorarios (aun cuando no se hubiese producido 
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el cese en el patrocinio o asistencia letrada), para no tener que aguardar la conclusión 
del proceso principal en el cual esos honorarios profesionales se han estado generando. 

Más allá de todos estos fundamentos y razones, el crear una estructura procesal 
diferenciada, prever reglas procesales especiales o no contemplar particularismos para 
las pretensiones de abogadas y abogados, pasa por decisiones de política legislativa. 
En esas decisiones de política legislativa pueden influir diferentes factores que requeri-
rían de una investigación adicional: el peso de los Colegios de Abogados, la colegiación 
obligatoria, la duración de los procesos civiles en general, y hasta los factores culturales, 
estereotipos o prejuicios que se han mencionado y que pesan sobre los abogados y 
abogadas. 

Puntualmente, en el caso uruguayo, entiendo –de lege ferenda– que habría que 
renovar la regulación prevista para la fijación y cobro de honorarios profesionales, clarifi-
cando o previendo algunas disposiciones que refieran, por ejemplo, a la competencia, la 
legitimación, el cobro de anticipos durante la tramitación de un proceso, así como algu-
nas otras cuestiones que se relacionan con la regulación sustancial del contrato y/o a la 
aplicación de la normativa arancelaria (los honorarios de sociedades de profesionales o 
de los y las profesionales que actúan investidos e investidas de representación o con po-
der, pero conjunta o indistintamente y la legitimación en esos casos; los plazos de pres-
cripción previstos para el ejercicio del derecho; la titularidad del crédito en el caso del 
cobro de las condenas en «costos» cuando correspondiera; ciertos honorarios mínimos 
e indisponibles, etc.). Al mismo tiempo, considero que se debería diseñar una nueva 
estructura procesal sumaria para la regulación de honorarios. Esa estructura sumaria po-
dría eventualmente ser compartida con otras pretensiones. Por ejemplo, para el cobro 
de honorarios profesionales por parte de otros y otras profesionales, o eventualmente 
trabajadores. Ello siempre y cuando se tome nota de lo que ya se ha dicho acerca de las 
particularidades que existen en materia de competencia y de prueba en los procesos de 
regulación de honorarios profesionales que inician abogados y abogadas. 

En definitiva, la retribución de los servicios de abogadas y abogados, en parti-
cular por su labor jurisdiccional (garantía imprescindible para la tutela de los derechos), 
no puede quedar en el terreno del mero voluntarismo. La correcta determinación de 
sus honorarios, así como el cobro coactivo de los mismos, permite que las abogadas y 
abogados puedan cumplir con el rol a que están llamadas y llamados en la sociedad, 
más aún en contextos complejos o en situaciones de crisis. 
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RESUMEN: La transformación del entorno digital en la impartición de justicia en Chile, 
principalmente luego de la dictación de la Ley Nº20.886 de 2015, sobre Tramitación Di-
gital de los Procedimientos Judiciales, más los respectivos autos acordados de la Corte 
Suprema, y muy especialmente las actas dictadas por este órgano jurisdiccional con 
ocasión de la pandemia derivada de la enfermedad por coronavirus 2019 (COVID-19), 
ocasionada por el virus SARS-CoV-2, han impactado en la forma en que se ejerce la abo-
gacía en la actualidad. Ello trajo consigo desafíos continuos para los despachos de abo-
gados y abogadas, así como la necesidad de adquirir capacidades técnicas en ofimática 
y manejo de plataformas digitales que evolucionan día a día. Este trabajo tiene como 
objetivo identificar la relación entre el uso de TICs y el ejercicio de la abogacía en los 
estudios jurídicos en Chile; a fin de relevar información inicial acerca del uso de las TICs 
y las adaptaciones, necesidades y problemas que las y los profesionales han encontrado 
desde la entrada en vigor de la Ley de Tramitación Electrónica, y en particular, durante 
el año 2020 a raíz de la pandemia por COVID-19 y cómo ello ha transformado el acceso 
a la justicia de las personas.

PALABRAS CLAVE: Abogacía - TICs - acceso a la justicia

ABSTRACT: In Chile, after the enactment of the Act Nº 20.886-2015, regarding digital 
judicial procedures, there has been a transformation in the digital environment in the 
dispensation of justice. Furthermore, this has been increasing with the autos acordados 
and the Supreme Court’s minutes caused by the coronavirus 19 pandemic (COVID-19). 
All these instruments had impacted how the legal profession is experienced nowadays. 
This reality brings continuous challenges for the law firms and the necessity of acquiring 
technical skills in office automation for lawyers and platforms that evolve day by day. 
This article aims to identify the relationship between using ICTs and the practice of the 
legal profession at the law firms in Chile, collecting initial data regarding the use of these 
technologies and the adaptations, needs, and problems that lawyers face since the en-
actment of the digital judicial procedures, in particular since 2020 as a consequence of 
the COVID-19 pandemic. All of these will give us information regarding the accessibility 
of justice to the people.

KEY WORDS: Legal profession - ICTs - access to justice
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1. Introducción

La presente investigación se enmarca en la comprensión de que la transformación del 
entorno digital en la impartición de justicia es una reforma procesal en sí misma, la que 
además ha sido incorporada al ordenamiento jurídico chileno mediante la Ley N°20.886 
e incluso ha sido considerada en la reforma procesal civil en actual tramitación ante el 
Congreso Nacional chileno. 

En Chile, la dictación de la Ley N°20.886, de 2015, sobre Tramitación Digital de 
los Procedimientos Judiciales, que entró en vigor progresivamente desde el 18 de junio 
de 2016, el Acta 85-2019, de 05 de junio de 2019 y el Acta 71-2016, del 16 de junio de 
2016, ambos de la Corte Suprema, y muy especialmente las actas dictadas por este órga-
no jurisdiccional con ocasión de la pandemia derivada de la enfermedad por coronavi-
rus 2019 (COVID-19), ocasionada por el virus SARS-CoV-2; han alterado sustancialmente 
la forma de tramitación de los procesos judiciales. 

Dentro de las principales modificaciones establecidas por los cuerpos legales y 
jurisdiccionales referidos, se puede señalar que en la actualidad la presentación de es-
critos y documentos, por regla general, es por vía electrónica, mediante una plataforma 
del poder judicial denominada Oficina Judicial Virtual (OJV), la cual es una herramienta 
exclusiva y obligatoria para la tramitación de causas, sustituyendo los expedientes físicos 
por carpetas electrónicas a las que las partes tienen acceso permanentemente median-
te el portal referido. Además, en base al principio de equivalencia funcional del soporte 
electrónico, la autenticación de las actuaciones consignadas en la Oficina Judicial Virtual 
se realiza mediante la utilización de firmas electrónicas simples o avanzadas, según el 
trámite de que se trate, destacando la existencia de la clave única67, que es otorgada 
por el Servicio de Registro Civil e Identificación a todos los ciudadanos, que sirve para 
acceder al portal y opera como firma electrónica simple. 

En ese orden de ideas, dicho escenario trajo consigo desafíos continuos para los 
despachos de abogados en lo referente a la tramitación de causas, como la necesidad 
de adquirir capacidades técnicas en ofimática y manejo de plataformas digitales que 
evolucionan día a día para poder trabajar con la OJV, subir escritos, buscar jurispruden-
cia, o participar e intervenir en audiencias orales realizadas de forma remota, mediante 
medios electrónicos. 

En el mismo orden de ideas, en el trabajo diario de los abogados y abogadas, 
las sesiones de trabajo de forma remota y en espacios virtuales de cowork, las consultas 
on line, el uso de redes sociales, y la generación de páginas web y aplicaciones móviles 
que acerquen la labor de asesoría jurídica al cliente, sobre todo en los últimos meses, 
han sido la principal característica del trabajo de los despachos jurídicos en nuestro país 
y a nivel mundial.

Esta realidad conlleva la necesidad de poner en práctica una serie de competen-
cias en telemática jurídica que han transformado en poco tiempo la función tradicional 
de tramitar causas ante tribunales y entes administrativos, generando una optimización 

67	 Herramienta gratuita de identificación electrónica, entregada y administrada por el Estado.
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de recursos y el ahorro de costes para la gestión de la propia oficina o despacho jurídico 
y también para el cliente. Un ejemplo de ello es la constitución de patrocinio y poder, 
que en algunos tribunales chilenos, a raíz de las regulaciones impartidas con ocasión de 
la pandemia COVID-19, actualmente se realiza solo con la firma simple de la clave única 
sin tener que incurrir en costos de mandatos, firmas electrónicas avanzadas ni otros, por 
lo que las TICs, en este y otros ejemplos, se constituyen en formas efectivas para maxi-
mizar ganancias y reducir innecesarios esfuerzos y costes monetarios, de tiempo o de 
personal, modificando las formas de acceso a la justicia, así como también las maneras 
en que se organizan internamente los despachos jurídicos en la actualidad, generando 
la necesidad de adaptarse rápidamente a esta nueva realidad.

Para establecer cuál es el estado de la cuestión en el ámbito chileno, se pre-
senta este trabajo que se enmarca en un paradigma de investigación cualitativo, 
en el cual se rechaza la pretensión racional de solo cuantificar la realidad humana, 
en cambio da importancia al contexto, a la función y al significado de los actos 
humanos, valora la realidad como es vivida y percibida, con las ideas, sentimien-
tos y motivaciones de sus actores. “La cuantificación y medición de procesos tales 
como opiniones, creencias, actitudes, valores, hábitos, comportamientos y otros se 
ha presentado como uno de los avances más importantes, y se ha convertido en el 
principal indicador y criterio de desarrollo científico” (Iñiguez Rueda, 1999, p.108). 
Como estudio inicial se realiza por primera vez una investigación centrada en el uso 
de TICs por abogados y abogadas del país. Esto significa que debemos determinar, 
en principio, qué ha significado el uso de estas herramientas en el trabajo diario que 
realizan estos profesionales.

Este trabajo es fruto de la ejecución de un proyecto de investigación que con-
templó como objetivo general: identificar la relación entre el uso de TICs y el ejercicio de 
la profesión en los estudios jurídicos en Chile, y tres objetivos específicos que guiaron la 
labor del trabajo: 1° Caracterizar cómo las y los abogados usan las TICs en la tramitación 
judicial de los estudios jurídicos en Chile desde la implementación de la Ley N°20.886, 
de 2015, sobre Tramitación Digital de los Procedimientos Judiciales; 2° Relevar cómo las 
y los abogados usan las TICs en la organización interna de los estudios jurídicos en Chile; 
3° Valorar el uso de las TICs en los estudios jurídicos de Chile.

Esta labor investigativa tuvo como universo de referencia a los estudios jurídicos 
de Chile. Para ello, se determinó por firma de abogados, bufete de abogados, bufete o 
estudio jurídico a las empresas o agrupaciones de abogados y abogadas que brindan 
servicios jurídicos con una planta fija de letrados, integrados a la compañía mediante 
contrato de trabajo o mediante acuerdo expreso de asociación. Lo usual en estas firmas 
es que a medida que estos ganan experiencia, ascienden en la jerarquía de la empresa 
hasta conseguir ser socios o miembros de un grupo interno de dirección. En el caso de 
que el abogado o abogada pase a formar parte de la sociedad y logre tener un porcen-
taje del capital social de la empresa sus ingresos están vinculados con los ingresos de la 
compañía (Restrepo, 2016). 

Debido a la imposibilidad material de abordar a todos ellos, se consideró una 
muestra de 4 regiones: dos de la zona norte: Antofagasta y Coquimbo; la región Metro-
politana; y uno de la zona sur: Ñuble, a fin de abordar una realidad de regiones que per-
mitiera hacer un contraste con la zona de Santiago en donde el tipo de estudio jurídico y 
la cantidad de profesionales de la abogacía, así como su funcionamiento y organización 
puede reflejar diferencias con otras zonas del país. Para ello, también se buscó el apoyo 
de los colegios regionales de profesionales, a través de entrevistas a sus directivos, ya 
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que como instituciones gremiales conocen a cabalidad la realidad del ejercicio de la 
abogacía.

Cabe destacar que las oficinas consideradas son aquellos estudios jurídicos de 
dos o más abogadas y abogados y que cumplían con los siguientes criterios:

a)	 Dedicados a la tramitación civil;
b)	 Que estas dos características se reflejaran en sus páginas web;
c)	 Con presencia en redes sociales: Facebook, Instagram, Linkedin.
d)	 Todos los estudios jurídicos son privados, pues se descartó el Consejo de De-

fensa del Estado y la Corporación de Asistencia Judicial que, si bien se dedican a 
la tramitación civil, su financiamiento es de carácter público y ello influye en su 
forma de tramitar, litigar y organizarse.

El instrumento de recolección de datos fue la entrevista en profundidad y el 
grupo focal. La entrevista en profundidad permite traer los contenidos de la palabra 
hablada de la interacción a la investigación, en este instrumento es 

fundamental la connotación del habla, las señales acerca de las emocio-
nes o los sentimientos, expresados a través de la gestualidad, de la ento-
nación de la voz. El cómo se dice es tan importante como lo que se dice. 
En tal sentido, la entrevista no sólo proporciona textualidades de relatos, 
sino también información acerca del contexto y la situación a la que se 
refiren (sic) dichos relatos. (Aravena, Kimelman, Micheli, Torrealba, & Zu-
ñiga, 2006, pág. 63). 

En específico se utilizaron entrevistas individuales semiestructuradas o conoci-
das también como focalizadas, cuyo objetivo fue “establecido de antemano, planteán-
dose inclusive hipótesis relativas al tema en estudio, hipótesis que sirven de guía para la 
formulación de las preguntas” (Aravena, Kimelman, Micheli, Torrealba, & Zuñiga, 2006). 
Estas entrevistas se realizaron con aquellas personas que tenían a su cargo labores de 
comunicación digital en los despachos jurídicos, y que fueran abogados o abogadas, 
a fin de relevar el uso de las TICs por parte de los estudios jurídicos, así como con las 
directivas de los colegios de profesionales.

Respecto al grupo focal (o focus group), esta herramienta tiene como objetivo 
crear un debate en torno a las experiencias particulares (Gordo & Serrano, 2008), y se le 
define como 

“una técnica cualitativa de recolección de información, que tiene un carác-
ter exploratorio y que consiste en la realización de entrevistas colectivas y 
semiestructuradas en torno a un tema específico. Esta entrevista se realiza 
a un pequeño número de personas que presentan características e intereses 
homogéneos y donde la discusión es dirigida por un moderador especial-
mente entrenado para ese rol” (Aravena, Kimelman, Micheli, Torrealba, & 
Zuñiga, 2006, p. 76). 

En los grupos focales participaron diversas abogadas y abogados de distintas 
regiones, con el objeto de enriquecer la conversación, logrando obtener mayores opi-
niones sobre el tema.
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Para las entrevistas y grupos focales se confeccionaron tres instrumentos para 
recoger información: uno de entrevistas para encargados de redes sociales; otro para los 
grupos focales, y un tercero para las directivas de los Colegios de Abogados. En ellos se 
establecieron cada una de las categorías de estudio y sus respectivas preguntas guías 
para la conversación. Luego de construidos los instrumentos, estos fueron validados 
por profesionales capacitados para cumplir este objetivo. En el mismo documento se 
agregó toda la información respecto del proyecto de investigación, así como el consen-
timiento informado que los y las participantes firmaron. 

Estos instrumentos fueron aplicados a todas las personas entrevistadas. Se en-
trevistaron profesionales de la región de Coquimbo y Antofagasta, perteneciente tanto 
a oficinas jurídicas, con un total de 5 entrevistados, más los representantes de los Cole-
gios de Abogados de dichas regiones. En la región Metropolitana se realizaron dos en-
trevistas. En Ñuble se realizó una entrevista a estudio jurídico y la entrevista a un miem-
bro del directorio del Colegio de Abogados. Además, se realizaron dos grupos focales, 
con la participación de 5 personas en cada uno de ellos. Todo esto da un total de 21 
participantes, siendo 13 hombres y 8 mujeres. Para efectos del análisis, se han identifi-
cado las entrevistas con números aleatorios correlativos, y para el grupo focal solo se ha 
colocado el número de este.

Luego de ejecutadas las entrevistas, se realizó una revisión de los datos obteni-
dos hasta el momento para poder obtener un panorama general (Hernández, Fernández 
& Baptista, 2006), del fenómeno en estudio: el uso de TICs y su impacto en el ejercicio de 
la abogacía. Así, se descubren las unidades de análisis, es decir, cuáles son los conceptos 
que nacen a la luz de los constructos estudiados para luego dar paso a la codificación de 
los mismos, siendo esto un primer nivel de análisis: describiendo conceptos, definicio-
nes, constructos, para posteriormente codificar dichas categorías, relacionándolas entre 
sí, agrupándolas y ejemplándolas, siendo este el segundo nivel de análisis y con esto 
generar las teorías y explicaciones (Hernández, Fernández & Baptista, 2006). 

Para generar esto se utilizó el análisis del discurso. El discurso es la lengua en 
uso, es decir, expresiones reales que las personas emplean para comunicarse oralmente 
o por escrito (Garrido, 2016). Para realizar el análisis hay que tener claro que el discurso 
está compuesto por oraciones que se relacionan desde abajo hacia arriba y viceversa, 
conectándose entre ellas para ser una unidad del discurso elemental (Garrido, 2016). 
Desde el punto de vista de la investigación cualitativa hay que unir algunos otros ele-
mentos importantes. Así, se ha señalado que “el estudio del discurso pretende formular 
teorías sobre las tres dimensiones que lo componen: el uso del lenguaje (estructuras del 
texto y la conversación), la comunicación de creencias (cognición) y la interacción en 
situaciones de índole social” (Amezcua & Galvez, 2002).

A continuación, se presenta el marco teórico del trabajo, estableciendo las ideas 
centrales sobre el acceso a la justicia en tiempos modernos y el desarrollo de las TICs y el 
ejercicio de la abogacía, para dar paso al análisis y discusión de los resultados obtenidos 
en esta investigación.
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2. El acceso a la justicia en tiempos 
modernos: un panorama latinoamericano

En una sociedad democrática los derechos y libertades inherentes a la persona, sus ga-
rantías y el Estado de Derecho constituyen una tríada, cada uno de cuyos componentes 
se define, completa y adquiere sentido en función de los otros (CIDH, 1987, párr. 26). 
En consecuencia, la realidad de los derechos humanos de cada persona se centra en la 
existencia de mecanismos idóneos de tutela destinados a proteger su ejercicio efectivo, 
garantizando con ello su plena operatividad. 

Desde esta perspectiva, el acceso a la justicia puede concebirse como la posi-
bilidad de que las personas puedan llevar sus conflictos ante los órganos encargados 
de impartir justicia y obtener respuestas que contribuyan a solucionar sus problemas 
en lo particular y los problemas sociales en lo general (Capelletti & Garth, 1978, p.183). 
Y, generalmente, se le relaciona de manera directa con otros derechos como la tutela 
judicial efectiva y el debido proceso.

Es por ello por lo que en el ámbito internacional se observa un cambio en el 
entendimiento del concepto de acceso a la justicia como factor que puede incidir en el 
progreso económico de los países y, por ende, tiene un impacto positivo en la capaci-
dad de prevenir y superar la pobreza mediante la búsqueda y la utilización de mecanis-
mos innovadores propios de la gestión pública. Por ello, en los Objetivos de Desarrollo 
del Milenio de las Naciones Unidas, en materia de justicia, se consideró (…) facilitar el ac-
ceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, responsables e inclusivas a todos los 
niveles. Para ello, es un deber de los Estados articular un conjunto de instituciones, prin-
cipios procesales y garantías jurídicas, así como directrices político-sociales, en virtud de 
los cuales es posible ejercer el derecho a la tutela jurisdiccional de los derechos de los 
justiciables, “en las mejores condiciones posibles de acceso económico y de inteligibili-
dad cultural, de modo tal que dicha tutela no resulta retórica, sino práctica” (Marianello, 
2008, p. 106), lo que implica la necesidad de que los y las ciudadanas tengan no solo la 
posibilidad jurídica sino también material de poder acceder fácilmente y sin retrasos a 
los sistemas de justicia, pues muchas veces nos encontramos con obstáculos que traban 
el ejercicio de esta facultad. 		

Es por ello que en los últimos años, en América Latina se han impulsado una 
serie de reformas procesales que buscan precisamente eliminar barreras de acceso a 
los sistemas de justicia a través del uso de tecnología de información y comunicacio-
nes (TICs), específicamente con la implementación de plataformas virtuales transitando 
sostenidamente hacia la noción de una e-justicia68 lo que podría coadyuvar en el logro 
de una administración de justicia de calidad y, al mismo tiempo, abierta, transparente 

68	 Se podría definir como el gobierno electrónico especializado en temas jurídicos o la inclusión del uso de las tecnologías 
del conocimiento e información en la Administración de Justicia. La e-justicia supone el uso de una pluralidad de ins-
trumentos y canales tecnológicos a la hora de impartir justicia. No obstante, se trata de un proceso bastante reciente y 
todavía no cerrado, si se compara con el resto del sector público. A su vez, la implementación de las nuevas tecnologías 
en el proceso se debe realizar de una forma cautelosa y comedida, debido a la posible pérdida de derechos para los 
administrados y la merma de principios y garantías procesales (Bueno de Mata, 2010).
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y próxima al ciudadano (Pérez-Ragone, 2009). Sin embargo, “no ha existido una agenda 
clara de medidas destinadas a remover o reducir las barreras de acceso a la justicia” 
(Binder et al, 2020, p. 5) y tampoco han sido considerados las y los profesionales de la 
abogacía en este nuevo rol que se comienza a perfilar, lo que ha creado la necesidad de 
determinar algunos rasgos claves en torno a las competencias necesarias para el ejerci-
cio de la profesión en la realidad actual.

2.1	 LOS SISTEMAS DE E-JUSTICIA EN LATINOAMÉRICA

La e-justicia es la aplicación y uso de TICs en la administración de justicia, deriva del siste-
ma de e-government (Lillo, 2010) y puede suponer importantes beneficios en el funcio-
namiento de la Administración de Justicia (Cerrillo, 2007). Asimismo, su implementación 
tiene dos objetivos fundamentales (Lillo, 2011b): mejorar la gestión y desempeño de las 
instituciones del sistema judicial; y mejorar el acceso a la justicia para toda la población. 
Al tratarse de un derecho fundamental de naturaleza prestacional, corresponde además 
al Estado asegurar las condiciones necesarias para que este derecho fundamental sea 
ejercido, respetado y protegido. Ello acarrea como consecuencia el deber de velar por 
que el acceso a las tecnologías de la información y comunicación69 no se convierta en 
una barrera material que impida el ejercicio efectivo de este derecho. 

Al revisar el caso latinoamericano, nos encontramos con reformas procesales 
que han implementado cambios significativos en los principios del proceso, partiendo 
por el ámbito penal hace unos años atrás, pero extendiéndose a todas las ramas de la 
justicia. Junto a ello también nos encontramos con las ODR (Online Dispute Resolution), 
sistemas que permiten resolver adecuadamente todo tipo de conflictos, en entornos 
digitales, sea entre empresas (B2B) o entre empresas y consumidores o usuarios (B2C). 
Ambas alternativas, han buscado actualizar las legislaciones nacionales a las metas de 
desarrollo sostenible impulsadas por Naciones Unidas y el Banco Mundial para el sector 
justicia.

De acuerdo con el ranking asociado al ISJL de 201870, los tres países que desta-
can en Latinoamérica son Colombia, Chile y Costa Rica. En el caso de los dos primeros, 
superan con creces el promedio del indicador. Si bien los dos primeros países han mos-
trado un alto rendimiento a través de todas las aplicaciones del ISJL, evidencian mejoras 
respecto de lo observado en 2011, tanto en cuanto a su puntaje como respecto de su 
posición relativa en la región (pasando del tercer y sexto lugar, respectivamente, al pri-
mero y segundo en la actualidad). Esto no es mera casualidad, sino que se relaciona con 

69	 “Toda persona tiene derecho a la accesibilidad universal a Internet independientemente de su ubicación geográfica, 
nivel económico, discapacidades u otros condicionantes personales, para de ese modo asegurar el respeto de otros 
derechos humanos”. Declaración de Deusto sobre Derechos Humanos en Entornos Digitales. Disponible en https://
www.deusto.es/cs/Satellite/deusto/es/universidad-deusto/sobre-deusto-0/derechos-humanos-en-entornos-digitales

70	 El ISJL (Índice de Servicios Judiciales en Línea) creado por CEJA en 2011 es un indicador que busca evaluar la respuesta 
del sistema frente a situaciones concretas en las que un ciudadano puede requerir acceso a la justicia a través de la Web. 
Está compuesto por cuatro indicadores que se aplican, a su vez, a cuatro casos o situaciones concretas. En conjunto, 
permiten generar un valor representativo de los servicios Web que ofrecen las diversas instituciones del sistema de 
justicia. Los indicadores son: tecnología, contenido, evolución de sitios web y tiempo de respuesta a los requerimientos 
de los ciudadanos. En general este estudio, realizado desde 2011, busca observar la transformación del expediente de 
tramitación físico a uno de carácter digital o carpeta virtual, lo que no solo ha implicado la modificación a los procedi-
mientos de tramitación de causas, sino también al funcionamiento interno de los tribunales. 
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los esfuerzos especiales que ambos países han realizado en materia de transparencia y 
gobierno electrónico, así como su traducción e implementación en el área justicia en 
particular (CEJA, 2018).

En este sentido, la articulación de sistemas de justicia electrónicos ha implicado 
que los Estados se han encargado principalmente de adaptar la organización judicial 
y los procedimientos a través de instrumentos regulatorios y de capacitación a jueces, 
juezas y a toda la población judicial a fin de que la inversión estatal no caiga en la subu-
tilización de los recursos por parte de sus funcionarios. 

No obstante, la efectividad de estas reformas se ralentiza cuando el usuario final, 
esto es los y las ciudadanas y su respectivos abogados y abogadas, no conocen de estas 
mejoras o se resisten a los cambios que implica el uso de la tecnología.

2.2	 USO DE TICS Y ACCESO A LA JUSTICIA

Como indicamos anteriormente, la incorporación de la tecnología a los sistemas de ad-
ministración de justicia tiene como uno de sus objetivos mejorar el acceso a la justicia 
de la población, pues se encuentra íntimamente relacionado con el principio de igual-
dad, formal y material, que inspira los Estados de Derecho democráticos en la actuali-
dad, los que deben gobernar y administrar en un contexto de globalidad y conexión 
instantánea.

Esto conlleva un desafío social, político y jurídico importante, pues el acceso de 
las personas debe contar con que el sistema de justicia electrónico será construido a 
través de la implementación de plataformas informáticas técnicamente sólidas para el 
desarrollo de las actividades online. Dichas medidas tendrán que permitir mecanismos 
de comunicación eficaces, disponibilidad y respuesta inmediata, simplicidad, adapta-
bilidad, interoperabilidad y confianza social (Aspis, 2010). Asimismo, debe considerar el 
efecto que ello tiene también en el ejercicio de la abogacía, pues se trata de una pro-
fesión acostumbrada a los ritualismos y formalidades, muchas de ellas inspiradas en el 
iuspositivismo formal, así como en tradiciones que provienen de la colonia (Bravo, 1998).

Es por ello que las TICs y la inteligencia artificial incorporadas al proceso son un 
impulso exógeno a la evolución de la abogacía que implica la necesidad de contar con 
profesionales capaces de responder a un pensamiento complejo y transversal en el mar-
co de una sociedad inmersa en la denominada “cuarta revolución industrial” (Schwab, 
2016) lo que además debiese ser considerado en la formación de los mismos, pues son 
ellas y ellos quienes materializan a través de diferentes recursos materiales, tecnológicos 
y jurídicos las expectativas de concreción del derecho de acceder a la justicia.
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3. TIC y ejercicio de la abogacía

El acceso a la justicia, como servicio público ofrecido por el Estado, debe desenvol-
verse a través de una organización estructurada con criterios de eficiencia, eficacia, 
transparencia y legalidad (Romero y Cruz, 2016). En ese contexto, se han aprovechado 
las TICs a fin de masificar y modernizar el acceso a la justicia de las personas. Además, 
ello ha permitido el cumplimiento de compromisos internacionales, específicamente 
con relación al cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), como 
ya se señaló.

3.1	 LAS TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN (TICS)

Las tecnologías de la información y comunicación, desde las últimas cuatro décadas, 
están impulsando un proceso de transformación tecnológica y de generación de nuevo 
conocimiento e innovación sin precedentes en la historia de la humanidad (Quiroga et 
al. 2017). Dicha revolución tecnológica ha permeado a la sociedad y las conductas hu-
manas, y lo hace además en un contexto globalizado que ha impactado en el desarrollo 
de las relaciones sociales a todos los niveles.

Para poder incorporarlas en el ejercicio profesional, se hace necesario identificar 
algunas de las principales características de las TICs y sus utilidades, las cuales, según 
Mela (2005), son:

a.	 La inmaterialidad, que nos permite almacenar grandes cantidades de soportes 
en pequeños dispositivos.

b.	 La instantaneidad, que nos facilita la inmediatez, consiguiendo información aun 
encontrándonos alejados de la fuente.

c.	 La interactividad, que nos permite la comunicación bidireccional, entre perso-
nas o grupos; y, 

d.	 La automatización de tareas, a través de la cual podemos programar actividades 
que se realizan automáticamente con total seguridad y efectividad.

Por otra parte, las TIC propiamente tal, pueden clasificarse en variados tipos, se-
gún la misma autora:

a.	 Redes, que corresponden a la telefonía fija y móvil, banda ancha, red de televi-
sión o redes en el hogar.

b.	 Terminales, que corresponden a ordenadores, navegador de internet, sistemas 
operativos para ordenadores, los teléfonos móviles, los televisores, reproducto-
res portátiles de audio, videos o consolas de juego.

c.	 Servicios, que son lo que las TIC ofrecen a los consumidores como: correo elec-
trónico, la e-sanidad, la educación, los videojuegos y los servicios móviles como 
los peer to peer PZP, los blogs o las comunicaciones virtuales y escuelas de ne-
gocios que se especializan en impartir su información (Mela, 2005). 
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3.2	 EL USO DE TICS EN EL EJERCICIO PROFESIONAL DE LA ABOGACÍA

Como ya hemos señalado anteriormente, la irrupción de las TICs en los procesos ju-
diciales en Chile ha traído consigo la necesidad de que la profesión se adapte a este 
nuevo entorno digital. En dicho entorno conviven al mismo tiempo comunidades 
virtuales y redes sociales sobre temas jurídicos, legales y judiciales; usos de realidad 
virtual que permiten al usuario conocer otras “realidades” a través del ciberespacio 
sin necesidad de desplazarse; uso de chat o mensajería instantánea; agenda electró-
nica, que permite a los actores estar sincronizados con un punto de consulta único 
para conocer los casos sin tener que desplazarse; sistemas para la administración de 
recursos financieros y humanos; seguimiento de casos (litigación a través de Internet, 
expediente virtual, desformalización de notificaciones, indicadores de tramitación); 
capacitación vía e-learning; firma digital; acceso electrónico a servicios públicos; siste-
mas de Gestión Judicial o Tracking System que gestionan todo el trámite procesal de 
un expediente (Aspis, 2010).

Es más, en el ejercicio profesional de la abogacía hoy en día es posible observar 
la existencia de diferentes aplicaciones móviles a nivel internacional, algunas de ellas 
para uso exclusivo de los abogados y abogadas (Restrepo, 2016). Algunos ejemplos 
son: Goodreader; Reminders71; Documents to go72; LogMeIn; FastCase and dLaw73; Dropbox; 
EzPDF Reader; SignMyPad; WestLawNext74; Depose75; Vlex76; Monolegal77, Casetracking78 y 
Abogapp79. La determinación de estas herramientas hace necesaria la comprensión del 
correcto uso de estas tecnologías, lo que requiere de un verdadero proceso de alfa-
betización digital de los y las abogadas a fin de aprovechar al máximo sus ventajas y 
minimizar sus riesgos.

Estos avances en tecnología han generado que los despachos incorporen a 
su estructura organizacional encargados de comunicación o community manager, ya 
sea que se designe a uno de ellos como tal o se externalice la función o sea una ocu-
pación rotativa; y además, requiere que el abogado o abogadas tenga conocimientos 
o capacitación en marketing digital, avanzando incluso a la necesidad de incorporar 
el digital thinking como modelo de trabajo para los estudios jurídicos o el business 
intelligence, así como el uso de la big data en el desempeño de sus labores, lo que 
implica cambios culturales en el ejercicio profesional de abogados y abogadas que no 
han sido previstos ni considerados en la discusión de las normas jurídicas que originan 
esta reforma al sistema judicial, pero que de todas formas afectan directamente en su 
implementación. 

71	 Aplicación que permite llevar una lista de chequeo de las tareas por hacer de los abogados.
72	 A través de esta aplicación se pueden visualizar y editar archivos relacionados con los procesos judiciales que lleva un 

abogado.
73	 Permite de forma offline mantener información de un caso o de un proceso judicial.
74	 Permite realizar búsqueda y acceso de documentos de casos que se encuentren disponibles en la base de datos de la 

aplicación.
75	 Permite tener contacto con los clientes a través de un chat, donde a través de archivos planos se puede realizar la 

respectiva consulta y respuesta.
76	 Motor de búsqueda de jurisprudencia, bibliografía y normas jurídicas de varios países.
77	 Ejemplo colombiano de inteligencia artificial, automatización, aplicación móvil y web que ayuda a automatizar la ges-

tión de estudios jurídicos y la vigilancia de sus causas. 
78	 Software presente en Latinoamérica que colabora en la automatización de los despachos jurídicos.
79	 Aplicación móvil. 
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[L]a Digitalización de la Abogacía no es ya un reto sino una realidad, revo-
lucionaria en muchos aspectos por la forma con que rompe con lo actual y 
lo establecido, y requiere de un conocimiento en profundidad de las reglas 
técnicas y jurídicas que gobiernan el desarrollo de las nuevas relaciones in-
terpersonales (Redes Sociales), de negocio (B2B y P2P) y de los poderes pú-
blicos (relaciones con la Administración Pública Electrónica) basados en las 
Tecnologías de la Información y la Comunicación (Pappenheim, 2015). 

Para ello, tanto las y los abogados como los despachos en los que trabajan han 
debido adaptarse rápidamente al entorno digital en que hoy se desarrolla la justicia 
afectando con ello también el universo laboral y las habilidades que se necesitan para 
participar activa y productivamente en el futuro.

Al revisar la literatura procesal nacional nos encontramos con estudios y biblio-
grafía referida a la tramitación electrónica; al desarrollo del proceso; sobre acceso a la 
justicia o a la organización de tribunales asociadas a la implementación de entornos 
digitales. Sin embargo, no se cuenta con información sobre las consecuencias prácticas 
que conlleva la implementación de un sistema de justicia electrónica desde la perspec-
tiva del ejercicio de la profesión, es decir: sus necesidades en capacitación o formación, 
desarrollo de competencias digitales, acceso efectivo a recursos digitales en zonas geo-
gráficas apartadas, desarrollo de aplicaciones informáticas específicas, etc.

Así, las competencias digitales que hoy en día deben desplegar las y los abo-
gados (Magro y Salvatella, 2014) son las siguientes: a) conocimiento digital, es decir, 
la capacidad para desenvolverse profesional y personalmente en entornos digitales; b) 
gestión de la información, que se refiere a la capacidad para buscar, obtener, evaluar, 
organizar y compartir información en contextos digitales; c) comunicación digital, o sea 
la capacidad para comunicarse, relacionarse y colaborar de forma eficiente con herra-
mientas y en entornos digitales; d) trabajo en red, que se refiere a la capacidad para tra-
bajar, colaborar y cooperar en entornos digitales; e) aprendizaje continuo o capacidad 
para gestionar el aprendizaje de manera autónoma, conocer y utilizar recursos digitales, 
mantener y participar de comunidades de aprendizaje; f ) visión estratégica o capacidad 
para comprender el fenómeno digital e incorporarlo en la orientación estratégica de los 
proyectos de su organización; g) liderazgo en red, es decir, la capacidad para dirigir y 
coordinar equipos de trabajo distribuidos en red y en entornos digitales; y finalmente, h) 
la orientación al cliente, estos es, la capacidad para entender, comprender, saber interac-
tuar y satisfacer las necesidades de los nuevos clientes en contextos digitales.

Asimismo, resulta necesario identificar el nivel de adaptabilidad de las firmas 
jurídicas a modelos de gestión en formato de digital thinking, business intelligence y uso 
de big data para la organización de los servicios jurídicos que se ofrecen a la comunidad 
a fin de determinar consecuencias específicas en el área de la abogacía causadas por 
este impulso exógeno de reformas a raíz de la informatización de los procesos judiciales 
(Casillas et. al, 2017); siendo necesario conocer si el uso de tecnologías en despachos 
jurídicos ha aumentado desde la implementación de la Ley N°20.886 sobre Tramitación 
Digital de los Procedimientos Judiciales, y si se han incorporado a la gestión interna de 
los estudios jurídicos alguna herramienta de gestión digital de causas, u otra similar. Ello 
hará posible, en un nivel más profundo de esta investigación, impactar en la formación 
de profesionales ofrecida por las Facultades de Derecho del país, así como en sus pro-
gramas de capacitación y especialización.
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4. Resultados, análisis y discusión

Para presentar el resultado de la investigación se utilizará una presentación, análisis y 
discusión.

4.1	 PRESENTACIÓN

A continuación, se mostrarán los resultados de esta investigación teniendo en cuenta 
el análisis y discusión de las diversas fuentes de las cuales se obtuvieron los datos: gru-
po focal y entrevistas semiestructuradas. A continuación, en la tabla 1, se muestran los 
principales hallazgos.

 
TABLA 4: Caracterización de las Categorías de Análisis con sus Principales Hallazgos

Categoría o Constructo Subconstructo Hallazgos

Uso de las TICs en la 
tramitación judicial de 
los estudios jurídicos 
desde la vigencia de la 
ley 20.886 de 2015.

Tiempo de utilización de TICs. Desde 2016

Rol de las TICs en la tramitación judicial. Omnicomprensión de su uso. Diversas 
plataformas. Facilitan acceso a la justicia 
con limitaciones y distinciones.

Desarrollo de competencias en TICs. Desarrollo autónomo y autodidacta.

Importancia de las TICs antes de la 
pandemia derivada de la enfermedad 
por coronavirus 2019 (COVID-19), 
ocasionada por el virus SARS-CoV-2.

Uso limitado.

Importancia de las TICs durante la 
pandemia derivada de la enfermedad 
por coronavirus 2019 (COVID-19), 
ocasionada por el virus SARS-CoV-2.

Optimizador de procesos.

Uso de las TIC en la 
organización interna 
de los estudios jurídicos 
en Chile por parte de 
las abogadas y los 
abogados.

Tiempo de utilización de TICs. Mucho antes del 2016.

Rol de las TICs en la organización interna. Alto uso en gestión, seguimiento de 
causas y contacto de clientes. Diversas 
plataformas. Facilitan acceso a la justicia.

Desarrollo de competencias en TICs. Competencias específicas más 
complejas.

Importancia de las TICs antes de la 
pandemia derivada de la enfermedad 
por coronavirus 2019 (COVID-19), 
ocasionada por el virus SARS-CoV-2.

Muy importante. Aunque los clientes se 
atendían presencialmente.

Importancia de las TICs durante la 
pandemia derivada de la enfermedad 
por coronavirus 2019 (COVID-19), 
ocasionada por el virus SARS-CoV-2.

Muy importante. Los clientes se atienden 
de manera virtual.

Valoración del uso de 
las TICs.

Utilidad de las TICs para el ejercicio 
profesional.

Fundamental para el ejercicio de la 
profesión. Problema con disparidad uso 
y de criterios de los tribunales.

Fuente: Elaboración propia.
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Como estamos frente a una investigación cualitativa, los objetivos se han 
desarrollado en constructos y subconstructos. El primer nivel dice relación con el 
rol que éstas tienen en el ejercicio de la función tradicional de las oficinas de pro-
fesionales de abogados y abogadas, al tramitar judicialmente las causas, a raíz de la 
implementación de la Ley N°20.886 sobre Tramitación Digital de los Procedimientos 
Judiciales, buscando ahondar en los cambios implementados por los y las profesio-
nales para adaptarse a esta normativa. Los subconstructos en los cuales se quiere 
ahondar es en el tiempo de utilización de las TICs, así como el rol de éstas en la 
tramitación judicial. Otro elemento importante de esta categoría es el desarrollo de 
las competencias en las TICs, y cómo estas han influido en el trabajo judicial que se 
hace antes y durante la pandemia derivada de la enfermedad por coronavirus 2019 
(COVID-19), ocasionada por el virus SARS-CoV-2. Los resultados permiten señalar 
que hay un uso de TICs desde el 2016, y este es omnicomprensivo, pues incluye to-
dos los niveles y trámites judiciales, usando diversas plataformas para aquello. Todo 
esto, facilita el acceso a la justicia con ciertas limitaciones. Antes de la pandemia, 
había un uso limitado de estas herramientas, lo que ha evolucionado, a que, durante 
la misma las TICs sean optimizadores de procesos.

La segunda categoría de análisis es cómo los estudios jurídicos usan las TICs 
para la organización interna de sus actividades y funcionamiento. Aquí se pretende 
ahondar en cuál es el rol de las TICs en los procesos internos de los estudios jurídicos 
del país. Los subconstructos en los cuales se quiere ahondar es en el tiempo de utiliza-
ción de las TICs, así como el rol de éstas en la organización. Se ahondará también en el 
desarrollo de las competencias en las TICs, y cómo estas han influido en el trabajo que 
se hace antes y durante la pandemia derivada de la enfermedad por coronavirus 2019 
(COVID-19), ocasionada por el virus SARS-CoV-2. Los resultados reportan que el uso de 
TICs para la organización interna es mucho anterior al año 2016, principalmente en ges-
tión, seguimiento de causas y contacto con clientes mediante diversas plataformas, lo 
que facilitan el acceso a la justicia. Las competencias para usar estas herramientas son 
más específicas y complejas. La única diferencia que se señala respecto de la importan-
cia de las TICs antes y durante la pandemia derivada de la enfermedad por coronavirus 
2019 (COVID-19) es que antes la reunión con clientes era solo presencial y durante la 
pandemia ha sido virtual.

Finalmente, la tercera categoría de análisis es la valoración que las y los aboga-
dos realizan de la utilización de estas herramientas en el ejercicio de la profesión, ahon-
dando en la utilidad o no que tienen en el día a día de su quehacer profesional. En este 
constructo se indica una fuerte valoración de las TICs, indicando que son fundamentales 
para el ejercicio de la profesión, sin embargo, hay problemas con la disparidad uso y con 
los criterios aplicados por los tribunales.

4.2	 ANÁLISIS

Con el objeto de ordenar el análisis, este se dividirá en cada uno de los constructos es-
tudiados: el rol de las TICs en el ejercicio de la función tradicional de las y los abogados 
al tramitar judicialmente; el rol de las TICs en la organización interna de los estudios 
jurídicos; y, la valoración estos sobre la utilización de estas herramientas en el ejercicio 
de la profesión.
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4.2.1	 Rol de las TICs en el ejercicio de la función tradicional de las y los aboga-
dos al tramitar judicialmente 

Las personas entrevistadas señalan que las TICs son utilizadas más intensamente 
desde el año 2016, lo que coincide con la entrada en vigencia de la mencionada la Ley 
de Tramitación Electrónica en Chile, aun cuando todos ellos ya estaban familiarizados 
con estas herramientas tecnológicas80, lo que es importante para los estudios jurídicos 
fundados después del 2016 (Entrevistados 5 y 8). No obstante, para oficinas más anti-
guas, la dictación de la Ley N°19.799 sobre documentos electrónicos, firma electrónica y 
servicios de certificación de dicha firma del año 2002, marcó una tendencia clara al ma-
yor uso de las TICs en el ejercicio de la profesión, lo que fue calificado por los asistentes 
al grupo focal 1 como el inicio de una “revolución digital” (Grupo Focal N°1).

Asimismo, todas las personas entrevistadas señalan que utilizan las TICs “para 
todo” (Grupo Focal N°1), siendo estos instrumentos, omnicomprensivos del quehacer 
de las y los abogados. Esto implica todos los trámites judiciales, desde la confección del 
escrito, que se hace a través de Word usando un computador, la posterior firma del abo-
gado habilitado, su presentación en los tribunales que corresponda mediante Oficina 
Judicial Virtual (OJV): presentación de demandas, escritos y recursos en general, realiza-
ción de audiencias y tramitación de exhortos, que hoy se realizan por correo electrónico. 
Además, debido a la necesidad de contar con determinados documentos para la trami-
tación civil, refieren también que las TICs les permiten realizar solicitudes de certificación 
al Registro Civil y a otros auxiliares de justicia tales como receptores judiciales, notarios, 
conservadores de bienes raíces, de comercio y de minas, así como a los archiveros. Los 
participantes señalan que hoy en día es “todo digital” y que “mi oficina está donde esté 
mi celular y conexión a internet” (Grupo Focal N°1).

Con relación a las TICs utilizadas para la tramitación de causas refieren: bases de 
datos (gratuitas y pagadas), correos electrónicos, plataformas de seguimiento de causas 
como Casetracking, mensajería instantánea como Whatsapp. Otras herramientas que se 
utilizan de manera importante es la plataforma para videollamadas Zoom (tanto plan 
gratuito como pagado) (Entrevistado 1).

Respecto al uso de TICs en distintas instancias del poder judicial, en general in-
dican que se utilizan indistintamente tanto en primera como en segunda instancia. No 
obstante, algunos entrevistados hacen la diferencia y señalan que el uso es mayor “En 
primera instancia, ya que las actuaciones en segunda instancia o Corte Suprema son 
más delimitadas, en cambio, en primera instancia se tiene todo el proceso con TICs”. 
(Entrevistado 7, compartida por los entrevistados 1 y 8).

Con relación a las ventajas que ofrece la utilización de las tecnologías de infor-
mación establecen como las más importantes el ahorro de recursos y la optimización 
del tiempo (Entrevistados 1, 5 y 8). Además, gracias a las TICs “Se rompen las barreras 
del territorio”, pues las y los profesionales hoy en día pueden tramitar en cualquier ciu-
dad de Chile sin necesidad de desplazarse físicamente (Grupo Focal N°1 y N°2). Algunos 
precisan que a través de la OJV han podido tramitar desde regiones ante la Corte de 
Apelaciones de Santiago y ante la Corte Suprema sin necesidad de contactar a un abo-
gado de la plaza como era lo tradicional. De hecho, los entrevistados 6, 8 y 12 señalan 

80	 A través del correo electrónico y navegación por internet utilizando motores de búsqueda y plataformas.
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que la posibilidad de realizar alegatos de manera remota es muy bien valorada por los 
abogados de las respectivas regiones.

Al determinar las desventajas que conlleva el uso de TICs en la tramitación judi-
cial, todas las personas entrevistadas señalan los problemas de conexión, la falta de ca-
pacitación en el uso de tecnología por parte de quienes juzgan, funcionarios judiciales, 
así como de los usuarios abogadas y abogados. Una desventaja relevante es la denomi-
nada “fantasía de prescindir del papel” (Grupo Focal N°1), es decir, aunque la tramitación 
es electrónica, se imprimen los expedientes porque jueces y juezas no se maneja com-
pletamente en digital, o los mismos estudios manejan expedientes físicos como respal-
do a la versión digital, pues no hay confianza en el funcionamiento de la Oficina Judicial 
Virtual. Algunas de las personas entrevistadas manifiestan que sienten cierto recelo con 
la utilización del sistema digital en la realización de audiencias debido a la pérdida de la 
posibilidad de revisar o corroborar la integridad y autenticidad de los documentos digi-
tales, puesto que se ha producido una pérdida de la inmediatez propia de la actividad 
presencial. Asimismo, agregan que el uso de TICs en tramitación judicial podría generar 
una “exclusión de personas que no tienen acceso, o personas que por desconocimiento 
podrían ver afectado su derecho a defensa” (entrevistado 10). Asimismo, la desventaja 
del desconocimiento en el uso y manejo de las TICs es consignado a través del siguiente 
comentario: “He visto buenos abogados cometer grandes errores por no saber usar las 
plataformas” (Grupo Focal N°2).

Además, las y los entrevistados logran vislumbrar una evolución en las ventajas y 
reconocen dos hitos importantes en ello: algunos señalan que el estallido social de octu-
bre de 2019 fue el momento en que el poder judicial chileno se vio compelido a utilizar 
las herramientas digitales que ofrecía la OJV; otros en cambio, sostienen que fue el inicio 
de la pandemia81, pues con ello se incrementó el uso de las tecnologías en la tramitación 
obligando a la plataforma a incorporar mejoras sustanciales. De hecho, en el grupo focal 
N°1 se indicó que: “la tecnología nos salvó”. Señalan también que existe necesariamente 
una evolución, pues “las personas van adquiriendo mayores habilidades tecnológicas, y 
los operadores jurídicos van perfeccionando el sistema” (entrevistado 10). En el mismo 
sentido, el entrevistado Nº8 señaló “el poder judicial cambió y el mundo igual”.

Con relación al acceso a la justicia, las y los abogados entrevistados reconocen 
que el uso de las tecnologías en la tramitación contribuye a mejorar esta posibilidad 
para los clientes. No obstante, hacen distinciones con relación al rango etario; a si el 
cliente es persona natural o persona jurídica; reconocer también que hay diferencias 
sustanciales entre el mundo rural y el mundo urbano; o si se tiene en consideración el 
estrato socioeconómico de los clientes.

Respecto del rango etario de los clientes, las y los entrevistados reconocen una 
diferencia dependiendo de la edad de las personas. Los adultos mayores o personas 
sobre los 40-45 años les resulta más dificultoso el acceso debido a que no saben cómo 
usar las tecnologías. No sucede lo mismo con clientes más jóvenes, quienes ven a las 
TICs como parte de su cotidianeidad y no tienen problema para obtener clave única, o 
ya cuentan con firma electrónica avanzada y pueden perfectamente utilizar los servicios 
que ofrece la OJV. (Entrevistado 8).

81	 Se refiere a la dictación del Decreto Supremo N°108 del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, de 18 de marzo de 
2020, en virtud del cual se declaró el estado de catástrofe en Chile por calamidad pública.
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a.	 Respecto del cliente persona natural o persona jurídica empresa también es-
tablecen una diferencia debido a que las empresas (bancos, aseguradoras, por 
ejemplo) cuentan con plataformas propias para el seguimiento de las causas y 
además cuentan con un equipo legal que colabora en ello aclarando dudas o 
asistiendo en situaciones de duda o consulta. Asimismo, son clientes que siem-
pre tienen firma electrónica avanzada. En cambio, el cliente persona natural ne-
cesita conocer y manejar las TICs para poder acceder al sistema de justicia, lo 
que está directamente relacionado con su propia capacidad y recursos para ello. 
Por ejemplo, si no tienen clave única se les solicita adquirirla rápidamente para 
poder iniciar la tramitación de su demanda y, si no sabe, se le debe indicar cómo 
hacerlo.

b.	 Respecto de las diferencias entre el mundo rural y urbano se indica que en 
comunas más pequeñas con pueblos alrededor de dichas comunas (se señala 
particularmente el caso de Combarbalá en el grupo focal N°1) son personas 
que solo acceden a la justicia cuando asisten personalmente al tribunal de la 
comuna (de competencia común) a preguntar qué pueden hacer con su caso, 
dónde deben acudir, cómo deben hacerlo, etc. En el mundo rural el acceso 
físico a las oficinas de estos tribunales es muy importante, lo que no es reem-
plazado por el uso de TICs. De hecho, solo hace un par de meses que funciona 
la consulta virtual a través de la OJV en plan piloto para juzgados civiles de 
Santiago.

c.	 Respecto del estrato socioeconómico de los clientes, también señalan diferen-
cias pues para la gente sin recursos económicos el acceso a un celular o a inter-
net es muy limitado.

Junto a lo anterior, también destacan que, al no existir igualdad de criterios en 
los tribunales con relación al uso de las TICs, se origina un efecto negativo en el acceso a 
la justicia. Indican como ejemplo la autorización de poder o la posibilidad de interrogar 
testigos vía remota, ya que cada tribunal puede dar más o menos posibilidades de rea-
lizar gestiones de forma digital.

En relación con las competencias necesarias para usar las TICs, las y los entre-
vistados señalan que en general su desarrollo es autónomo, son autodidactas y no reci-
bieron ninguna capacitación de tipo formal, lo que implica que la iniciativa de adquirir 
dichas competencias es de ellos mismos, careciendo de capacitación por parte de las 
universidades o del mismo Poder Judicial. Destacan dentro del grupo, algunos aboga-
dos y abogadas que recibieron formación en TICs, la cual se desarrolló en la etapa esco-
lar y universitaria, ya sea durante sus estudios de pregrado o posgrado. (Entrevistados 
1, 5 y 8).

Referido a qué competencias son necesarias, refieren que como mínimo el o la 
profesional se debe manejar a nivel usuario con el uso de Office, así como de Internet 
(navegación). Junto a ello, reconocen como relevante saber usar bases de datos para 
búsqueda de jurisprudencia y de bibliografía, así como el manejo y uso de la OJV. Aparte 
de estas “competencias duras” que tienen que ver con el conocimiento, manejo y aplica-
ción del 100% de las TICs asociadas a la tramitación, advierten también la necesidad de 
contar con habilidades blandas, pues las TICs “no son un fin en sí misma” (Grupo Focal 
1). Por ejemplo, detallan la importancia de las habilidades de comunicación, ubicuidad, 
tolerancia y respeto al cliente pues se trata de una “profesión humanista” (Grupo Focal 1). 
Recalcan además la importancia de la organización de la información y de las tareas a 
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realizar, ya que el uso de TICs trae consigo la existencia de una gran cantidad de estímu-
los externos que a veces altera los horarios.

A su vez, todas las personas entrevistadas refieren que el uso de las TICs les ayu-
da a tener una relación más expedita con sus clientes, sobre todo a través del correo 
electrónico y de la mensajería instantánea que ofrecen los celulares. De hecho, recono-
cen una inversión de las actuaciones asociadas al contacto con sus clientes, si antes la 
relación con el cliente se iniciaba con una visita a la oficina, luego se enviaban correos 
electrónicos con requerimiento de información para finalmente utilizar Whatsapp. Hoy, 
ello se ha invertido y cambiado, pues la relación con el cliente se inicia a través del What-
sapp o del correo electrónico para luego seguir con una sesión a distancia a través de 
Zoom o de Meet, pues la visita física a la oficina se realiza en casos muy excepcionales y 
con clientes de la tercera edad o mayores de 45 años. Asimismo, refiere el entrevistado 
6, que el uso de las TICs permite al cliente un “control de las gestiones realizadas por 
su abogado” generando la posibilidad de que las personas realicen denuncias ante los 
Colegios de Abogados por faltas a la ética, específicamente, por actuaciones reñidas 
con el valor de la honestidad en el servicio prestado al cliente. Ello obliga a las y los 
profesionales a actuar con transparencia respecto de sus gestiones y actuaciones en el 
procedimiento que tienen a su cargo.

Además, refieren que si el cliente quiere acceder a algún documento ya no se 
requiere ir a la oficina o despacho jurídico, lo que antes tomaba tiempo. Hoy, esos an-
tecedentes se descargan desde la OJV y se remiten de inmediato al cliente a través de 
correo electrónico. Esto genera eficiencia en el servicio profesional, lo cual es positivo y 
colabora a mejorar la imagen del ejercicio profesional de la abogacía ante la sociedad. 
(opinión compartida por los entrevistados 1 y 8).

Las personas entrevistadas indican que antes de la pandemia derivada de la 
enfermedad por coronavirus 2019 (COVID-19), las TICs eran utilizadas en la tramitación 
ante la OJV más algunos trámites ante notarías y conservadores de bienes raíces que 
tenían implementado, básicamente, el correo electrónico para algunos de sus servicios. 
(Opinión compartida por el entrevistado 1).

Asimismo, durante la pandemia derivada de la enfermedad por coronavirus 
2019 (COVID-19), las TICs se han vuelto un optimizador de procesos, pues la utilización 
de Zoom y la tramitación virtual han hecho más ágiles las actuaciones judiciales, así 
como los trámites ante los notarios y conservadores de bienes raíces, debido al uso del 
correo electrónico. La gran diferencia con el periodo anterior a la pandemia han sido 
las audiencias que ya no son presenciales, si no que vía remota. (Entrevistados 1, 5 y 8).

Un efecto jurídico de la declaración del estado de excepción constitucional de 
catástrofe en Chile ha sido la suspensión de los juicios civiles82, la que se ha materializa-
do a través del artículo 17 del Acta 53 dictada por la Corte Suprema. Esta decisión fue 
valorada de manera muy negativa por las y los participantes, principalmente porque se 
compara con la tramitación penal que ha logrado adaptar sus procedimientos y el prin-
cipio de inmediación al uso de las TICs (entrevistado 6). Además, también se refieren a 
la disparidad de criterios, pues cada tribunal decide con relación al avance de los juicios 
(Grupo Focal N°2) lo que es considerado como una afectación del derecho a la tutela 

82	 Regulado por la Ley N°21.226 de 2 de abril de 2020, que establece un régimen jurídico de excepción para los procesos 
judiciales, en las audiencias y actuaciones judiciales, y para los plazos y ejercicio de las acciones que indica, por el im-
pacto de la enfermedad COVID-19 en Chile.
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judicial efectiva y a la posibilidad de que las personas accedan de manera efectiva a la 
solución judicial. 

4.2.2	 Rol de las TICs en la organización interna de los estudios jurídicos

Las y los entrevistados señalan que usan las TICs para la organización interna de 
sus estudios desde mucho antes de la entrada en vigencia en Chile de la Ley 20.886 de 
2015. (Entrevistados 1, 5 y 8; Grupo Focal N°2).

Para la organización interna, asociada a las siguientes áreas, se usan principal-
mente las siguientes herramientas tecnológicas:

a.	 Gestión de la oficina o despacho y gestión documental: relCase, plataforma 
Monday, Trello y softwares propios elaborados por el propio estudio.

b.	 Seguimiento de la tramitación de causas: Casetracking, relCase y RITcase.
c.	 El contacto con clientes se realiza a través de TICs de uso cotidiano como correo 

electrónico, mensajería instantánea, páginas web y también plataformas para 
videoconferencia como Zoom o Meet.

d.	 Redes sociales (Instagram y Facebook) para interacción con clientes e informa-
ción a la comunidad.

Con relación a las ventajas que ofrece el uso de TICs, reconocen la eficiencia y 
orden en la gestión de la oficina: “las TICs le organizan el trabajo a una” (Grupo Focal N°1). 
Además, permiten mantener una relación más expedita con el cliente y permiten orga-
nizar la información del estudio más eficientemente. (Entrevistados 1, 5 y 8).

Respecto a las desventajas, refieren la necesidad de los clientes de tener res-
puestas instantáneas, lo que califican como “algo cultural” (Grupo Focal N°1). Ello implica 
para las y los profesionales la necesidad de poner límites al momento de recibir correos 
electrónicos y Whatsapp en horarios en los que no se está en la oficina o en fines de 
semana. Otra desventaja dice relación con las falencias de comunicación que conlleva 
el uso de estas tecnologías, pues indican que “no todo se puede explicar por Whatsapp 
o correo”. (Grupo Focal N°1).

Asimismo, todas las personas participantes en la muestra ven que hay una vin-
culación entre la tramitación digital y la organización interna de la oficina, señalando 
que se relacionan en su finalidad, pues su objetivo es la prestación de un mejor servicio 
(Grupo Focal N°2), lo que también impacta en un mejor y mayor acceso a la justicia o en 
el derecho a ser oído. (Entrevistados 1, 5 y 8).

Además, establecen que, si el estudio u oficina jurídica funciona bien gracias a 
la utilización de TICs, ello impacta positivamente en el acceso a la justicia de los clientes 
pues se pueden ofrecer resultados más rápidamente. Para ello refieren como un deber 
ético de la profesión desplegar con el cliente una “labor pedagógica” (Grupo Focal N°1) 
debiendo indicar al cliente dónde acudir y cómo acceder a los servicios que ofrece a 
los usuarios la OJV (Entrevistados 1, 5 y 8). En este punto nuevamente se realiza una 
distinción entre cliente persona jurídica (empresa) y persona natural. De nuevo respecto 
del cliente particular hacen referencias al estrato socioeconómico cuando se trata de 
la utilización de las TICs como medio para acceder al sistema judicial. Adicionalmente, 
estiman como una contribución del uso de TICs en gestión interna al acceso a la justicia 
de sus clientes, que el uso de redes sociales permite llegar de manera masiva a mucha 
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gente y con eso se puede ayudar a que más personas tengan acceso a la justicia (entre-
vistados 10, 13 y 4).

Al preguntar a las y los participantes sobre si es necesario contar con compe-
tencias específicas para la organización interna del estudio jurídico, todos señalan que 
sí, aunque precisan que la tramitación judicial es más automatizada, por ende, con un 
poco de práctica el o la profesional puede manejarse bien. Mientras que en la organiza-
ción interna de los estudios jurídicos es un aprendizaje constante que a veces va requi-
riendo más competencias que escapan del solo uso de las mismas (Entrevistados 1 y 8). 
Con ello se refieren algunas plataformas virtuales que se han complejizado, como por 
ejemplo la del Servicio de Impuestos Internos que ha obligado a las y los profesionales 
a adquirir competencias que no tenían (Grupo Focal N°2).

Del mismo modo, estiman que las TICs han sido importantes en la organiza-
ción interna de las oficinas tanto antes de la pandemia derivada de la enfermedad 
por coronavirus 2019 (COVID-19) como durante la misma. Las únicas diferencias que 
reportan las y los abogados participantes de la muestra es que antes la atención de 
clientes era presencial y hoy es virtual. También indican que las reuniones de trabajo 
con los colegas o jefes directos del mismo estudio han sufrido el mismo cambio. (En-
trevistados 1, 5 y 8).

Asimismo, señalaron que recién el 22 de enero de 2021 se publicó el Auto Acor-
dado de la Corte Suprema83 que permitió la realización de los remates judiciales por 
vía remota. La suspensión de estos procedimientos perjudicó el trabajo de estudios 
jurídicos dedicados a estos temas ya que ellos se organizan en torno a las gestiones 
realizadas. Es decir, sus honorarios dependen de la realización de estas actuaciones, lo 
que da cuenta de que hay áreas de la actividad profesional que se adapta lentamente a 
los nuevos tiempos.

4.2.3	 Valoración de las y los abogados sobre la utilización de estas herramientas 
en el ejercicio de la profesión

Las y los participantes de la muestra expresan que la utilidad de las TICs para 
el ejercicio profesional es fundamental, pues les permite formar parte del sistema de 
justicia, y su manejo hoy “es casi una obligación”. (Entrevistados 1, 5 y 8). No obstante, 
también estiman que la disparidad de criterios en su aplicación por los distintos tribu-
nales incluso de una misma comuna limita considerablemente los efectos positivos que 
podría tener (entrevistados 3 y 12).

Además, expresan que el uso de TICs debiese mantenerse a futuro (Grupo Focal 
N°2) y que tienen un impacto en el acceso a la justicia de sus clientes sobre todo con 
relación a la transparencia de los procesos (entrevistado 12), ya que refieren que antes 
los procedimientos se encontraban vedados para los clientes, todo era muy técnico, lo 
que hoy en día ha cambiado pues con su clave única pueden acceder directamente al 
expediente virtual en la OJV (Grupo Focal N°2).

No obstante, la Corte Suprema de Chile no ha definido un criterio nacional de 
cómo tramitar electrónicamente. A modo de ejemplo se señala que la Corte de Ape-

83	 Acta N°13-2021 de 11 de enero.
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laciones de Santiago tramita por webex, otras Cortes y tribunales utilizan plataforma 
Zoom o Teams. Por su parte, la Corte de Apelaciones de Valparaíso tiene su propio portal 
de Internet84 para las audiencias. Por lo anterior, las y los profesionales tienen que adqui-
rir las licencias de cada uno de los referidos programas, lo que da un total a pagar de 50 
o 60 dólares mensuales en licencias de programas, lo que es primordial para el ejercicio 
de la profesión en la actualidad (entrevistado 7).

Asimismo, señalan que existe una disparidad en el uso de TICs por parte de los 
auxiliares de justicia: receptores judiciales, notarías y conservadores de bienes raíces, de 
comercio, aguas y minas. Debido a que el procedimiento civil requiere de mucha prue-
ba documental, la colaboración de estos servicios resulta vital. No obstante, no todos 
cuentan con los mismos servicios digitalizados y hay retrasos que impiden avanzar en la 
tramitación de los juicios. 

Otro punto relevado por las y los participantes es que el sistema de teletrabajo85 
puede eventualmente tener asociado una sobrecarga de trabajo para las y los profesio-
nales, pues su oficina se encuentra donde esté su computador y su conexión a Inter-
net86, cuestión que además debiese ser analizado en perspectiva de género87. 

4.3	 DISCUSIÓN

Toda esta información nos permite establecer cuál es el estado de la utilización de 
las TICs en la tramitación judicial de los estudios jurídicos desde la vigencia de la ley 
N°20.886 de 2015 en Chile y en la organización interna de los estudios jurídicos.

4.3.1	 E-justicia transparente, abierta y con acceso directo del ciudadano

Un sistema de justicia abierta al ciudadano utiliza las TICs como herramientas 
de facilitación en el acceso a los sistemas de justicia. Su implementación y organización 
requieren a su vez del cumplimiento de ciertos estándares como son la transparencia, la 
apertura y el acceso directo de los ciudadanos.

La transparencia probablemente sea uno de los conceptos más repetidos por 
las y los entrevistados, ya que el uso de la tecnología tanto en la tramitación como en la 
organización interna de los estudios permite el control global de la gestión profesional 
tanto por parte del cliente como por parte de los colegas o jefes del estudio jurídico. 

84	 https://www.icavalparaiso.cl
85	 El teletrabajo ha sido definido como el trabajo que realizan los empleados de una organización a distancia de la empre-

sa, habitualmente desde su domicilio, utilizando tecnologías de información (Hilbrecht, Shaw, Johnson & Andrey, 2008). 
Se lo reconoce como una alternativa que permite minimizar el impacto de algunos estresores laborales en la vida del 
trabajador, tales como los traslados a la oficina, las interrupciones en la tarea y las dificultades para conciliar familia – 
trabajo (Paris, 2011).

86	 Estudios recientes muestran las múltiples contradicciones, paradojas y tensiones que la experiencia significa para las te-
letrabajadoras, entre quienes conviven aspectos positivos y negativos, reforzando la ambivalencia entre la sobrecarga 
vs la liberación del teletrabajo. (Pérez Sánchez & Gálvez Mozo, 2009).

87	 El teletrabajo es una opción que parece favorecer la problemática de conciliación familia-trabajo. Sin embargo, las 
expectativas con las que muchos eligen teletrabajar no son acordes a la experiencia real, fundamentalmente para las 
mujeres. Aspectos tales como la edad de los hijos, el trabajo de sus parejas, ciertas características de personalidad y 
la relación con los pares y superiores juegan un rol fundamental en la satisfacción laboral que esperaban al elegir el 
teletrabajo para conciliar sus roles. (Paris, 2011).
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Asimismo, la plataforma OJV es abierta, ya que basta contar con la clave úni-
ca para que cada persona pueda acceder directamente al estado de tramitación de su 
causa y correo electrónico para recibir notificaciones de estado diario, movimiento de 
causas o programación de audiencias de parte del sistema. Y, finalmente, la ciudadanía 
pueda acceder directamente a través de la OJV o de las audiencias celebradas a través 
de plataformas de videoconferencias.

No obstante, estas características positivas deben convivir con una realidad que 
no permite establecer de manera general que el uso de TICs colabora directamente en 
el acceso a la justicia de las personas, pues los distintos criterios que aplican los tribu-
nales con relación a su uso, el atraso con relación a su implementación por parte de los 
auxiliares de justicia, las diferencias socioeconómicas del cliente sin duda que afectan la 
efectividad del acceso a la justicia.

4.3.2	 Características de las TICs

El análisis presentado nos permite señalar que las TICs sí presentan las caracte-
rísticas de instantaneidad e interactividad en el ejercicio de la profesión y organización 
de estudios, puesto que las y los abogados tienen una relación más directa y fluida 
con sus clientes, colegas y auxiliares de la administración de justicia en general. Estas 
herramientas les permiten tramitar desde cualquier punto del país, accediendo a trá-
mites y audiencias, así como entrevistarse con clientes de manera más eficiente. Esto 
sin lugar a dudas, impacta positivamente en el acceso a la justicia, como se señalará 
más adelante 

En cambio, el elemento de la automatización sólo se da en la organización inter-
na de los estudios, donde los softwares de gestión permiten realizar acciones de manera 
segura, rápida y confiable. Lo que colabora a tener estudios jurídicos más eficientes en 
cuanto a lo que pueden ofrecer a sus clientes. En el ejercicio de la abogacía este elemen-
to se desvirtúa pues la OJV y algunos otros dispositivos generan incertezas al momento 
de la tramitación, lo que genera incertidumbre en el proceso, la que se acentúan a ma-
yor edad de la abogada o abogado. Esto evidencia una falta de confianza en las activida-
des que se realizan a través de plataformas virtuales del Poder Judicial.

Con estas características, las TICs se constituyen como esenciales para el ejerci-
cio de la profesión, facilitando procesos que cada vez son más instantáneos e interacti-
vos. Lo anterior, trae como consecuencia que, en el uso de estas herramientas, y sobre 
todo con los clientes, debe desarrollarse un proceso de establecimientos de normas de 
conductas o netiqueta, que es tácito, pero compartidos por las y los abogados, que aún 
está en proceso de creación y adaptación por parte de las y los profesionales.

4.3.3	 Consecuencias prácticas que conlleva la implementación de un sistema 
de justicia electrónica desde la perspectiva del ejercicio de la abogacía: 
Santiago y regiones:

La implementación de un sistema de justicia electrónica conlleva un desafío 
para el ejercicio de la abogacía en Chile, en especial porque sus profesionales son ajenos 
a la formación en las herramientas básicas necesarias para su comprensión; tradicional-
mente la formación de los abogadas y abogados se ha centrado en la entrega de herra-
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mientas jurídicas y teóricas, sin considerar los desafíos tecnológicos a que su ejercicio 
se ha visto expuesto. Las generaciones de abogados que no son considerados nativos 
digitales han debido por sus propios medios adaptarse a las nuevas tecnologías.

Sumado a lo anterior, la falta de capacitación no solo alcanza a los abogados y 
abogadas que ejercen la profesión, sino también a los usuarios finales del sistema de 
justicia. Los funcionarios de los tribunales de justicia no cumplen un rol educador de 
los usuarios, quienes se enfrentan a un sistema que se encuentra casi completamente 
digitalizado. Ha sido en ese contexto, que las abogadas y abogados han asumido la res-
ponsabilidad social de entregar las herramientas a sus clientes para que puedan ser par-
tícipes activos de los procesos para los que contratan los servicios de los profesionales. 
Desde enseñarles qué es la “Clave Única”, hasta cómo revisar los historiales de las causas, 
las abogadas y abogados han asumido un rol activo en la educación de los destinatarios 
finales del sistema de justicia, para así contribuir a su acceso.

Sin perjuicio de lo anterior, la educación de los clientes conlleva al mismo tiem-
po, una mayor responsabilidad debido a la exposición frente la fiscalización por parte 
de los mismos. Al conocer y saber manejar los sistemas de tramitación de las causas, los 
clientes revisan y consultan por el estado de sus causas de manera autónoma, supervigi-
lando la labor de los abogados y abogadas. Los clientes tienen acceso directo, debiendo 
los profesionales rendir cuenta de manera más exhaustiva de sus actuaciones, así como 
también respecto de aquellas actuaciones que no realizan, existiendo un control más 
estricto de la actividad realizada.

La implementación de la Ley de Tramitación Electrónica, sumada a las necesi-
dades y circunstancias propias generadas por la pandemia, son parte de un llamado de 
atención constante que la sociedad le hace al Derecho de forma constante: adáptate. El 
Derecho –y, por consiguiente, el sistema de justicia– cambia más lento que la sociedad, 
la cual se moderniza cada vez más rápido debido a los avances tecnológicos y digitales 
que han revolucionado la vida de las personas, no estando ajeno a estas modificacio-
nes en el ejercicio de la profesión. Los sistemas de tramitación digital son una realidad 
que lleva a replantearse el cómo ejercer la abogacía, debiendo replantearse su misma 
enseñanza en las escuelas de derecho, adaptadas a los tiempos de hoy, ya que tal como 
lo mencionaron diversos entrevistados, no se concibe el ejercicio de la profesión sin las 
TIC’s, y la educación en las competencias fundamentales para su uso, es vital para poder 
contribuir al acceso a la justicia de todas las personas. 

4.3.4	 Acceso a la justicia

La utilización de TICs, tanto en la tramitación de causas civiles como en la orga-
nización interna de los estudios jurídicos, contribuye a mejorar el acceso a la justicia de 
las personas, pero presenta dos situaciones condicionantes que son determinantes para 
que esta contribución sea efectiva:

En primer lugar, para que la utilización de TICs se constituya realmente como 
una herramienta para la contribución al acceso a la justicia, es necesario que exista un 
conocimiento, formación y capacitación mínima en el uso de elementos tecnológicos 
y plataformas asociadas al seguimiento de sus propias causas, lo que en Chile sería la 
oficina judicial virtual dependiente del poder judicial: pues en caso contrario, la utiliza-
ción de TICs se puede constituir incluso en un obstáculo o perjuicio, afectando tanto el 
derecho a defensa, el derecho a ser oído y la igualdad procesal de oportunidades.
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En segundo lugar, para que la utilización de TICs se valore como un elemento 
que contribuye al acceso a la justicia, es necesario unificar criterios a nivel nacional sobre 
su utilización, exigibilidad y medios de concreción, ya que la dispersión de criterios, su 
uso facultativo y la diferencia de medios y oportunidades en que se utilizan, genera que 
el acceso a la justicia de las personas se vea afectado según la jurisdicción en que radica 
su causa, la preparación y manejo en estas materias que tenga su abogado, o el nivel 
de automatización o lineamientos propios de cada tribunal o juzgado dentro de una 
misma jurisdicción.
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5. Conclusiones

De los resultados de la investigación realizada, podemos afirmar que existe una estrecha 
relación entre el ejercicio de la abogacía y el uso de las TICs en Chile, en especial desde 
la dictación de la Ley de Tramitación Electrónica. De hecho, la pandemia por COVID-19 
hizo que dicha relación pueda ser caracterizada hoy como necesaria, obligatoria y om-
nicomprensiva, pues cada vez son más los trámites on line que se deben hacer. Junto a 
ello, dicha relación se ha ido desarrollando gradualmente en el tiempo, aunque es po-
sible establecer que la declaración de estado de excepción constitucional de catástrofe 
en Chile en marzo de 2020 tuvo un efecto acelerador y optimizador de los procesos de 
ajuste y adaptación al uso de TICs en el sistema de justicia.

Sin embargo, un problema por resolver es la disparidad de criterios que utilizan 
los distintos tribunales del país con relación al uso de TICs, quedando a la voluntad de 
cada juez o jueza su mayor o menor utilización, lo que genera un efecto contrario a la 
apertura y masificación de las herramientas tecnológicas aplicadas a los procesos judi-
ciales y, por ende, en el acceso a la justicia de las personas.

Con relación a la organización interna de los despachos jurídicos, las TICs se uti-
lizan desde mucho antes de la entrada en vigencia de la Ley de Tramitación Electrónica. 
Su uso por parte de las y los profesionales requiere de mayores competencias técnicas, 
las que están fuera del abanico de habilidades de nivel usuario que es necesario para 
actuar como litigante en un expediente virtual. Ello se explica pues en su utilización en 
el ámbito de la gestión de un estudio u oficina jurídica, existen distintos niveles de uso y 
de grados de aplicación, a diferencia de la tramitación digital que es más bien estándar.

De acuerdo con el estudio, las TICs son valoradas positivamente por todos los 
beneficios y ventajas que conlleva su utilización: ahorro de recursos, optimización del 
tiempo, posibilidad de poder tramitar en cualquier tribunal del país desde cualquier 
punto geográfico, eficiencia y orden en la gestión de la oficina además de permitirles 
mantener una relación más expedita con el cliente pudiendo organizar la información 
del estudio más eficientemente y mejorando cualitativamente las condiciones de trans-
parencia en el servicio que prestan las y los profesionales. 

No obstante, junto a lo anterior también resulta necesario trabajar en la elimina-
ción de las barreras materiales que obstaculizan el acceso universal a la justicia. Como 
se estableció, existen diferencias originadas por la edad y el nivel socioeconómico de las 
y los clientes que influyen y ralentizan la ejecución de las políticas públicas asociadas al 
logro de los ODS en este ámbito. 

Relacionado con ello, existen diferencias entre la adaptación en el uso de TICs de 
las y los usuarios abogados y de todo el personal judicial, tanto del escalafón primario 
como secundario. Esas diferencias deben ser consideradas en los planes de capacitación 
del sector, pues, por ejemplo, los funcionarios judiciales no son capacitados en el uso 
de la OJV, sino sólo en los softwares de uso interno del poder judicial. Ello impide que 
comprendan cabalmente los requerimientos y dificultades de las personas usuarias del 
sistema. Además, un área que requiere de estudios y actualizaciones es la relacionada 
con los auxiliares de justicia, ya que su regulación legal no se ha adaptado a las necesida-
des que genera un expediente virtual. No se encuentran interconectados con el sistema 
y la adaptación al uso de TICs depende de iniciativas personales. Ello impide estandarizar 
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el servicio que prestan y se desconoce la importancia que su trabajo tiene en la prose-
cución de una tutela judicial efectiva. De hecho, pareciera estar pendiente un debate en 
torno a la protección del principio de fe pública que representan estos funcionarios y 
funcionarias, ya que el uso de TICs se encuentra limitado, por ejemplo, a su jurisdicción y 
a la presencia física de las personas firmantes, pero al mismo tiempo dichas limitaciones 
deben conjugarse con alternativas digitales viables: firma electrónica avanzada, platafor-
mas para videoconferencias, reconocimiento facial, etc.

Para poder tener una visión más completa de las TICs y el sistema judicial en su 
conjunto se hace necesario incluir en el análisis otros perfiles, como por ejemplo la ciu-
dadanía como personas usuarias y beneficiarias del sistema, y para ello podría estudiarse 
en profundidad la relación entre el abogado o abogada y su cliente. Asimismo, resultaría 
interesante también estudiar a futuro cuál es la influencia e impacto que han tenido las 
TICs en los programas de formación profesional de las y los abogados, para conocer si se 
están entregando herramientas específicas necesarias en esta área, o si está visualizada 
y valorada su importancia por las casas de estudio.

Aun cuando no era un objetivo de estudio en esta investigación, una cuestión 
que nos parece importante relevar es la escasa presencia de mujeres en las directivas 
de los colegios de abogados o asociaciones gremiales de regiones y en roles directivos 
de estudios jurídicos, lo que también amerita un análisis detallado, pues es contrario a 
la realidad de la carrera de Derecho que en los últimos años presenta porcentajes más 
bien paritarios en los estudiantes de pregrado88.

Junto a lo anterior, a pesar de los avances encontrados en el uso de TICs, estas 
son poco utilizadas para captar clientes. Las páginas web de estudios jurídicos, así como 
sus redes sociales son usadas más bien para dar información de manera pasiva y no 
interactiva, lo cual es una paradoja, si tenemos en cuenta los múltiples y variados usos 
de TICs por parte de las y los abogados.

En definitiva, este estudio ha cumplido con el cometido de relevar cuál es la 
relación entre el ejercicio de la abogacía y las TICs, teniendo como contexto el acceso 
a la justicia. Este análisis nos ha entregado información importante que nos permite 
establecer las características de esta relación, como ha quedado de manifiesto. Sin em-
bargo, como todo estudio inicial, deja varias interrogantes respecto al uso de TICs por 
otros actores del sistema judicial y problemáticas asociadas a la paridad de la profesión, 
mayoritariamente. Es de esperar que se profundice y se siga investigando sobre esta 
interesante temática. 

88	 Para revisar estadísticas sugerimos el texto de Binder et al. (2020) pp. 46 y ss. 
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RESUMEN: El ejercicio profesional de la abogacía en América Latina ha sido estudiado 
desde diversas perspectivas enfocándose, generalmente, en el rol de las y los abogados 
en la materia penal. Por ello, es necesario reivindicar la labor de todas y todos aquellos 
licenciados en derecho enfocados a prestar su servicio en otras áreas. Particularmente, el 
presente estudio busca reconocer la importancia del trabajo de las y los abogados ads-
critos al servicio público en materia civil, ya que constituyen el eje central del acceso a la 
justicia en países con altos índices de pobreza y grupos en situación de vulnerabilidad 
como es el caso mexicano. Así, este artículo analiza el contexto de las y los defensores 
públicos en materia civil en México con la finalidad de conocer las barreras y retos a los 
que se enfrentan y reconocer su vocación y pasión por el derecho y el bienestar de la 
sociedad en un país donde el acceso a la justicia en materia civil parece ser un lujo.

PALABRAS CLAVE: Defensoría pública civil - acceso a la justicia - México

ABSTRACT: The practice of law in Latin America has been studied from diverse pers-
pectives. However, those studies are mainly focused on criminal law. For this reason, it 
is necessary to vindicate the work of all those lawyers who work on civil litigation, par-
ticularly, those who work for the public legal aid sector. Those legal professionals cons-
titute a cornerstone for the access to justice in countries with high rates of poverty and 
multiple vulnerable groups such as Mexico. Therefore, this paper analyzes the context of 
the public lawyers to recognize their passion and commitment for the rule of law and 
the well-being of the society in a country where access to justice seems to be a luxury.

KEY WORDS: Public legal service - access to justice - Mexico
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1. Introducción 

Una de las ramas del ejercicio profesional de quienes se titulan como licenciadas 
o licenciados en derecho es la abogacía. De acuerdo con Ovalle Favela (2015) la 
abogacía se caracteriza por prestar asesoría jurídica y defensa de intereses jurídi-
cos de las partes ante los tribunales y las demás autoridades. En este sentido, deri-
vado de obligaciones de carácter internacional en materia de derechos humanos, 
México cuenta con un cuerpo profesional de abogadas y abogados enfocados a 
garantizar el derecho de acceso a la justicia a los que se les denomina: defensores 
públicos. 

Las defensoras y defensores públicos en México actúan en diversas áreas del 
derecho de entre las que destaca el área civil. Las personas mexicanas, así como quienes 
transitan por el territorio mexicano, tienen reconocido, a nivel constitucional y en trata-
dos internacionales, el derecho de acceso a la justicia y del debido proceso ya que, de 
acuerdo con la Constitución mexicana, en su artículo 14 establece que nadie podrá ser 
privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 
seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formali-
dades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad 
al hecho. Por ello, a fin de garantizar los derechos mencionados supralíneas, el Estado 
Mexicano, en cada una de sus entidades federativas, ha constituido una institución que 
busca garantizar el acceso a una defensa adecuada en materia civil: la defensoría pública 
(Sancliment Martínez, 2019).

La defensoría pública es la formalización de la obligación del Estado mexicano 
de adoptar disposiciones de carácter interno y establecer salvaguardias prácticas y 
efectivas para tutelar el derecho de defensa (Mesa Márquez, 2020). En un país donde 
el 48.8 % de la población se encuentra en situación de pobreza (CONEVAL, 2018), lo 
que impide que las personas puedan acceder a servicios legales de carácter privado, 
la labor de las personas profesionales adscritas a las defensorías públicas en materia 
civil es indispensable para la cristalización de los derechos previstos en normas inter-
nacionales e internas y para la resolución de conflictos de derecho privado de forma 
satisfactoria. Por ello, el presente estudio analiza el rol de las y los abogados adscritos 
a la defensoría en materia civil en México frente al clamor de acceso a la justicia por 
parte de la población que carece de recursos económicos para optar por servicios de 
abogacía de carácter privado. 

Para ello, el artículo se estructura en tres secciones: la primera de ellas analiza la 
relevancia de la defensoría pública en materia civil en el Estado mexicano para lo que se 
hará referencia a la organización interna de México, el derecho del acceso a la justicia, el 
origen de la defensoría pública en materia civil, su finalidad y se contextualiza al lector 
sobre la realidad mexicana desde la perspectiva económica y social con el propósito 
de evidenciar la extrema necesidad que prevalece en el país de contar con abogados 
gratuitos. En la segunda sección, se presentarán los hallazgos particulares de la situación 
a la que se enfrentan las y los defensores públicos en materia civil en México mostrando 
los resultados obtenidos de la aplicación de entrevistas semiestructuradas a titulares de 
las defensorías públicas en materia civil de las entidades federativas de México, así como 
el análisis estadístico de los datos proporcionados por las defensorías mediante la Plata-
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forma Nacional de Transparencia90. Finalmente, se presentarán conclusiones generales 
de la situación de las defensorías públicas civiles con el propósito de evidenciar que las 
y los abogados defensores públicos en materia civil en México se enfrenta a cargas la-
bores extraordinarias como consecuencia de las condiciones de pobreza de la sociedad 
mexicana. A pesar de que el Estado busca garantizar el acceso a la justicia mediante 
la institución de la defensoría pública, la falta de recursos presupuestales y humanos 
impacta de forma directa en el acceso a la justicia de personas que recurren a dicho 
servicio ante la imposibilidad de solventar los honorarios de un abogado privado. Asi-
mismo, los asuntos atendidos de forma prioritaria por las defensorías civiles en México 
evidencian la ruptura del tejido social del país, por lo que, quienes ejercen la función de 
representantes civiles de forma gratuita, requieren un mayor apoyo por parte del Estado 
en cuanto a homologación de sueldos, distribución equitativa de cargas de trabajo y 
una visión más humanizada de las y los abogados.

La presente propuesta de investigación constituye un estudio de caso de la 
función de las y los abogados en las defensorías públicas civiles en México. Para obte-
ner dicha información, se ha aplicado investigación empírica en diversas etapas. En un 
primer momento, se diseñó el cuestionario de la entrevista (Anexo I) y se enviaron las 
solicitudes de entrevista a las y los directores de laS defensorías públicas estatales de las 
treinta y dos entidades federativas que constituyen el territorio mexicano. En segundo 
lugar, a fin de poder explicar los alcances del proyecto y el objetivo de la entrevista, 
se buscó tener contacto vía telefónica con cada una de las personas titulares de las 
defensorías realizando llamadas y envío de correos electrónicos a las instituciones. Sin 
embargo, derivado de la carga de trabajo y de la aplicación del teletrabajo o home office 
a consecuencia de la pandemia por Covid-19, se logró tener contacto únicamente con 
treinta defensorías, pues dos de ellas nunca contestaron. No obstante, sólo siete de ellas 
dieron respuesta positiva a la solicitud enviada por la autora en nombre del Centro de 
Estudios de Justicia de las Américas. Cabe destacar que, al menos tres defensorías más se 
comprometieron a comunicarse con la investigadora para indicar fecha y hora de entre-
vista sin haber cumplido con dicho compromiso hasta la fecha de entrega del presente 
artículo. Por otro lado, para la obtención de la información de carácter cuantitativo, se 
optó por ejercer el derecho de acceso a la información tutelado en el artículo sexto de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que dice: “Toda persona tiene 
derecho al libre acceso a información plural y oportuna (…) ”. Dicho ejercicio se basó en 
la utilización de la Plataforma Nacional de Transparencia (PNT), que es un instrumento 
que unifica y facilita el acceso a la información pública gubernamental en México y 
mediante ella se pueden realizar solicitudes a cualquier institución pública del país. Así, 
mediante la PNT se enviaron, originalmente, 32 solicitudes de acceso a la información 
que contenían un cuestionario (presentado en Anexo II) diseñado de forma conjunta 
con personal de CEJA. Ante la falta de respuesta de las defensorías, una vez fenecido su 
plazo de ley, se enviaron dieciocho solicitudes de información más buscando contar con 
la mayor cantidad de respuestas posibles al cuestionario fijándose una fecha límite para 
comenzar a diseñar los resultados, al no obtener respuesta, se presentan los resultados 
con la información obtenida.

90	 Plataforma Nacional de Transparencia. Recuperada de: https://www.plataformadetransparencia.org.mx/web/guest/
inicio
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2. El derecho de acceso a la justicia en 
México: la defensoría pública civil una 
institución indispensable para su 
cristalización

De acuerdo con el artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (Constitución mexicana), se encuentra organizado en una república representativa, 
democrática, laica y federal compuesta por Estados libres y soberanos en todo lo con-
cerniente a su régimen interior. En este sentido, existen facultades reservadas para la 
Federación y atribuciones propias de cada entidad federativa, las cuales deben apegarse 
al respeto y promoción de los derechos humanos reconocidos en el texto constitucional 
y en los tratados internacionales de los que México es parte con base en el artículo 133 
de la Carta Magna.

Uno de los derechos humanos clave para nuestra línea de investigación es el 
derecho de acceso a la justicia, el cual se encuentra previsto en los artículos 8 y 25 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y se replica en los artículos 8 y 10 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos; así como en el artículo 14 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y, finalmente, en el artículo 17 de la Cons-
titución mexicana, que establece: “Toda persona tiene derecho a que se le administre 
justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que 
fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial (...)”.

El derecho de acceso a la justicia suele definirse, desde una interpretación ju-
rídica, mediante una equiparación con la tutela judicial efectiva, que es comprendida 
como “la capacidad de las personas de poder acudir en condiciones de igualdad ante 
los jueces y tribunales de justicia para propugnar por la integridad del orden jurídico y 
por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos 
(Araujo-Oñate, 2011, p. 254)”. Además del acceso a la justicia, la tutela judicial efecti-
va prevé que los sistemas jurisdiccionales garanticen el respeto por el debido proceso 
y la existencia de un recurso sencillo. A pesar de la gran importancia que tiene este 
concepto, la realidad en México es, que éste ha sido adoptado desde una perspectiva 
institucionalizada, es decir, parece ser que el Estado considera, que el acceso a la justicia 
se garantiza, exclusivamente, mediante el fortalecimiento del sistema jurisdiccional por 
ejemplo a través del establecimiento de nuevos tribunales y los medios necesarios para 
garantizar su funcionamiento (Lovatón Palacios, 2007). Sin embargo, desde un punto 
de vista sociológico, el acceso a la justicia debe ir mucho más allá de la creación de 
tribunales e incorporar a todas las partes intervinientes del proceso, es decir, a las y los 
ciudadanos y sus representantes jurídicos. 

Desde el año 2001, Fix- Fierro y López Allón, reconocieron que, en México, el 
sector mayoritario de la población carece de acceso a la justicia ya que, casi todos los 
conflictos de carácter no penal se resuelven ante organismos “informales” tales como 
procuradurías o comisiones de derechos humanos (cuyas resoluciones no son de carác-
ter vinculante). Esta aseveración, fue reafirmada en el año 2020 por el World Justice Pro-
ject en el indicador denominado “acceso a la justicia civil”, el cual evalúa si las personas 
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pueden resolver sus agravios de forma pacífica y efectiva a través del sistema de justicia 
civil, y situó a México en el lugar 116, siendo uno de los 15 países peor evaluados en la 
materia a nivel global (World Justice Project, 2020). 

Dicha carencia se agrava al tratarse de grupos en situación de vulnerabilidad, 
como las mujeres, los adultos mayores, pueblos indígenas, niñas y niños. Estos grupos, 
son excluidos del acceso a la justicia “como resultado de la presencia de instituciones 
y prácticas que discriminan o erosionan la satisfacción de sus derechos” (Padrón Inna-
morato, 2014). Por ello, se ha buscado implementar acciones afirmativas que permitan 
disminuir la brecha de acceso a la justicia para los grupos en condición de vulnerabili-
dad, tal es el caso de las “Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en 
condición de Vulnerabilidad” emanadas de la XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, las 
cuales definen a dicho sector de la población como “aquellas personas que, por razón 
de su edad, género, estado físico o mental, o por circunstancias sociales, económicas, ét-
nicas y/o culturales, encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud ante 
el sistema de justicia los derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico”. A pesar de 
ello, Doren Alarcón afirma que estas reglas se enfrentan a ciertas limitaciones, ya que 
no desarrollan todas las situaciones de vulnerabilidad en profundidad y se constituyen 
como simples principios de actuación sin llegar a convertirse en un catálogo de accio-
nes específicas que los Estados pudieran emprender (2015). Por otro lado, las Reglas de 
Brasilia están fundamentalmente enfocadas a los operadores del sistema judicial incu-
rriendo en el error ya señalado en párrafos previos: la visualización del fortalecimiento 
del sistema judicial como la única forma de garantizar el acceso a la justicia.

Esta recurrente y dañina equiparación del derecho de acceso a la justicia con 
la tutela judicial efectiva ha impactado de manera particular a la sociedad mexicana, 
provocando la ausencia de una política jurídica de acceso a la justicia en México (Fix-Fie-
rroy López Allón, 2001, p. 133). Por ello, es indispensable promover la adopción de un 
concepto holístico que permita visualizar el acceso a la justicia desde diversas aristas y 
no solo la jurisdiccional, tal es el caso del concepto propuesto por el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) en materia de acceso a la justicia, el cual 
define a este derecho como el “concepto que hace referencia a las posibilidades de las 
personas, sin distinción de sexo, raza, edad, identidad sexual, ideología política, creen-
cias religiosas, de obtener una respuesta satisfactoria a sus necesidades jurídicas” (2005, 
p. 7). Esta propuesta presentada por el PNUD se caracteriza por “entender el acceso a la 
justicia como un medio y un fin en sí mismo”, ya que el acceso a la justicia se vislumbra 
como un mecanismo esencial que impacta en la transformación de las relaciones de po-
der que perpetúan la exclusión, la pobreza y la subordinación de ciertos grupos (PNUD, 
2005, p.7). Así, más allá de analizar los beneficios o fortalezas de los sistemas judiciales 
de los Estados y su capacidad de dar respuesta a los planteamientos presentados por 
la ciudadanía, esta nueva perspectiva de acceso a la justicia voltea a ver a quienes por 
mucho tiempo han sido olvidados por los estudios académicos y sociales: los litigantes 
y sus representados (Rhode, 2013).

 Ahora, enfocándonos de forma particular en el área civil, es necesario reflexio-
nar que, la capacidad de acceder de manera efectiva a la justicia en materia civil se ve 
directamente impactada por la situación social y económica prevaleciente en cada país. 
Por lo que toda vez que México cuenta con 52.4 millones de personas en situación de 
pobreza, es posible afirmar que, la justicia civil en México es un lujo (CONEVAL, 2018). 
Además de las carencias económicas de la población, la sociedad mexicana se enfrenta 
a un proceso de descomposición de las instituciones y del tejido social que ha impac-
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tado de forma directa en la desintegración del núcleo básico: la familia (Márquez Cova-
rrubias, 2012). Por ello, las relaciones de carácter civil y familiar tales como parentesco, 
custodia, alimentos y sus bienes muebles e inmuebles se ven impactadas provocando 
la necesidad de acudir ante los órganos jurisdiccionales para la resolución de tales con-
flictos. Sin embargo, para iniciar un proceso jurisdiccional en México se requieren cono-
cimientos legales, pues el derecho de acceso a la justicia ha sido vinculado por la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación (SCJN) con la obligación correlativa de satisfacer los 
requisitos que exijan las leyes procesales, por lo que, las personas que se encuentran en 
este supuesto, requieren la representación de un profesional del derecho (SCJN, 1998). 
Lo anterior, provoca que la sociedad se vea en la necesidad de recurrir a las y los aboga-
dos expertos en materia civil, especialmente, a las y los defensores de carácter público91. 

Esto encuentra su justificación en las condiciones de desigualdad prevalecien-
tes en la sociedad mexicana y el concepto de “Estado Social de Derecho” que, impone a 
la estructura estatal la obligación de garantizar determinados derechos sociales a fin de 
que exista “un nivel de vida mínimamente aceptable para todos los ciudadanos, a través 
de la implementación de servicios sociales (…) para aliviar la pobreza” (Mishra, 1993, pp. 
41 y 42). La asistencia jurídica gratuita como lo denomina Maqueo Ramírez, constituye 
una intervención directa y positiva del Estado que se cristaliza como el mecanismo idó-
neo para “superar el obstáculo económico que supone el costo de un litigio” mediante la 
prestación del servicio de asesoría y defensoría jurídica gratuita (2013, p. 4).

Inglaterra fue el país pionero en el área mediante el establecimiento de un “Pro-
grama de Ayuda y Asesoramiento Jurídico” en el año de 1949. La distribución económica 
en la región, la complejidad de la época, el creciente aumento del marco normativo y 
el alza de crímenes y casos de divorcio fueron algunas de las causas que dieron pie al 
surgimiento del programa de ayuda legal en dicho Estado (Lord Parker de Waddington, 
1962). El sistema de ayuda legal en materia civil fue establecido a través de la barra de 
abogados a quien se le impuso el mandato de coordinar la prestación del servicio en el 
país, lo que implicaba aplicar el estudio socioeconómico a las personas interesadas en 
acceder a la ayuda legal, pagar una cuota mínima a las y los abogados que llevarán los 
casos y reportar de forma anual el trabajo realizado ante el Parlamento. (Lord Parker de 
Waddington, 1962).

Otro de los países precursores en la prestación de asistencia jurídica gratuita fue 
Estados Unidos de América, donde Lyndon B. Johnson creó la Oficina de Oportunidades 
Económicas como una agencia del Poder Ejecutivo como parte de la “guerra contra la 
pobreza” (LSC, 2021). Esta estructura fue consolidada con el apoyo de la barra de abo-
gados federal y las barras locales y fue consolidada como una Corporación de Servicios 
Legales por Richard M. Nixon, el 25 de julio de 1974, con el objetivo de establecer igual-
dad de derechos en Estados Unidos.

Asimismo, uno de los mecanismos utilizados para resarcir las desigualdades so-
ciales en materia de acceso a la justicia, es la figura del Pro Bono que nace de la locución 
latina “pro bono público”, lo que significa: por el bien público (Sin fronteras, 2011). Esta 
figura se encuentra definida en la Declaración de Trabajo Pro Bono para el Continente 
Americano y se refiere a la prestación de servicios legales gratuitos o sin la expectativa 

91	 Para efectos del presente estudio, comprenderemos la materia civil en su sentido amplio incluyendo dentro de este al 
derecho de familia.
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de recibir pago, y que benefician principalmente a personas o comunidades pobres o 
menos privilegiadas y a las organizaciones que los asisten. El pro bono nace de la respon-
sabilidad social esperada de las y los abogados de cada país, particularmente en la situa-
ción de América Latina donde pocas son las personas que pueden acceder a educación 
de nivel superior, y los profesionales del derecho cumplen o deberían cumplir con una 
función social colaborativa que impacte en la “conservación y perfeccionamiento del 
orden jurídico del país (...) mediante la asesoría, asistencia y patrocinio de los particula-
res” (Merlano Sierra, 2010). Sin embargo, en el caso mexicano, la figura no se encuentra 
regulada en la ley. Así, toda vez que el pro bono no constituye una obligación para el 
ejercicio de la abogacía en México, la figura rara vez aparece como mecanismo que 
apoye en la consolidación del acceso a la justicia y su aplicación sigue siendo incipiente 
(Del Río, 2016).

Ante esta contextualización, el mecanismo ad hoc implementado en el caso 
mexicano para la prestación de la asistencia jurídica gratuita es la figura de la defensoría 
pública. En México fue establecida, en un primer momento, como una Procuraduría de 
los pobres cuyo objetivo era proteger a las personas desvalidas de cualquier exceso, 
agravio o vejación que pudieran llegar a cometer las autoridades mediante la Ley de 
Procuraduría de Pobres del 10 de marzo de 1847 (Valdés Contreras, 2017). Dicha institu-
ción fue propuesta por Ponciano Arriaga quien reconocía que, desde ese entonces, en 
México “existe una clase desvalida (…) es la clase más numerosa, es nuestro pueblo, es 
nuestra sociedad misma” (Oñate, 1974). 

Esta figura fue replicada a nivel nacional hasta la constitución de 1917, la cual 
incorporó la obligación la defensoría de oficio en materia penal. Desde entonces y por 
lo general, los estudios existentes en materia de defensa y acceso a la justicia se enfocan 
de forma primordial a dicha área, por lo que la literatura en materia civil es, más bien, 
escasa. De hecho, desde la emisión de la Ley de Defensoría de Oficio Federal de 1922 
hasta la publicación de la Ley Federal de Defensoría Pública, el 28 de mayo de 1998, es 
decir, 76 años después, la población mexicana comenzaría a contar con la posibilidad de 
acceder a asesoría y orientación jurídica gratuita de materias “no penales” a nivel federal 
(Valdés Contreras, 2017). Por otro lado, en el caso de los Estados, cada uno de ellos tiene 
la facultad de establecer la institución competente para brindar el servicio de asistencia 
jurídica en materia civil, por lo que, existe una gran diversidad de organismos que pres-
tan el servicio en cada uno de los estados, lo que puede llegar a generar confusión a la 
población que requiere de este apoyo. 

De acuerdo con un minucioso análisis de las legislaciones locales de las 32 enti-
dades federativas, fue posible encontrar que en cada uno de los estados del país existe 
algún mecanismo de defensa pública. Sin embargo, la materia de mayor trascendencia 
de estos organismos es el área penal. No obstante, la legislación prevé el poder brindar 
asesoría y representación jurídica en materia civil para personas de escasos recursos con 
base en un censo de carácter socioeconómico que es diseñado por cada institución. 
En cuanto a la naturaleza jurídica de dichas organizaciones se encontró que 19 de los 
estados tienen un instituto o dirección de defensoría con cobertura en materia civil ads-
crito al Poder Ejecutivo de cada una de las entidades federativas tal es el caso de: Baja 
California, Baja California Sur, Ciudad de México, Colima, Guanajuato, Hidalgo, Jalisco, 
Estado de México, Nayarit, Puebla, Querétaro, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, 
Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán. Por otro lado, 6 de los estados cuentan con un 
instituto de defensoría pública con cobertura en materia civil dependiente del Poder 
Judicial local, siendo estos: Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Guerrero, Quintana Roo y Du-
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rango. Finalmente, 6 de las entidades cuentan con la misma figura de institutos de de-
fensoría pública pero, con una característica singular, dichos institutos son organismos 
descentralizados, es decir, cuentan con personalidad jurídica propia, patrimonio propio, 
autonomía técnica y autonomía orgánica y no dependen directamente de la Adminis-
tración Pública Centralizada (Serna de la Garza,2003, p. 3), siendo estos: Aguascalientes, 
Campeche, Michoacán, Morelos, Nuevo León, Oaxaca y Zacatecas. 

ILUSTRACIÓN 1: Mapa de la naturaleza jurídica de las defensorías públicas en México

 

Fuente: Elaboración propia.

Es importante señalar el caso del estado de Querétaro, ya que es el único que 
no cuenta con una defensoría pública en materia civil constituida como instituto o di-
rección general, sino que únicamente tiene una Coordinación de Asistencia Jurídica a 
Población Vulnerable adscrita al Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Es-
tado de Querétaro. Es decir, el área que apoya con garantizar el acceso a la justicia en 
dicha entidad es solo una coordinación más dentro del aparato burocrático del Poder 
Ejecutivo local. 

Con relación a la naturaleza que reviste la defensoría, es importante destacar 
que, la dependencia de alguno de los poderes, ya sea el Ejecutivo o Legislativo, limita el 
actuar de la institución ya que requiere aprobación para implementar cualquier acción 
de su competencia, por ejemplo, para realizar alguna contratación requiere contar con 
suficiencia presupuesto y autorización del poder al que se encuentra adscrita, mientras 
que los organismos descentralizados pueden tomar y aplicar sus decisiones de forma 
verdaderamente autónoma. 

Ahora bien, una vez estudiada la regulación normativa de las defensorías pú-
blicas en materia civil en México, es necesario centrar nuestra atención en las personas 
que hacen realidad el trabajo y los resultados en cada una de estas instituciones: las y 
los abogados. 

  Defensoría adscrita al Poder Ejecutivo local          
  Defensoría adscrita al Poder Judicial local
  Defensoría constituida como Organismo Público Descentralizado
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3. Las abogadas y los abogados en México: 
una mirada a la realidad de las y los 
defensores públicos en materia civil

La abogacía en México es una profesión de amplia tradición, de hecho, como lo refiere 
Guerrero, “no existe en la historia del país una profesión que haya ejercido mayor influen-
cia en su destino ni dejando una huella más honda en su devenir como la abogacía” 
(2015, p.17). El ejercicio profesional derecho en México encuentra su raíz, de manera 
inevitable, en la tradición de la familia del derecho romano gracias a la influencia espa-
ñola que se remonta a las primeras cátedras de derecho impartidas en la Real y Pontificia 
Universidad en 1533. 

En la actualidad, las y los licenciados en derecho en México cuentan con una 
amplia gama de posibilidades para el ejercicio de su profesión tanto en el sector pú-
blico como privado dentro de las cuales se contiene la abogacía. De acuerdo con el 
Instituto Mexicano para la Competitividad A.C. (IMCO), quien ha analizado y graficado 
los resultados de la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo 2020, la licenciatura 
en Derecho es la segunda carrera con mayor cantidad de personas en el país cuyo 
número asciende a 1,082,236 personas (2020). Los principales sectores en los que se 
desempeñan quienes cuentan con estudios de licenciatura en derecho son servicios 
profesionales científicos y técnicos, actividades gubernamentales y de organismos 
internacionales, comercio al por menor, servicios educativos e industrias manufactu-
reras, el salario promedio para esta profesión es de 12,240 pesos mexicanos por mes 
(IMCO, 2020). 

Ahora bien, enfocándonos al papel esencial de profesionales del Derecho que 
laboran en las defensorías públicas, debe reconocerse que, son un grupo al que se le ha 
prestado poca o nula atención, ya que, generalmente se estudia a las defensorías como 
un todo –desde una perspectiva institucional–, dejando de lado la calidad humana de 
las y los licenciados en derecho que se desempeñan como abogados al servicio del Es-
tado, siendo esta una de las áreas pendientes por atender en materia de acceso a la jus-
ticia. Algunos de los primeros acercamientos realizados con dicho sector de profesionis-
tas en México han sido a cargo de los medios de comunicación quienes han reportado 
una excesiva carga de trabajo, la carencia de un servicio civil de carrera correctamente 
establecido y la gran diferencia en sus salarios de un estado a otro a la que se enfrentan 
quienes laboran como defensores públicos en México (Aguirre García, 2019). Estas con-
diciones han sido abordadas de manera previa en diversos estudios enfocados al análisis 
del servicio civil de carrera y la situación de las defensorías en México, sin embargo, 
dichos artículos están enfocados exclusivamente a la materia penal (Suárez Ávila y Fix 
Fierro, 2018; Aguiar Aguilar, 2016). 

Con relación a las y los defensores en materia civil, uno de los primeros hallazgos 
de este estudio del rol de las y los abogados, es la prohibición prevista en las normas es-
tatales o en sus reglamentos, que limitan el ejercicio de la profesión e impide que quie-
nes se desempeñan como defensores públicos puedan laborar, incluso en su tiempo 
libre, en la abogacía privada. Esta restricción, permite, sin embargo, que las y los aboga-
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dos puedan actuar en causas propias o las relativas a sus familiares hasta cierto grado de 
parentesco. Esta limitante al ejercicio de la profesión, se establece como un mecanismo 
para evitar la posible existencia de conflictos de interés, ya que se busca blindar de esta 
forma la posible aparición de cualquier conducta de corrupción que pueda impulsar a 
las y los abogados a ofrecer sus servicios de forma externa, es decir, mediante despachos 
o barras de abogados, utilizando a la defensoría únicamente como mecanismo de cap-
tación de clientes. Esto, derivado de los altos índices de corrupción experimentados en 
la sociedad mexicana, ya que, de acuerdo con el Índice de Percepción de la Corrupción 
emitido por Transparencia internacional, México se ubica en el lugar 124 de 180 países 
evaluados en materia de corrupción, y aunque mejoró dos puntos con relación a la 
última evaluación, México es el país peor evaluado del grupo que conforma la Organi-
zación para el Desarrollo y la Cooperación Económicos (Transparencia Mexicana, 2020). 
Lo anterior, se vincula directamente con la falta de confianza de la población mexicana 
en sus instituciones, ya que 56% de la población considera que los jueces y magistrados 
son corruptos, lo que impacta directamente en la falta de interés de la sociedad en 
solucionar los problemas jurídicos mediante la vía jurisdiccional (Mexicanos contra la 
corrupción, 2020).

Por otro lado, una de las grandes críticas que se realiza a la labor de las y los 
defensores públicos es la “simulación” que el Estado realiza mediante la prestación de 
dicho servicio público sin dotarlo de recursos económicos y humanos suficientes para 
hacer frente a las necesidades de la población. En el caso Girón contra Guatemala, la 
Corte Interamericana de Derecho Humanos ya hacía hincapié de la importancia de 
contar con una defensa pública de carácter técnico reconociendo que el derecho de 
defensa, independientemente de su naturaleza penal o civil, “implica que la defensa 
sea de carácter eficaz, oportuna y realizada por personal técnico”. Siguiendo a la Corte, 
estas características deben permitir garantizar la protección de la persona represen-
tada y no constituir una mera formalidad del proceso. Por lo que, “cualquier forma 
de defensa aparente resultaría violatoria de la Convención Americana de Derechos 
Humanos”.

Ahora bien, frente a la posible responsabilidad internacional de los Estados ante 
la falla de la defensa pública, la Corte consideró que éstos no pueden ser visualizados 
como “responsables de todas las fallas”. Sin embargo, a fin de evitar esta clase de conse-
cuencias, los Estados han de dotar de autonomía a las defensorías, adecuar los procesos 
de selección de defensores, desarrollar controles sobre la labor que realizan y capacitar 
a la plantilla de forma periódica. Asimismo, de acuerdo con la Corte Europea de Dere-
chos Humanos, los Estados deben garantizar la prestación efectiva del servicio de forma 
práctica y real para las personas sin que las y los defensores públicos puedan justificar 
su ausencia en las diligencias derivado de carga de trabajo, enfermedad o cualquier otra 
situación, ante la cual debe sustituirse a la abogada o abogado.

Ante estos requerimientos, los cuales podríamos clasificar como “condiciones 
mínimas de la defensa pública”, la pregunta pendiente en el caso mexicano es ¿las y los 
defensores públicos en materia civil en México cuentan con estas condiciones mínimas? 
Por ello, a fin de conocer el contexto en el que desempeñan sus labores las y los aboga-
dos adscritos al servicio público de defensa, se realizaron siete entrevistas semiestruc-
turadas con la dirección de las defensorías públicas de: Estado de México, Chihuahua, 
Campeche, San Luis Potosí, Zacatecas, Sonora y Colima que fueron las únicas personas 
que respondieron de forma positiva a la solicitud de esta investigadora para poder reali-
zar la entrevista enfocada al área civil.
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3.1	 ANÁLISIS CUALITATIVO DE LAS DEFENSORÍAS PÚBLICAS CIVILES EN 
MÉXICO

El acercamiento con las defensorías públicas en México ya ha sido descrito en la primera 
sección relativa a la metodología de este trabajo. No obstante, es necesario hacer hinca-
pié en el invaluable apoyo de las personas titulares de las defensorías listadas en el pá-
rrafo anterior, cuya participación fue de carácter esencial. Como parte de la experiencia 
vivida en el proceso de solicitud de entrevistas es de destacar que, mientras que algunas 
de las defensorías a las que se les solicitó espacio mostraron cierta renuencia o temor 
a otorgar la entrevista e incluso manifestaron “requerir autorización de los superiores” 
refiriéndose al Poder Ejecutivo; otras, que son las que participaron, demostraron amplia 
confianza y reconocimiento al trabajo realizado por el CEJA. Así, a fin de no hacer señala-
mientos particulares a ninguna defensoría, las reflexiones emitidas en esta sección serán 
de carácter general con relación al universo de entrevistas realizadas. 

Uno de los primeros hallazgos de carácter cualitativo demuestra que ninguna 
de las defensorías estudiadas cuenta con un servicio civil de carrera establecido, a pesar 
de que la norma jurídica prevea la existencia de éste. De acuerdo con los comentarios 
del personal, la falta del servicio civil de carrera no afecta la calidad del servicio prestado 
a la sociedad pues, para la contratación del personal en materia civil, se busca que las 
y los abogados cuenten con mínimo tres años de experiencia en la materia, que sean 
– por supuesto– licenciadas y licenciados en derecho y, una de las características esen-
ciales, que quienes se incorporen a la defensoría cuenten con una vocación de servicio. 
En este sentido, en apego a lo narrado por las y los directores entrevistados, la defensoría 
pública en materia civil se enfrenta a una grave carencia de recursos económicos y hu-
manos lo que impacta en las excesivas cargas de trabajo padecidas por quienes ejercen 
dicha función. 

Por ejemplo, en una de las entrevistas, se mencionó que existe un promedio de 
104 abogadas y abogados para atender a 17 millones de personas, lo que significa que, 
en teoría, cada una y cada uno de los profesionistas debería estar atendido a 163,461 
personas. La reflexión en este sentido para quienes diseñan y sobre todo, presupuestan 
la aplicación de política pública en México es: ¿qué ser humano cuenta con la capacidad 
de atender este número de personas dedicando el debido tiempo de estudio y garan-
tizando calidad del servicio? A mayor abundamiento, en otro de los casos, se mencionó 
que la defensoría cuenta con 6 abogadas y abogados adscritos al área civil, los cuales, 
desde una perspectiva ideal, deberían prestar sus servicios en 18 distritos; sin embargo, 
toda vez que la defensoría no cuenta con oficinas en 17 distritos, únicamente se prestan 
los servicios en 1 de ellos, es decir, existen 17 distritos en los cuales el Estado no garan-
tiza el acceso a la justicia de la población que no cuenta con recursos para contratar un 
abogado particular. Desde este panorama, es entendible la razón de que en cada una 
de las entrevistas realizadas, sin excepción, las personas abogadas participantes hicieron 
hincapié en la necesidad de que, quienes deciden prestar sus servicios en la defensoría 
pública deben contar con empatía, vocación y pasión por la consolidación de la justicia. 
Y es que, al menos en México, no existe otra manera de justificar el deseo de ser abo-
gada o abogado adscrito al servicio público, sino, como lo dijo uno de los defensores 
entrevistados: “el amor por ver a las personas felices”.

La defensoría pública en México es un trabajo que se lleva a cabo por convic-
ción y con cierta carencia de límites, ya que, en algunas ocasiones, las y los defensores 
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públicos padecen de los abusos de las corporaciones privadas de profesionales del de-
recho o, en su caso, de la misma sociedad para la que trabajan. En el primero de los 
escenarios, una de las directoras entrevistadas, manifestó que, en el caso de su Estado, 
no existe un límite para la participación de la defensoría pública en los asuntos. Es decir, 
la institución – y su personal– están obligados a prestar el servicio de defensa a toda la 
ciudadanía, independientemente de su capacidad económica, lo que ha influenciado 
en la aparición de una conducta nociva por parte de las y los abogados pertenecientes 
al ámbito privado, pues éstos tienden a captar clientes, cobrar una alta cantidad de dine-
ro por la prestación de servicios profesionales y abandonar su labor a mitad del proceso, 
ya que saben que el juez llamará a la defensoría de oficio para continuar con la defensa. 
Las y los abogados particulares no enfrentarían ninguna clase de sanción por esta ac-
ción, pues no existe una consecuencia legal para tal conducta en la legislación estatal. 
En el segundo de los casos, la población del Estado conoce la labor de la defensoría y, 
aunque cuente con recursos económicos para pagar asistencia letrada particular, opta 
por llevar su caso a la defensoría pública, lo que impacta en las cargas de trabajo de 
las y los defensores y vicia el verdadero origen de la institución. A pesar de ello, en los 
casos en los cuales las y los defensores se han negado a atender dichos asuntos, algunas 
personas han optado por acudir ante los tribunales federales para alegar la violación de 
su derecho de acceso a la justicia, y estos últimos han resuelto en favor de las personas 
quejosas, conminando a las defensorías a atender los asuntos. 

En el caso de otros estados de la República, la defensa pública ha enfrentado 
reclamos por parte de los colegios de profesionistas, quienes alegan que las institucio-
nes “acaparan” los asuntos generando una merma en las actividades laborales de las y 
los abogados privados. Sin embargo, en la gran mayoría de las legislaciones, se ha es-
tablecido la realización de un estudio socioeconómico que garantice que las personas 
atendidas en los servicios gratuitos efectivamente sean aquellas que más lo necesitan 
con la finalidad de no generar enfrentamientos de carácter profesional con el ámbito 
privado de la abogacía y garantizar que en la defensa pública se atienda al sector más 
vulnerable de la población.

Una de las áreas mencionadas por las personas entrevistadas es la capaci-
tación. Las y los defensores reconocen que la defensoría pública en materia civil es 
un “tesoro de conocimientos” ya que, gracias a la diversidad de temáticas atendidas, 
todos los días se aprenden y ejercitan nuevos conocimientos que permiten a las y 
los abogados mantenerse actualizados en el área civil. De hecho, en el caso de dos 
Estados, se reconoce la gran labor y compromiso de quienes ejercen la titularidad de 
las defensorías pues, a pesar de las barreras económicas que existen, han buscado la 
celebración de convenios de colaboración con las embajadas de Estados Unidos de 
América, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y Canadá a fin de recibir 
capacitación de forma gratuita en materia de derechos humanos. Además de ello, las 
personas entrevistadas reconocieron la necesidad de promover otro tipo de capaci-
taciones para las y los defensores civiles, las cuales se enfoquen en el desarrollo de 
habilidades blandas tales como talleres psicológicos de empatía para la atención de 
grupos vulnerables. Asimismo, se destacó la necesidad de contar con traductores que 
auxilien en la atención de la población indígena.

Además, en cuanto a la labor realizada por las y los defensores públicos en 
materia civil es de reconocerse que, no obstante las altas cargas de trabajo, existen 
algunos estados en los que se trabaja por dar a conocer, aún más, la labor de es-
tas abogadas y abogados, realizando recorridos en los municipios para explicar su 
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funcionamiento y atender las necesidades de la ciudadanía y generando incluso, un 
expediente digital. Tal es el caso del Estado de México, al cual se debe reconocer su 
amplia labor denominada “Caravanas por la justicia cotidiana”, que es un acercamiento 
mediante el cual se auxilia a la población para realizar trámites y servicios directamen-
te en su municipio y se promueve el acceso a la justicia por parte de la defensoría 
(Estado de México, 2020). 

Finalmente, como parte del análisis cualitativo, debe reconocerse que, a pesar 
de las cargas de trabajo, las y los defensores civiles son profesionales del derecho que 
permiten a la ciudadanía cambiar su vida e impactan en la ampliación de las esfera de 
derechos de las personas en el país. Un ejemplo claro de esto es el caso de Alejandra 
Ruiz Sierra una mujer transgénero que consiguió la primera modificación de nombre 
en el estado de Campeche gracias a la gestión de una de las defensoras públicas civiles 
del Estado. El procedimiento tomó solo un mes y se basó en argumentos de derecho 
internacional de los derechos humanos. De esta forma, las y los abogados públicos en 
materia civil, no son solo profesionales del derecho, sino en palabras del director del Ins-
tituto de Acceso a la Justicia del Estado de Campeche, Lic. José Alberto Calderón Silva, 
las defensorías públicas civiles son una “válvula de desahogo para la sociedad y para el 
país, ya que las personas no sólo quieren policías y cárceles, quieren seguridad jurídica 
en sus bienes y relaciones interpersonales”. 

3.2	 LA DEFENSORÍA PÚBLICA CIVIL EN MÉXICO: CIFRAS, REALIDAD Y RE-
TOS POR ENFRENTAR

Como se describió en las primeras páginas de este estudio, para la obtención de in-
formación de carácter cuantitativo se optó por solicitar información mediante la PNT. 
Tristemente, el proceso para acceder a dicha información fue largo, complicado y can-
sado. A pesar de que el derecho de acceso a la información se encuentra consagrado 
a nivel constitucional, las diversas instituciones parecen enfocarse en buscar la forma 
de no proporcionar la información, pues a pesar de entender el alcance de la solicitud, 
en repetidas ocasiones se solicitaba a la ciudadana especificar el área dentro del gran 
organigrama institucional de la cual requería la información, asumiendo que las y los 
ciudadanos mexicanos tenemos el deber de conocer la organización interna de cada 
institución. Ante esta situación, en al menos 10 de las defensorías, fue necesario realizar 
hasta 3 solicitudes de información al no haber respuesta o negarse el acceso a la docu-
mentación, aún con esta insistencia, los resultados presentan entidades sin información 
debido a que no existió respuesta alguna en la Plataforma hasta el momento de publi-
cación de este artículo. 

3.2.1	 Presupuesto 

El primero de los rubros analizados en esta sección fue el presupuesto asignado 
a las defensorías públicas en materia civil en México. Cabe mencionar que, en esta sec-
ción, todas las respuestas recibidas hicieron mención de que el presupuesto es asignado 
para la defensoría en su conjunto, es decir, para materia civil y penal, por lo que, en 
realidad, no es posible verificar la cifra exacta que se otorga a nuestra materia de estudio.

 



EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA EN AMÉRICA LATINA: EN LA BÚSQUEDA DE UNA AGENDA DE TRABAJO 146     

GRÁFICO 1: Promedio de presupuesto asignado a nivel nacional para la defensoría como institución 
GRÁFICO 1: Cifras en dólares basadas en la segunda quincena de febrero 2020

  % Tasa de crecimiento            Presupuesto asignado a la defensoría clasificado por año (millones)
Fuente: Elaboración propia con información obtenida a través de la Plataforma de Transparencia.

No obstante lo anterior, es posible tener una visión integral de la forma en que 
se ha presupuestado la atención legal gratuita tanto en materia civil como penal en 
México. Como se observa la gráfica anterior, el presupuesto asignado del año 2017 al 
2018 presentó un incremento considerable del 13.37 %. Esto puede ser atribuible a que, 
en el año 2018, México celebró una de los más grandes procesos electorales para elegir 
a un nuevo presidente. De acuerdo con la teoría, en México se aplica un ciclo político 
oportunista, el cual implica que “existe un comportamiento oportunista de las autorida-
des hacendarias antes de las elecciones”, lo que explica el incremento al presupuesto 
de 2017 a 2018 (Ramírez Rodríguez y Erquizio Espinal, 2012, p. 5). Lo mismo ocurre en 
el caso del aumento presupuestal del año 2018 al 2019 pues, en apego al ciclo político 
partidario, los ganadores de las elecciones buscan consolidar sus promesas de campaña 
y aplicar su programa público, por lo que tienden a aumentar el presupuesto (Ramírez 
Rodríguez y Erquizio Espinal, 2012, p. 7). 

Por otro lado, del año 2018 al 2019, México comenzó a experimentar la “Cuar-
ta Transformación”, que es como se autodenomina el gobierno del presidente, Andrés 
Manuel López Obrador. Una de las características de esta transformación es “dar un giro 
en la forma de concebir la política social y económica de México”, por lo que se ha pro-
movido una nueva política denominada “austeridad republicana” que ha impulsado im-
portantes recortes presupuestales en todas las áreas de la administración pública, por 
lo que es fácil comprender que del año 2019 al 2020 el presupuesto para la defensoría 
haya decaído en un 6.02% (Rivero Casas, 2019, p. 3). Lo anterior, sin realizar un análisis 
particular por entidad federativa que permita identificar todas las variables que expli-
quen la causa del decremento. En esta situación, es necesario analizar de manera deta-
llada, la razón del decremento en cada uno de los estados que lo hayan experimentado 
a fin de poder justificar ¿por qué se sacrifica el mecanismo que garantiza el acceso a la 
justicia en un país donde nos encontramos tan lejos de ella?
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3.2.2	 Salarios 

Otro de los aspectos relevantes sobre la realidad a la que se enfrentan las y los 
defensores públicos civiles es el salario y su disparidad de este entre las distintas enti-
dades federativas.

 

GRÁFICO 2: Salario promedio de las defensoras y los defensores públicos en materia civil en México
GRÁFICO 1: Cifras en dólares basadas en la segunda quincena de febrero 2020

  % Tasa de crecimiento            Sueldo de las defensoras y defensores por año
Fuente: Elaboración propia con información obtenida a través de la Plataforma de Transparencia.

En la información recabada mediante la Plataforma, fue posible observar que 
hay Estados, en los cuales las y los defensores públicos ganan apenas la mitad del salario 
de sus colegas de otros Estados, mientras que también fue posible identificar la existen-
cia de escalas o niveles de salario entre las y los abogados de la misma materia, las cuales 
fueron explicadas basadas en la experiencia de cada una y cada uno de ellos.

En la siguiente gráfica, es posible observar que dentro de las 19 entidades fede-
rativas de las que se cuenta con información, Querétaro y Guanajuato son los estados 
que presentan un mejor nivel salarial para las y los defensores públicos en el área civil, ya 
que llegan a percibir hasta 1,758.17 dólares mensuales, mientras que en otros estados, 
como Zacatecas, apenas se alcanza 234 dólares mensuales por la misma actividad. A 
reserva de justificar esta diferencia por los presupuestos estatales, las cargas de trabajo 
o el costo de vida en cada una de las entidades, en México ha existido una constante 
llamada de atención por los dobles estándares existentes entre cada uno de los Estados 
que generan ciudadanos “de primera” y “de segunda” según lo señala la literatura. De 
acuerdo con Marshall, la ciudadanía puede ser comprendida como un “estatus asignado 
a todos los miembros de una comunidad quienes son iguales con respecto a derechos 
y deberes” (Ortiz Jiménez, 2009, p. 36). 

A pesar de que, en teoría, la ciudadanía cuenta con la misma tutela de su esfera 
jurídica, el contexto económico y social muestra que las diferencias entre cada entidad 
federativa y la priorización de determinadas funciones, impacta en la cristalización de 

$700,00  

$680,00

$660,00 

$640,00 

$620,00 

$600,00

$580,00

$560,00 

$540,00

15%  

10% 

5% 

0% 

-5% 

-10% 

2016 2017 2018 2019 2020

-0,06%

-0,02%

0,02%

0,13%



EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA EN AMÉRICA LATINA: EN LA BÚSQUEDA DE UNA AGENDA DE TRABAJO 148     

derechos básicos, como es el acceso a la justicia, alcanzando no sólo a las personas que 
requieren de los servicios de defensa sino a los propios servidores y servidoras públicas, 
quienes frente al mismo trabajo o actividad, perciben salarios muy distintos dependien-
do del lugar de la República mexicana en el que laboren. 

 

GRÁFICO 3: Sueldo promedio por Entidad Federativa en México

Fuente: Elaboración propia con información obtenida a través de la Plataforma de Transparencia.
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que significa que, en promedio, la persona defensora gana, al menos, 3 veces el salario 
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sin embargo, en la fase cualitativa se reconoció que el aumento del salario sigue siendo 
un tema pendiente en casi todas las defensorías considerando la carga de trabajo a la 
que se enfrentan.

3.2.3	 Perspectiva de género

A mayor abundamiento, en cuanto a la composición de la plantilla de defen-
soras y defensores en materia civil en México, existe una tendencia que indica, que las 

92	 En México el salario mínimo diario equivale a 6.02 dólares por día.
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mujeres suelen ocupar el mayor número de plazas como defensoras públicas en materia 
civil. De hecho, de las entrevistas realizadas, la mayoría de las personas entrevistadas 
pertenecen al sexo femenino. La autora del presente trabajo sugiere, como hipótesis, 
que esta tendencia se debe a que los hombres suelen atender, en su mayoría, asuntos 
de carácter penal, por considerarse como “asuntos masculinos”. Lo anterior, es soportado 
en el estudio sobre el ejercicio de la Abogacía en América Latina presentado por el CEJA 
(2021) en el que se reconoce que, a pesar de que las mujeres hemos ganado terreno 
en la formación y ejercicio profesional del derecho, todavía existe una tendencia de fe-
minización de la profesión la cual perpetúa una estructura de poder dominada por el 
sexo masculino de tal forma que, las abogadas tienden a ser constreñidas a participar en 
actividades que se estiman femeninas, como los asuntos de derecho de familia, que es 
visualizado como un área de menor prestigio frente al ámbito penal. Esta situación pue-
de ser constatada con la diferencia estadística que existe entre el número de directoras 
y directores de las defensorías de las que se obtuvo información, pues a pesar de que 
la gran mayoría de la plantilla de la defensa está constituida por mujeres, la dirección 
o el puesto más alto en la escala de la institución continúa perteneciendo a los hom-
bres, ya que son 19 hombres quienes ejercen dicho cargo frente a solo 13 mujeres en 
las 32 entidades federativas del país. Esto constata el argumento presentado por CEJA 
sobre la dañina perpetuación de escalas de poder masculinizadas. Sin embargo, para la 
comprobación de dicha hipótesis es necesario realizar un estudio particularizado de la 
composición del personal de la defensoría abarcando el área penal y el área civil a fin de 
poder determinar si efectivamente esa es la razón de esta composición o si, en su caso, 
las mujeres se enfocan más en el área civil por elección propia y no por designación 
sistemática.

GRÁFICO 4

  % Hombres            % Mujeres
Fuente: Elaboración propia con información obtenida a través de la Plataforma de Transparencia.
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3.2.4	 Carga de trabajo

Como se ha destacado a lo largo de este documento, las y los defensores públi-
cos son actores esenciales en la búsqueda de garantizar el acceso a la justicia en materia 
civil en México. Por ello, suelen enfrentarse a altas cargas de trabajo año con año. Des-
de el año 2017, ha existido una tendencia en dichas cargas a nivel nacional, las cuales 
oscilan en un promedio equivalente a 141, 580 asuntos atendidos por año entre los 
que se considera la asesoría y la representación en juicio. Dicha numeraria únicamente 
se vio disminuida en el año 2020 en el que, aparentemente, existió una disminución 
de asuntos del 33%. Esta situación no es de carácter fortuito pues, a inicio del 2020, la 
humanidad comenzó a enfrentar al virus Sars-Cov-2 o Covid-19, el cual ha provocado 
millones de muertes y enfermos en todo el mundo. Por esta razón, los países tomaron 
medidas extremas de aislamiento y distanciamiento social a fin de prevenir el contagio 
de dicho virus. Así, las distintas dependencias de la administración pública, incluidas las 
defensorías, disminuyeron la prestación de servicios al público y se limitaron a atender 
los asuntos en proceso. De forma posterior, se han implementado algunos canales de 
comunicación entre las y los defensores y las personas que requieren el apoyo para la re-
solución de un asunto de carácter civil, sin embargo; esto no ha sido suficiente para dar 
respuesta a la necesidad social, por lo que no se ha logrado captar al número de usuarios 
que realmente requieren del servicio. Lo anterior, considerando que, los incidentes de 
violencia familiar incrementaron en México derivado del confinamiento registrándose 
170,000 llamadas al número de emergencias nacional (911) tan solo en el primer tri-
mestre del año 2020 por dicho delito (Gómez Mcfarland y Sánchez Ramírez, 2020). Esta 
situación, generalmente impacta en materia civil en la promoción de divorcios, pensio-
nes alimenticias y guarda y custodia. Sin embargo, ante la imposibilidad de acceder a 
los juzgados, los divorcios en México tuvieron una caída del 60% derivado del cierre de 
juzgados como medida sanitaria ante el Covid-19 (Forbes, 2021). 

 

GRÁFICO 5: Procedimientos promedio atendidos por año

  Millares
Fuente: Elaboración propia con información obtenida a través de la Plataforma de Transparencia.
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A fin de ilustrar el argumento anterior, la presente gráfica muestra el número de 
asuntos reportados por las defensorías públicas en materia civil durante los últimos cin-
co años, mientras que la siguiente ilustra la tasa de crecimiento, o decrecimiento –para 
el caso del año 2020–, el cual refleja el impacto de las medidas de aislamiento ejecu-
tadas como prevención del Covid-19. En esta, se muestra que las defensorías públicas 
sufrieron una caída importante en su capacidad receptiva de nuevos asuntos equiva-
lente a un -33%. Así, a pesar de que los estados buscan garantizar la tutela efectiva del 
derecho de acceso a la justicia, las defensorías mexicanas no se encontraban listas para 
responder a una pandemia, pero ¿quién en realidad lo estaba? Sin duda, esta numeraria 
más que visualizarse como una falla del Estado Social de Derecho ha de utilizarse como 
información para aprender y fortalecer la institución con base en el uso de la tecnología 
en aras de fomentar la continuidad del servicio independientemente de la modalidad 
de contacto.

 
GRÁFICO 6: Tasa de crecimiento del promedio de asuntos atendidos por año

Fuente: Elaboración propia con información obtenida a través de la Plataforma de Transparencia.
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la institución de la defensoría pública y las personas usuarias de sus servicios en el 2020 
a causa del Covid-19, se puede concluir que debido a las medidas de confinamiento, la 
demanda de los servicios de defensoría pública civil se vio mermada permitiendo –en 
teoría– dedicar más tiempo a cada caso estudiado, lo cual no necesariamente puede 
ser real derivado de las actividades propias del hogar y los retos que ha supuesto el 
confinamiento.

GRÁFICO 7: Promedio de la carga de trabajo de las defensorías civiles en México por hora laborada

  Horas promedio por procedimiento            Procedimientos por hora en México
Fuente: Elaboración propia con información obtenida a través de la Plataforma de Transparencia.
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4. Conclusiones

La abogacía es una de las profesiones con mayor historia en México. Las y los profesiona-
les del derecho son personas que cuentan con una amplia gama de posibilidades para 
su desarrollo profesional, una de estas áreas es, precisamente, el poder asesorar y repre-
sentar a las personas en asuntos del área civil con la finalidad de proporcionarles certeza 
jurídica sobre sus relaciones interpersonales, sus obligaciones, patrimonio, entre otros. 
Esta área del ejercicio profesional del derecho ha sido poco explorada en América Latina 
gracias a la inclinación que existe en dicha región por el área penal. No obstante, esta 
investigación buscó fungir como parteaguas para la implementación de investigación 
empírica enfocada en la labor de las y los defensores de carácter civil, especialmente, de 
aquellos que prestan sus servicios de forma gratuita y adscritos al sector público.

Algunos de los principales hallazgos de este estudio introductorio son: 

1.	 La defensoría pública en materia civil es indispensable para la cristalización de 
los derechos de la población mexicana;

2.	 México se encuentra dentro de los países peor evaluados a nivel global en ma-
teria de “acceso a la justicia civil” de acuerdo con World Justice Project;

3.	 Los grupos en situación de vulnerabilidad enfrentan mayores barreras para ac-
ceder a la justicia como resultado de instituciones y prácticas que discriminan y 
erosionan el ejercicio de sus derechos;

4.	 Desde el inicio del siglo XXI, la academia reconoció que en México existe una 
ausencia de una política jurídica que garantice un verdadero acceso a la justicia, 
aun así, poco se ha hecho por garantizar una política integral;

5.	 Se debe reconocer el amplio trabajo realizado en México por garantizar que to-
das las entidades federativas cuenten con algún mecanismo de defensa pública 
en materia civil;

6.	 Las y los defensores públicos entrevistados reportan que no existe un verdadero 
servicio civil de carrera;

7.	 De las entidades sobre las que se cuenta con información, se reporta que existe 
una carencia en la regulación de la actividad de las y los defensores públicos, 
por lo que, en algunos Estados, los despachos jurídicos particulares abusan de la 
figura de las y los licenciados en derecho de carácter gratuito abandonando las 
causas sin previo aviso y dejando la responsabilidad a la institución pública;

8.	 Es de reconocerse que las y los defensores civiles realizan un trabajo invaluable 
que garantiza la tutela efectiva de derechos de los grupos en situación de vul-
nerabilidad;

9.	 Por otro lado, el ejercicio del derecho de acceso a la información puede llegar a 
ser largo y complicado, enfrentando barreras constantes de carácter institucio-
nal;

10.	 Gracias a la numeraria analizada, fue posible encontrar que el presupuesto de las 
defensorías públicas ha sido impactado por “el ciclo político oportunista”, por lo 
que, de manera previa a las elecciones, el presupuesto tiende a la alza;

11.	 En la misma línea, la variable presupuestal de cada Estado, impacta en grandes 
diferencias salariales entre las y los defensores públicos de una entidad a otra, 



EL EJERCICIO DE LA ABOGACÍA EN AMÉRICA LATINA: EN LA BÚSQUEDA DE UNA AGENDA DE TRABAJO 154     

de tal forma que, a pesar de desarrollar la misma actividad, la brecha salarial es 
abismal;

12.	 En cuanto a la perspectiva de género, en las entidades analizadas existe una 
masculinización de la cadena de mando, ya que, a pesar de que la plantilla de 
las defensorías se encuentra constituida por una mayoría femenina, los hombres 
conservan la titularidad de las instituciones;

13.	 El Covid-19 impactó el acceso a la justicia en México, provocando una caída 
drástica en la capacidad de atención a nuevas personas usuarias por parte de las 
defensorías públicas civiles; y, finalmente, 

14.	 el acceso a la justicia en México es un lujo. 

Por otro lado, a lo largo de este artículo fue posible demostrar que la figura de 
las y los defensores públicos fue instaurada en México, y en el mundo, con el propósito 
de auxiliar a todas aquellas personas que se encuentran en situación de vulnerabilidad 
y, por ende, están imposibilitadas para acceder a la contratación de un profesional del 
derecho del sector privado. La defensoría pública ha pasado por diversos procesos y 
retos para su consolidación y, a pesar de ello, es necesario reconocer que, en México to-
dos y cada uno de los Estados tienen alguna figura dedicada a la prestación de servicios 
profesionales de asesoría y representación jurídica en materia civil de carácter gratuito. 

Sin embargo, cada una de las defensorías reviste una naturaleza jurídica propia, 
una organización interna distinta e, incluso, a pesar de desarrollar el mismo trabajo, las 
y los abogados de las distintas entidades federativas enfrentan condiciones de trabajo 
muy diversas comenzando por la remuneración de sus servicios. Esto quedó demostra-
do a lo largo del presente artículo que identificó a las defensorías públicas adscritas al 
Poder Ejecutivo o al Poder Judicial y las diferenció de aquellas instituciones autónomas 
que cuentan con libertad técnica y presupuestal para el diseño y aplicación de su plan 
de trabajo. De acuerdo con lo rescatado por el análisis teórico realizado a lo largo de 
este estudio, si un país o alguno de sus Estados, pretende argumentar que el acceso a la 
justicia es alcanzado mediante la prestación de servicios legales de carácter gratuito es 
necesario, que se garantice la autonomía de dicha institución, por ello, la primera de las 
conclusiones exhorta a todas las autoridades cuya defensoría todavía se encuentra ads-
crita a alguno de los poderes del Estado a que legisle en favor de la autonomía de dicha 
institución a fin de promover su mejor funcionamiento y garantizar su imparcialidad y 
libertad en sus labores. 

En segundo término, ante el reto que implicó conocer y ahondar en la labor 
de las y los defensores públicos civiles, la autora de este artículo invita a la academia y 
personas interesadas en esta línea de investigación a indagar más en la materia y apoyar 
en la visibilización de las y los abogados públicos como humanos, de tal forma, que se 
comprenda que, a pesar del mandato legal que desempeñan, es inminente que cuen-
ten con los recursos necesarios para dar respuesta a la demanda social y garantizar su 
desarrollo profesional.

En tercer lugar, ante la falta de organización interna de las defensorías públicas 
en México y los altos niveles de corrupción existentes en la sociedad mexicana, se ex-
horta a los poderes estatales a implementar y garantizar de forma efectiva un servicio 
civil de carrera que, además de procurar que el personal contratado para laborar en la 
defensoría cuente con los requisitos mínimos necesarios para representar a la ciudada-
nía, se enfoque en promover una profesionalización de las y los abogados públicos con 
el fin de incentivar su capacitación y crecimiento profesional en la institución, evitando 
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así las decisiones políticas y el compadrazgo prevaleciente en algunas instituciones del 
país y justificando, de forma objetiva, la existencia de niveles o escalafones salariales. Por 
otro lado, uno de los puntos referidos tanto en la fase cualitativa como en la cuantitativa 
de este estudio, fue posible identificar la carencia de recursos humanos en casi todas 
las defensorías, pues las y los defensores atienden una cantidad de asuntos que rebasa 
su capacidad humana de respuesta y se ven obligados a laborar fuera de su horario 
laboral llevándose casos de estudio a casa a fin de atender con calidad cada una de las 
defensas que se les asigna. Esta situación se encuentra directamente ligada con la dis-
minución del presupuesto asignado a las defensorías. Si bien, la “Cuarta transformación” 
ha buscado reducir burocracia de la administración federal y de las administraciones 
locales, es apremiante que, el garantizar el acceso a la justicia de los grupos en situación 
de vulnerabilidad ocupe un lugar primordial en las necesidades sociales y el diseño y 
presupuestación de políticas públicas. 

Asimismo, en cuanto a la capacitación de las y los abogados que forman parte 
de la defensoría pública en materia civil, se identifica un área de oportunidad a fin de 
que sea el Estado mexicano (a través de sus entidades federativas) quien diseñe, planee 
y ejecute un programa concreto de capacitación, con el propósito de garantizar un pro-
fesional del derecho actualizado para la ciudadanía en los temas que atiende. Por ello, se 
requiere un Estado más proactivo que impulse el crecimiento académico de su plantilla 
de defensoras y defensores. En este tenor, es importante destacar la labor realizada por 
todas aquellas personas, mujeres y hombres, que laboran como defensores públicos en 
materia civil, quienes, a pesar de las altas cargas de trabajo, la disparidad de salario, las 
carencias de recursos e incluso la pandemia por Covid-19, continúan comprometidos y 
apasionados por la justicia y se empeñan por buscar la tutela de los derechos de todas 
aquellas personas que se acercan a ellos. 

A pesar de que el número de asunto y las cargas de trabajo disminuyeron a 
consecuencia de las medidas sanitarias implementadas por el Covid-19, se espera que, 
una vez reanudadas las actividades bajo la nueva normalidad, pueda llegar a existir un 
despunte de solicitudes de apoyo por todas aquellas personas que han enfrentado pro-
blemas de carácter civil a consecuencia del aislamiento. De esta forma, es sumamente 
relevante que, la labor de las y los defensores públicos en materia civil sea observada 
con detenimiento por la academia y organismos públicos nacionales e internacionales, 
a fin de vigilar que dichos profesionales del derecho cuenten con condiciones labora-
les justas y equitativas, así como el reconocimiento y valoración del trabajo realizado 
en todo México. Sin duda el Centro de Estudios de Justicia de las Américas constituye 
un pilar esencial en esta tarea pues cuenta con los perfiles idóneos para compartir sus 
hallazgos y capacitar a las autoridades de distintos niveles con el propósito de impactar 
en mejores condiciones de vida tanto para los profesionales del derecho como para la 
sociedad.
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La presente publicación constituye el segundo volumen de la publicación “El 
ejercicio de la abogacía en América Latina: en la búsqueda de una agenda 
de trabajo” presentada por el Centro de Estudios de Justicia de las Américas 
(CEJA) y dirigida por Alberto Binder y Marco Fandiño. En el primer volumen 
se presentó una investigación empírica realizada por María José del Solar y 
Gonzalo Fibla, investigadores del CEJA, la cual se centró en el diagnóstico 
de dos de los aspectos más cruciales en el ejercicio de la abogacía en las 
sociedades latinoamericanas: la formación académica universitaria que reci-
ben los y las estudiantes de Derecho y las modalidades de control existentes 
sobre el ejercicio privado de la abogacía.

A partir de esta primera aproximación, desde CEJA se identificaron una serie 
de temáticas vinculadas al ejercicio de la abogacía respecto de las cuales se 
estimó imprescindible profundizar en investigaciones para aportar a las dis-
cusiones sobre su ejercicio, así como su importancia e impacto en el acceso 
a la justicia y los sistemas judiciales de la región. 

Así, en el marco del programa “Mejorando el Acceso a la Justicia Civil en 
América Latina” que CEJA desarrolla con el apoyo de Global Affairs Canada, 
se abrió una convocatoria a investigadores e investigadoras para el desarro-
llo de investigaciones en estas líneas temáticas, con la finalidad de poner 
a disposición del público estudios y experiencias dentro del ámbito legal 
que puedan permitir ampliar la mirada sobre el rol que compete a estos 
profesionales en el acceso a la justicia de las personas en América Latina y 
contribuir a la determinación de políticas públicas orientadas a eliminar las 
barreras de acceso que aún persisten.

El resultado de dicha convocatoria fue la realización de cuatro nuevas in-
vestigaciones que retoman algunas líneas de trabajo presentadas en el vo-
lumen anterior e introducen algunas otras de especial importancia para el 
ejercicio de la abogacía en América Latina.


